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os problemas jurídicos, políticos y sociales 
manifestados en el proceso de creación, dise-
ño, implementación y evaluación de iniciati-
vas y ejercicios de gobierno abierto en México 
y en Iberoamérica, reflejan el tamaño de los 

retos que tienen sociedad civil, academia y gobiernos, 
junto con sus administraciones públicas, para empren-
der estudios, análisis e investigaciones que sugieran las 
estrategias, planes y acciones a seguir para materializar 
los principios de transparencia, participación ciudada-
na y colaboración que definen el gobierno abierto.

El número tres de la Revista Especializada en Investi-
gación Jurídica de la Universidad Autónoma de Ciudad 
Juárez, se propone establecer varios retos, no solo en los 
cuatro artículos que contiene este número, sino también 
en las dos reseñas de textos que son referencia más re-
ciente en el tema. Tales retos perfilan una agenda de in-
vestigación en gobierno abierto. 

Quim Brugué identifica el primer reto: construir una 
mirada del gobierno abierto desde la administración 
pública deliberativa. Sugiere que la visión del gobierno 
abierto desde la administración pública es distinta a la 
que se tiene en sociedad civil. A la administración pú-
blica corresponde emprender normas, procedimientos y 
estrategias inteligentes para dar respuesta a las deman-
das ciudadanas e institucionalizar el conflicto como ele-
mento natural en una arena política, que por su natura-
leza es deliberativa y característica de la relación entre 
gobierno y sociedad civil. Por otra parte, la sociedad civil 
requiere conocimiento de los problemas y compartirlos 
con los decisores y liderazgos de la anhelada apertura de 
los gobiernos. Traducir el discurso del gobierno abierto 
en acciones específicas, implicará consolidar una admi-
nistración pública deliberativa, con mecanismos preci-
sos de participación ciudadana. 
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El siguiente gran reto lo perfila Ricardo 
Uvalle, al enfocarse en la creación, desa-
rrollo y transferencia de capacidades para 
implementar el gobierno abierto. Afirma 
Ricardo Uvalle que no solo se trata de tec-
nologías digitales o ingenio cibernético, 
sino de procesos de gobernanza colaborati-
va que son detonados mediante el empode-
ramiento de la información pública por los 
ciudadanos. Entre sus conclusiones destaca 
que el punto cardinal del gobierno abierto 
es contribuir a la calidad de la democracia.

El tercer gran reto lo perfilan Gabriela 
Quintanilla y J. Ramón Gil García, que con-
siste en establecer una visión comprensiva 
del gobierno abierto, destacando el rol que 
tiene la confianza en la formación de un 
ecosistema social y colaborativo que articu-
la los componentes de transparencia, parti-
cipación y colaboración como engranes que 
mueven a los actores hacia la apertura de 
datos, a establecer arreglos de gobernanza 
colaborativa mediante el compromiso de ge-
nerar información pública útil a la sociedad. 

El cuarto gran reto lo enmarcan Karla 
Paola Martínez Rámila y Alberto Ramírez 
Martinell, quienes sugieren que la práctica 
del gobierno abierto se fortalece bajo el con-
cepto de ciudadanía digital. La investigación 
realizada en ambientes universitarios indi-
ca que los saberes digitales forman parte 
de una sociedad más abierta y si logramos 
acercar la pedagogía de una ciudadanía di-
gital a las generaciones aún en proceso for-
mativo, tendrán más probabilidades de lo-

grar la sostenibilidad en el corto y mediano 
plazo de permear los valores y principios de 
gobierno abierto. 

Destacamos las reseñas que contiene este 
número. La primera escrita por Joel Salas, 
en la que describe un texto, que apunta, es 
un texto pedagógico para conocer de ma-
nera sencilla qué es gobierno abierto y qué 
no es, además de mostrar ejemplos concre-
tos que clarifican el concepto central de la 
obra reseñada y del presente dossier. La se-
gunda reseña corresponde a Sofía Conrero, 
quien relata con claridad sobrada uno de 
los textos más recientes en el tema, cuyo eje 
central radica en la tesis de avanzar hacia 
un Estado abierto, donde los principios de 
transparencia, participación ciudadana y 
colaboración permeen en los poderes legis-
lativo y judicial, no solo en la esfera del eje-
cutivo.  

Los editores agradecemos la disposición, 
el tiempo y la rigurosidad de los dictámenes 
emitidos por las y los colegas que fungieron 
como árbitros, de quienes solo expresamos 
las Casas de Estudio a la que pertenecen: 
Universidad Autónoma Metropolitana, 
Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, Universidad Autónoma de Madrid, El 
Colegio de la Frontera Norte y El Colegio de 
Sonora. Las recomendaciones emitidas me-
diante el proceso de arbitraje bajo sistema 
de doble ciego, fortalecieron la calidad del 
trabajo de cada uno de los autores acepta-
dos en el presente número. 
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Q u i m  B r u g u é -T o r r u e l l a 1

SUMARIO: I. Introducción. II. Participación y gestión: dos 

caras de la misma moneda. III. Modelos organizativos: ¿de 

dónde venimos, a dónde vamos? IV. Hablar y pensar: con-

diciones para una administración inteligente. V. Conclusio-

nes: paciencia y convicción. VI. Referencias.

Resumen

Han sido muchos los debates que, tanto desde la lógica 
gerencial como desde las apuestas por la participación 
ciudadana, han influido durante los últimos decenios 
en el funcionamiento de nuestras instituciones polí-
tico-administrativas. En este artículo se presenta una 
revisión somera de estos debates, al tiempo que se 
defiende la necesidad de complementar los aspectos 
más estrictamente administrativos con los democrá-
ticos. De esta manera, usamos el término “gobierno 
abierto” para referirnos a una forma de operar de las 
instituciones públicas donde se diluyen las fronteras y 
donde las relaciones y los diálogos —en sus múltiples 
niveles— favorecen la capacidad de construir respues-
tas inteligentes a los retos de unas sociedades crecien-
temente complejas. Según nuestra hipótesis, por lo 
tanto, el gobierno abierto no es solamente una mejora 
administrativa, sino un paso hacia la democratización 
de las políticas públicas.

1	 Profesor Catedrático del área de Ciencia Política en el Departa-
mento de Derecho Público de la Universidad de Girona, Catalun-
ya. Doctor en Ciencia Política y de la Administración Pública por 
la Universidad Autónoma de Barcelona. Presidente (2015-2017) de 
la Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración 
(AECPA). ORCID: 0000-0002-4284-2236.D
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Palabras claves: gestión pública, gobier-
no abierto, democracia.

Abstract 

There have been many debates that, both 
from the managerial logic and from the 
citizen participation approach, have in-
fluenced during the last decades in the 
operation of our political-administrative 
institutions. This article presents a brief 
review of these debates, while defending 
the need to complement the more strictly 
administrative aspects with the democra-
tic ones. In this way, we use the term “open 
government” to refer to a way of operating 
public institutions where borders are dilu-
ted and where relations and dialogues —
at their multiple levels— favor the ability 
to construct intelligent responses to the 
challenges of increasingly complex socie-
ties. According to our hypotheses, there-
fore, open government is not just an ad-
ministrative improvement but also a step 
forward public policy democratization.

Keywords: public management, open go-
vernment, democracy.
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Introducción

E
n los últimos veinte años han proliferado 
las experiencias de participación ciudada-
na, transversalidad o gobierno multinivel, 
incorporando novedades vinculadas al 
acceso a la información y a la transpa-

rencia. Actualmente se usa el término gobierno abierto 
para englobar un amplio conjunto de iniciativas, que 
están destinadas a transformar nuestras institucio-
nes de gobierno. Con instrumentos diversos, han sido 
muchas las administraciones, especialmente locales, 
que han intentado involucrar a los ciudadanos en el 
diseño y la ejecución de sus políticas públicas, pero 
con resultados diversos (Brugué, 2009). Las adminis-
traciones públicas a menudo se han limitado a usar 
metodologías o a seguir modas participativas, aunque 
detrás de estas razones suele haber una intuición, más 
o menos consciente, sobre la necesidad de mirar los 
asuntos públicos desde múltiples ópticas para, de este 
modo, incorporar toda su complejidad. 

El esfuerzo realizado ha sido notable, pero surgen 
dudas en cuanto a la relevancia de sus impactos en las 
propias políticas públicas y, en consecuencia, sobre el 
desarrollo y el bienestar de las comunidades donde 
intervienen las administraciones públicas. Es decir, 
frente a las virtudes intrínsecas de la participación 
ciudadana, emergen serias controversias relativas a 
su utilidad efectiva. Es necesario dar un salto cualita-
tivo que permita superar la retórica y mostrar los re-
sultados concretos de su práctica. 

El éxito de este salto depende de muchos factores. 
Existe uno que destaca y que ha sido poco atendido 
por los defensores y los promotores de las experiencias 
participativas. Se trata de los cambios dentro del pro-D
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pio modelo organizativo de la administra-
ción pública que impulsan los procesos de 
participación, la cual, para ser efectiva, re-
quiere cambios en el interior de la propia 
administración. En las siguientes páginas 
se aborda este asunto argumentando la 
necesidad de conectar dos temas enfren-
tados entre sí: la participación y la gestión 
pública. Primero ofreceremos una mirada 
panorámica de los modelos organizativos 
y, a continuación, propondremos el mode-
lo deliberativo, una administración con 
capacidad para dar cabida a los cambios 
internos que reclama la orientación exter-
na hacia la ciudadanía. 

Participación y gestión: dos caras de la 
misma moneda

La participación mirando hacia fuera
Las experiencias de participación han 
partido de reconocer la creciente com-
plejidad y diversidad de los problemas en 
manos de los responsables públicos. Estos, 
promoviendo la incorporación de los ciu-
dadanos en sus decisiones y actuaciones, 
estarían, en realidad, reconociendo sus li-
mitaciones frente a la creciente dificultad 
del mundo donde han de intervenir. La 
participación supone reconocer los pro-
pios límites, la incapacidad de abordar en 
solitario asuntos que desbordan nuestras 
posibilidades.

De este modo, la participación se ha im-
pulsado con la mirada puesta en el exte-
rior de la administración, observando la 

creciente complejidad de la realidad sobre 
la que se deberían desplegarse las políticas 
públicas. Los procesos participativos reco-
nocen los cambios y las incertidumbres de 
este exterior, en consecuencia, pretenden 
articular los mecanismos adecuados para 
captar toda su complejidad para, de esta 
manera, incorporarla al proceso decisio-
nal y a las actuaciones públicas. La parti-
cipación serviría a la administración para 
captar las demandas diversas y sofistica-
das de una sociedad, a su vez, cada día más 
diversa y sofisticada. 

Lejos de las viejas simplicidades y certi-
dumbres, apostar por la participación im-
plica reconocer la necesidad de abrirse al 
exterior para poder entender los retos y 
las expectativas de la comunidad para la 
que trabaja. Los procesos de participación 
vinculados al proceso legislativo serían un 
buen ejemplo de lo que estamos abordan-
do en este artículo. En un contexto estable 
y conocido, la elaboración legislativa era el 
monopolio de unos cuantos expertos. Unos 
pocos especialistas en el ámbito sustantivo 
objeto de la regulación y otros más exper-
tos en técnica legislativa eran suficientes 
para redactar unos textos que se conver-
tían en vinculantes para todos. Hoy esta 
aproximación parece insuficiente, puesto 
que los objetos de nuestras legislaciones 
cada vez presentan más aristas y, conse-
cuentemente, necesitan ser abordados 
desde puntos de vista diferentes. De forma 
parecida, en una sociedad más sofistica-
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da y con una ciudadanía más madura, las 
decisiones que nos vinculan a todos no se 
pueden imponer, sino que precisan com-
plicidades, diálogos y acuerdos. Así pues, 
la elaboración legislativa exige, para ser 
suficientemente rica y efectiva, ampliar 
los puntos de referencia exteriores: abrirse 
y mirar hacia fuera para adquirir cono-
cimientos complementarios y construir 
complicidades y soportes (Brugué, 2009). 

La participación mirando hacia dentro
La participación hacia fuera sirve para 
identificar demandas complejas, pero, una 
vez estas han sido incorporadas, debemos 
ocuparnos de qué respuesta reciben. Las 
administraciones públicas han mirado al 
exterior para encontrar problemas cada 
vez más complejos, pero ¿qué hacen aho-
ra con estos problemas? Para responder a 
esta pregunta hemos de dirigir la mirada 
hacia el interior de la organización y valo-
rar su capacidad de respuesta a los proble-
mas complejos con resoluciones también 
complejas. 

La participación se convierte, así, en una 
fuerte presión para la transformación de 
las organizaciones públicas; es decir, la 
participación no solo hace emerger deter-
minadas definiciones de los problemas, 
sino que al hacerlo incorporando a la ciu-
dadanía también genera expectativas. De 
esta manera, la administración se encuen-
tra con la doble necesidad de articular 
respuestas a la altura de las demandas y, 

al mismo tiempo, no convertir sus dificul-
tades administrativas en generadoras de 
frustración y malestar entre la ciudadanía 
(Wamsley y Wolf, 1996).  

Las administraciones suelen estar poco 
preparadas para estas presiones y estos re-
tos, ya que han sido diseñadas para operar 
desde la seguridad y la simplicidad, pero 
encuentran muchas dificultades operati-
vas cuando salen de sus rígidos esquemas 
de trabajo. Cuando se atreven con expe-
riencias de participación ciudadana, suele 
aparecer una fuerte asimetría entre la ca-
pacidad de la ciudadanía para incorporar 
demandas complejas y la incapacidad de 
la administración para ofrecer otra cosa 
que no sean respuestas simples. Es una 
asimetría irresistible, pues no solo muestra 
la incapacidad de las soluciones adminis-
trativas, sino que, además, genera frustra-
ción entre la ciudadanía (Hay, 2007; Todo-
rov, 2012).

El caso de la gestión hídrica es un buen 
ejemplo de lo que estamos exponiendo. Un 
proceso potente de debate y participación 
puede resultar muy positivo, aunque sus re-
sultados suelen comprometer la capacidad 
de respuesta de la propia administración. 
En el año 2008, Catalunya (España) pade-
ció una intensa sequía que situó la política 
hídrica en la agenda política y mediática y 
que, simultáneamente, mostró la extrema 
complejidad y las abundantes contradic-
ciones que genera la gestión del agua. 
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En este contexto, se pudo observar cómo 
en la política hídrica se contraponen inte-
reses —todos ellos legítimos— de actores 
tan diversos como los agricultores, los in-
dustriales, los grupos ambientalistas o las 
asociaciones de vecinos. También pudo 
apreciarse —y esto es lo que ahora que-
rremos subrayar—, cómo la lógica de cada 
sector se trasladaba a la administración 
y generaba contradicciones entre sus di-
ferentes departamentos. Así, a la hora de 
concretar una política hídrica, no fue nada 
fácil alcanzar acuerdos entre los departa-
mentos de energía, medioambiente, polí-
tica territorial, industria o agricultura. El 
conflicto hídrico se nos presenta como un 
paradigma de las dificultades que compor-
ta, no solo para gestionar eficientemente 
sino, sobre todo, articular una política pú-
blica eficaz, una respuesta suficientemen-
te rica e inteligente. El problema no es ni 
la eficiencia de nuestras instituciones ni 
la capacidad de nuestros profesionales. El 
problema es la política hídrica entendida 
como la suma incoherente de lo que hacen 
los unos y los otros (Pares, et al., 2014; Bru-
gué, 2014).

La participación, de este modo, parte de 
una mirada hacia fuera (proceso de parti-
cipación con los actores sociales y econó-
micos), pero se convierte en la exigencia de 
una mirada hacia dentro (coherencia en-
tre departamentos). No podemos, en otros 
términos, generar demandas complejas 
sin desarrollar en paralelo las capacidades 

para darles respuesta. Participación y ges-
tión son, pues, las dos caras de una misma 
moneda. Hasta ahora la reflexión en torno 
a la participación ciudadana ha sido muy 
ajena a los modelos organizativos y a los 
estilos de gestión, incluso a veces se ha 
mostrado un cierto antagonismo entre los 
“participativos” y los “gerencialistas”. Sin 
embargo, son dos mundos que deberíamos 
ver como complementarios; dos mundos 
que no pueden darse la espalda el uno al 
otro. Con el objetivo de trabajar la partici-
pación hacia dentro, enseguida se introdu-
ce el debate sobre modelos organizativos 
y, en el marco de este debate, se proponen 
las opciones más adecuadas para ir recu-
perando la simetría entre las demandas 
externas y las respuestas internas.

Modelos organizativos: ¿de dónde veni-
mos, a dónde vamos?

En este apartado no se pretende ofrecer al 
lector una panorámica completa ni sobre 
los modelos de administración pública, 
ni de los actuales debates en torno a su 
eventual modernización. Nos limitaremos 
a ofrecer unos rápidos esbozos panorámi-
cos acerca de los orígenes, la situación ac-
tual y las trayectorias de cambio que han 
experimentado nuestras organizaciones. 

El punto de partida: la burocracia weberiana
Los genes de la administración pública que 
hoy conocemos —y de la mayoría de los 
que trabajamos en ella— son weberianos. 
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No se trata únicamente de que las institu-
ciones muestren una forma y una imagen 
weberiana sino de que, más importante, 
el weberianismo es su espíritu, su menta-
lidad, su forma de entender lo que deben 
hacer y de comprender las razones de su 
propia existencia. Así pues, definir el mo-
delo burocrático que nos proponía Max 
Weber equivale a definir la esencia consti-
tutiva de nuestras administraciones.

Una administración que, en su versión 
idealizada, estaba concebida para satisfa-
cer dos objetivos. Se pretendía, en primer 
lugar, maximizar la eficiencia de la actua-
ción administrativa y, en segundo, garan-
tizar la equidad en el trato a la ciudadanía. 
Ambos objetivos son sensatos y loables, de 
manera que podemos situar el ideal buro-
crático lejos de las percepciones intensa-
mente negativas que hoy acompañan su 
simple mención.

Para alcanzar el primer objetivo, la bu-
rocracia recurre a la racionalidad. El argu-
mento es simple: para realizar cualquier 
tarea de la mejor forma posible (es decir, 
para maximizar la eficiencia), deberíamos 
preguntar a los expertos y, una vez aten-
didas sus recomendaciones, convertirlas 
en un procedimiento administrativo. Al 
transformar los dictados de la razón en 
normas se logra, no solo maximizar la 
eficiencia, sino también imponerla, ha-
cerla obligatoria. A la organización buro-
crática no le queda más remedio que ac-
tuar eficientemente. La norma racional 

no permite la ineficiencia, pues conduce 
las acciones y obliga a trabajar de la for-
ma (racionalmente) prevista. El proce-
dimiento administrativo ha sido para la 
administración pública lo que la cadena 
de montaje representó para la producción 
industrial.

El segundo objetivo, las garantías de 
equidad, se alcanza gracias a la imperso-
nalidad del modelo weberiano. La pro-
puesta burocrática no puede ser más sen-
cilla: para garantizar que todos seremos 
tratados de la misma manera, nada mejor 
que eliminar nuestras referencias perso-
nales y convertirnos en los números de un 
frío expediente administrativo. Sin cono-
cer ni el rostro ni los apellidos de sus usua-
rios, la frialdad administrativa se convier-
te en la palanca hacia la igualdad —quizá 
también hacia la indiferencia— en el trato 
a los ciudadanos.

Así pues, a unos objetivos loables de efi-
ciencia e igualdad, los acompañan unos 
instrumentos sensatos de racionalidad 
e impersonalización. La burocracia, por 
lo tanto, no sería la encarnación del mal; 
como muchos parecen creer. No debemos 
pues entenderla como un modelo organi-
zativo innatamente perverso, aunque sí 
deberíamos reconocer que sus objetivos 
loables y sus instrumentos sensatos sir-
ven para algunas cosas, mientras que se 
convierten en trabas para alcanzar otras. 
La racionalidad y la impersonalidad buro-
crática son impecables para hacer siempre 
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lo mismo, pero se encuentra con fuertes 
dificultades cuando se le exige cierta flexi-
bilidad. En entornos previsibles y estables, 
la burocracia se encuentra muy cómoda; 
mientras que en contextos de incertidum-
bre y volatilidad —como los actuales—, se 
siente invadida por el desconcierto (We-
ber, 1993).

La burocracia weberiana, en definitiva, 
es un modelo organizativo que hace bien 
las cosas que le mandan, pero no es capaz 
de reflexionar sobre su propia actividad. 
Es una maquinaria sin cerebro, incapaz de 
decidir. Se encuentra absorta por la repe-
tición de sus movimientos y concentrada 
en ejecutar los dictados de una razón le-
jana. Esta maquinaria descerebrada con-
vierte a la administración burocrática en 
un espacio irresponsable y silencioso. Sin 
capacidad de pensar, la administración no 
asume los resultados de sus actuaciones, 
pero tampoco dispone de la capacidad 
para hablar y para relacionarse. Organi-
zaciones que no están dotadas de habili-
dades comunicativas y que, por lo tanto, 
son incapaces de reflexionar y de generar 
inteligencia (Brugué, 2009).  

La administración burocrática se confi-
gura como un modelo donde cada parte se 
dedica a lo suyo. Y no solo esto, sino que 
además no se mete en los asuntos de los 
demás. Ni permite que se metan en los su-
yos. La burocracia institucionaliza la es-
pecialización y la segmentación o, lo que 
es lo mismo, se convierte en la genuina or-

ganización de la desconfianza (Miller y Bo-
rell, 1991; Luhmann, 1996; Güemes, 2016). 
Cada uno a lo suyo, cada uno encerrado 
en su espacio y cada uno sospechando de 
quien pudiera acercársele. Cada uno sabe 
de lo suyo (dispone del dictado experto co-
rrespondiente) y, por lo tanto, ¿para qué 
hablar con nadie, para qué permitir que 
nadie se entrometa en asuntos que no son 
los suyos?

Una organización tan desconfiada como 
la burocrática ofrece algunas ventajas 
muy destacables y, sobre todo, muy va-
loradas en determinados ámbitos y mo-
mentos. La seguridad, la previsibilidad 
y la igualdad son algunos de sus activos, 
mientras que —en la otra cara de la mone-
da— estos mismos factores se convierten 
en simplicidad, homogeneidad y rigidez. 
La burocracia, de este modo, nos asegura 
y garantiza que accederemos, por ejemplo, 
a unos servicios educativos, sanitarios o 
económicos y, además, que estos servicios 
serán iguales para todos y no variarán en 
el tiempo. Una situación muy conforta-
ble, aunque incompatible con un mundo 
en constante movimiento como el actual. 
Hoy, la confortable seguridad y las garan-
tías de igualdad se transforman en rigidez 
y falta de sensibilidad ante la diversidad y 
la complejidad. No se trata únicamente del 
mismo servicio para todos (que también), 
sino de cómo respondemos a demandas 
de ciudadanos más sofisticados, volátiles 
y diversos.
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Este es un argumento ampliamente 
aceptado, como se observa en la acepta-
ción que despiertan términos como los 
de flexibilidad o integralidad. Sabemos lo 
que nos gustaría alcanzar y sabemos que 
se trata de una organización diferente a la 
burocrática, aunque a menudo parece que 
para alcanzarlo no estamos dispuestos a 
reconocer que el reverso de la adaptabi-
lidad y la flexibilidad es la incertidumbre 
y el riesgo. Incluso cierto grado de caos 
y desorden. No queremos la burocracia, 
pero echamos en falta sus seguridades. 
Acusamos a la burocracia de rígida, pero 
nos da miedo que la flexibilidad sea arbi-
traria. Nos burlamos de las garantías y los 
procesos burocráticos, pero parecemos 
incapaces de conciliar un sueño apacible 
sin ellos. En definitiva, criticamos ácida-
mente a la burocracia, pero no acabamos 
de atrevernos con sus alternativas (Du 
Gay, 2000; Fox y Miller, 1995; O’Leary, Van 
Slyke y Kim, 2010).

Estas alternativas, han ido apareciendo 
y haciendo su fortuna en el mundo de la 
gestión pública. Su datación y sus conteni-
dos han sido muy variables, pero podemos 
simplificar dos grandes alternativas a la 
burocracia weberiana. En primer lugar, la 
llamada Nueva Gestión Pública (NGP), que 
se impuso con fuerza en los años ochenta 
y que, a pesar de la intensidad con la que 
ha argumentado su afán modernizador, 
son muchos los autores que la consideran 
una forma de neoburocracia (Ritzer, 1998). 

La NGP, desde nuestra óptica, mejora la 
burocracia, pero no la transforma. En se-
gundo lugar, nos referiremos a la Adminis-
tración Pública Deliberativa (en adelante 
APD), un nuevo discurso que aparece ya 
entrados los años noventa y que pretende, 
ahora sí, una auténtica transformación. 
No una simple mejora, sino un cambio 
a fondo; aunque al pasar de la teoría a la 
práctica, la APD encuentra abundantes di-
ficultades. Vamos a referirnos brevemente 
a estas dos alternativas organizativas en 
los siguientes apartados. 

La Nueva Gestión Pública: una transforma-
ción de superficie
La NGP se concentra, como hizo Max We-
ber en su momento, en la eficiencia ins-
trumental. De hecho, parte de atacar con 
crudeza la ineficiencia burocrática y de 
postularse como la mejor forma de hacer 
las cosas. Esta es la razón por la cual he-
mos calificado la NGP como una transfor-
mación de superficie. 

Desde la preocupación instrumental se 
han planteado procesos modernizadores 
diversos: la reinvención del gobierno (Os-
borne y Gaebler, 1994), el paradigma post-
burocrático (Barzelay, 1992) o, usando la 
terminología por la que hemos optado, la 
nueva gestión pública (Hood, 1994). Cada 
una de estas etiquetas representa una des-
cripción y una interpretación de la mo-
dernización administrativa; al tiempo que 
incorpora una estrategia discursiva, un 
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mensaje que condiciona la forma de enten-
der y de pensar la realidad administrativa.

Esta estrategia discursiva ha convertido 
la modernización administrativa en una 
ideología; en un conjunto de valores y de 
prácticas que asumen que a través de una 
mejora en la gestión seremos capaces de 
resolver los problemas socioeconómicos 
de fondo. La llamada modernización ad-
ministrativa se convierte así en una ideo-
logía que concede —usando los términos 
de Clarke y Newman (1997)— una especie 
de “rol apocalíptico” a la gestión: mejorar 
la gestión es básico, ya que sus efectos se 
multiplicarán y alcanzarán otros ámbitos 
sustantivos. 

La modernización gerencial se articu-
la a través de un discurso simple, basado 
en blancos y negros, en la oposición entre 
un pasado indeseable y un futuro lleno de 
esperanzas. Un argumento que critica a la 
administración burocrática y que ofrece 
una alternativa feliz, pero que en ningún 
caso justifica ni las críticas, ni las alternati-
vas, ni las estrategias para alcanzarlas. Las 
propias palabras —peyorativas o esperan-
zadas—, se convierten en el argumento. 
Es evidente que esta forma de argumentar 
padece de un exceso de simplificación, a 
la vez que confunde permanentemente la 
descripción y la prescripción, lo que es y lo 
que nos gustaría que fuera. Pero también 
es cierto que la propia simplificación pue-
de convertirse en una decisión sin titubeos, 
mientras que la debilidad de las justifica-

ciones puede convertirse en mensajes cla-
ros y fáciles de transmitir. 

¿Cuáles son los principales contenidos 
de la modernización que propugna la 
NGP? Para responder a estas interrogan-
tes lo que debemos hacer es ordenar y do-
tar de cierta coherencia a la multitud de 
términos y conceptos que conforman el 
vocabulario de la modernización geren-
cialista. Cuando nos referimos a la NGP 
aparecen empleados motivados y poliva-
lentes, planes integrales, programas de 
calidad, contratos programa, clientes sa-
tisfechos, gerentes, indicadores de resul-
tados, gestiones por objetivos y mil cosas 
más; todas seductoras y prometedoras. 
Una manera de abordar esta proliferación 
de novedades consiste en agruparlas bajo 
dos grandes etiquetas, las dos columnas 
que soportan el peso de la NGP. 

En primer lugar, una administración de 
machotes. Con esta etiqueta, extraída de 
nuevo del trabajo de Clarke y Newman 
(1997), agrupamos todas aquellas inicia-
tivas que tienen como objetivo desman-
telar una organización poblada de indi-
viduos que no necesitan ni demostrar su 
valía ni mostrar sus logros, y construir 
una alternativa donde esos mismos indi-
viduos noten la presión, se sientan obli-
gados a competir y obtener resultados. 
Se trata, en otros términos, de expulsar 
la irresponsabilidad burocrática y susti-
tuirla por la obligación de rendir cuentas 
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que impone el mercado y la competen-
cia. Desde esta óptica, el principal defec-
to de la administración burocrática se 
encuentra en su incapacidad para impo-
ner premios y castigos, en la imposibili-
dad de lograr que las actuaciones –me-
jores o peores– generen consecuencias. 
Para revertir esta situación, la NGP pro-
pone un conjunto de medidas moderni-
zadoras: la externalización de servicios, 
la división de roles, la gerencialización, 
la dirección por objetivos, los contratos 
programa, los quasi-mercados, etc. (Wal-
sh, 1995; López Casanovas et al., 2003). 

En segundo lugar, una administración 
de buen rollo. No sabemos si la segunda 
columna de la NGP complementa o con-
tradice a la primera, ya que según ella la 
mejora de la administración no depende 
tanto de la competencia entre “machotes”, 
como del “buen rollo”, de la colaboración 
entre las personas que la integran. El pro-
blema ya no es la irresponsabilidad sino 
la segmentación. La principal perversión 
de la burocracia se encuentra en su alma 
racionalizadora y profesionalizadora; un 
alma que nos encierra en la jaula de hierro 
weberiana y que nos impide la comunica-
ción y la coordinación. Una administra-
ción de reinos de taifas es una administra-
ción rígida y cerrada sobre sí misma, sin 
capacidad de respuesta, sin flexibilidad y 
sin creatividad. Para promocionar estas 
virtudes, la NGP nos propone poner en 

marcha programas de calidad, reformas 
en la gestión de los recursos humanos, 
equipos de mejora, cartas de servicio, cír-
culos de calidad, planes estratégicos, mo-
delos participativos de dirección, procesos 
de descentralización administrativa, etcé-
tera (Peters y Waterman, 1982; Pollitt et al, 
1998; Sancho, 1999). 

Sobre estas dos columnas se ha cons-
truido, durante las dos últimas décadas, 
la NGP, aunque se trata de dos columnas 
de cristal; brillantes pero frágiles. Una 
fragilidad que se ha manifestado en diver-
sas críticas, de las que a continuación nos 
limitaremos a mostrar algunas pincela-
das (Heckscher y Donnellon, 1994; Ritzer, 
1996; Sennet, 1998). 

Para empezar, es importante notar que 
las iniciativas modernizadoras que se han 
desplegado con más decisión son aquellas 
que se inspiran en lo que hemos llamado 
una “administración de machotes”. No pa-
rece inadecuado, al menos de entrada, que 
las personas deban responsabilizarse de lo 
que hacen, como tampoco parece extrava-
gante pensar que una forma de forzar esta 
responsabilidad consistiría en vincular los 
resultados de una actividad a un sistema 
de incentivos. Esto es lo que, según parece, 
hace el mercado de forma automática: pre-
miar a los mejores y expulsar a los peores.

Sin embargo, cuando se traslada esta ló-
gica al sector público, las cosas no son tan 
simples. En realidad, para que este plan-
teamiento funcione deben cumplirse dos 
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requisitos: saber con precisión cuáles son 
los objetivos que pretendemos alcanzar y 
ser capaces de medirlos. En el sector pri-
vado la lógica se aplica de manera inme-
diata: el objetivo es ganar más, y lo medi-
mos en unidades monetarias. En el sector 
público, en cambio, esta obviedad se con-
vierte en complejidad. ¿Qué pretende la 
política educativa? ¿Cuál es el objetivo del 
sistema penitenciario? ¿Cómo medimos 
la calidad docente? ¿Cómo calculamos la 
atención que le dispensamos a la gente 
mayor? El problema no es que nuestros 
políticos sean incapaces de definir sus ob-
jetivos, sino que —por naturaleza— estos 
objetivos son variados e, incluso, contra-
dictorios. Lo que se requiere no es identi-
ficarlos, sino equilibrarlos. Consecuente-
mente, desaparece la esperanza de imitar 
la claridad y la precisión del mundo em-
presarial. 

Además, el énfasis competitivo ha favo-
recido la aparición de una administración 
contractual, donde las relaciones ya no de-
penden de la subjetividad de los vínculos 
entre un superior y su subordinado, sino 
de la objetividad de un contrato. La objeti-
vidad y la claridad de la relación contrac-
tual nos permiten recuperar el concepto 
de responsabilidad. Es posible, pero para 
lograrlo hemos de pagar un precio consi-
derable. Un precio que hoy por hoy parece 
inaceptable: la rigidez. Es decir, la crecien-
te contractualización de la administración 
genera rigidez en un mundo que procla-

ma a los cuatro vientos los beneficios de 
la flexibilidad. Una paradoja sorprenden-
te, aunque en realidad es una conclusión 
a la que podemos llegar desde el sentido 
común. ¿Cuál es la diferencia entre una 
relación de autoridad y una relación con-
tractual? Pues bien, no es necesario invo-
car ninguna teoría sofisticada para enten-
der que en la primera es factible variar las 
instrucciones cuando parezca adecuado 
(flexibilidad), mientras que en la segunda 
no es posible hacer otra cosa que cumplir 
con las cláusulas contractuales (rigidez). 
Es cierto que la convocatoria de un con-
curso (cuyo premio es el contrato) puede 
estimular al candidato a realizar una pro-
puesta más competitiva que la que ofrece 
aquel que tiene el trabajo asegurado. Pero 
también es cierto que esta propuesta es 
más competitiva en la medida que es más 
económica y más eficiente, pero no más 
flexible (Donahue, 1991). 

Finalmente, la columna del “buen ro-
llo” no únicamente es tan frágil como la 
anterior, sino que además es muy delga-
da. Disponemos de menos experiencias y 
de más fracasos vinculados a programas 
de calidad o a planes transversales que a 
la gestión de la competencia y de una ad-
ministración contractual. Este desequili-
brio no es casual, sino que se explica por 
las dificultades de poner en marcha unas 
mejoras que en la mayoría de los casos no 
pasan de ser cosméticas y que, además, 
parecen contradecir el mensaje central 
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de la competitividad. No podemos promo-
cionar el estilo resolutivo, agresivo, de la 
competencia y, al mismo tiempo, pedirle a 
la gente que comparta, que colabore con 
los compañeros, que escuche a los que tie-
nen otras perspectivas, que pierda el tiem-
po intentando entenderse con los otros.

El “buen rollo”, es pues, difícil de pro-
vocar en determinados entornos, aunque 
efectivamente representaría un cambio 
sustantivo que nos permitiría avanzar en 
la dirección de resolver problemas comple-
jos y diversos desde la suma de puntos de 
vista y contribuciones complementarias. 
Estas expectativas, sin embargo, se ven 
frustradas cuando el “buen rollo” se trans-
forma en otra cosa, cuando aquello que se 
reclama a través del trabajo en equipo o 
de la polivalencia no es flexibilidad y diá-
logo, sino precariedad. Actualmente, los 
recursos humanos —tanto públicos como 
privados— están recibiendo un mensaje 
difícil de encajar: según parece han de es-
tar comprometidos con su organización 
(apreciarla como a su propia familia) y, 
al mismo tiempo, ser flexibles para que la 
empresa los utilice y deseche a su antojo. 
Sennett (1998) nos ilustra magníficamente 
la incoherencia de estas demandas: la fle-
xibilidad debilita los compromisos, mien-
tras que la identidad solo se logra a partir 
de cierta estabilidad. 

Así pues, algunos analistas han llega-
do a la conclusión de que la NGP ha fra-
casado, que no ha logrado transformar 

la administración y que se ha limitado a 
decorarla con nuevas etiquetas (Bovens y 
Hard, 1996). La NGP mantiene la rigidez y 
la falta de diálogo (tanto interno como ex-
terno) como rasgos distintivos de su fun-
cionamiento y, por lo tanto, se mantiene 
fiel al alma tecno-burocrática de la buro-
cracia. Sigue siendo racionalizadora y efi-
cientista, a pesar de haber maquillado su 
apariencia. Sigue proclamando que cada 
uno ha de ocuparse de lo suyo. Puede que la 
NGP mejore las capacidades de gestión y 
la eficiencia de las actuaciones adminis-
trativas, pero sigue siendo una maquina-
ria sin cerebro, un instrumento incapaz 
de pensar y, por lo tanto, sin posibilidad de 
tomar decisiones inteligentes. La NGP me-
jora la administración burocrática, pero 
sin traspasar sus límites. Unos límites que, 
como argumentábamos al inicio del texto, 
chocan con las demandas de una sociedad 
crecientemente sofisticada y diversificada 
(O’Leary, Van Syle y KIM, 2010; Subirats, 
2011). 

La Administración Pública Deliberativa: una 
transformación de fondo 
En este choque entre una administración 
eficiente pero simple y una sociedad cada 
vez más exigente y compleja, es donde 
fructifican las propuestas de la APD. Un 
modelo que pretende transformar la esen-
cia, el alma segmentadora y tecnocráti-
ca de la administración tradicional. Una 
propuesta que dibuja el camino desde la 
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lógica del cada uno a lo suyo a la lógica del 
entre todos lo haremos. Una nueva lógica 
que llega para hacer frente a los retos de 
nuestras actuales comunidades, pero que, 
al mismo tiempo, se convierte en una pro-
puesta difícil de concretar, ya que, al afec-
tar al alma de la organización, las inercias 
y las resistencias son muy intensas.

En cualquier caso, la modernización 
que propugna la APD consistiría princi-
palmente en preparar a la administra-
ción para resolver problemas complejos 
y para equilibrar las diversas perspectivas 
que conforman la sociedad actual. Así, el 
objetivo ya no es instrumental, sino que 
pretende garantizar tanto la riqueza y 
la creatividad de sus respuestas como el 
compromiso y el equilibrio que han de 
permitir a los diversos actores sentirse 
parte de un todo colectivo. Lo que necesi-
tamos, en definitiva, es reflexionar sobre 
cómo construir una administración crea-
tiva e inteligente.

La creatividad y la inteligencia de una 
administración no se consiguen a través 
de la re-racionalización que nos propone 
la NGP. La NGP puede ser útil para hacer 
las cosas mejor, pero no para hacerlas 
de una manera diferente. ¿Dónde, pues, 
se encuentra la clave para trasladar a la 
práctica los objetivos de la creatividad y 
la inteligencia administrativa? Tal como 
proponen diversos autores, esta clave úni-
camente puede derivarse del diálogo, de 
facilitar el intercambio de perspectivas y 

recursos entre las diferentes partes de la 
administración y entre la administración 
y su entorno (Habermas, 1981; Fisher y Fo-
rester, 1993; Fox y Miller, 1995; Hajer y Wa-
gennar, 2003; Font, 2003).

Cuando este diálogo es auténtico nues-
tras respuestas a la complejidad se enri-
quecen de las diversas sensibilidades y, de 
esta manera, estimulan la creatividad y 
la inteligencia. Es necesario destacar que 
ahora las respuestas de la administración 
no tienen por qué ser técnicamente me-
jores (si es que este concepto existe), sino 
que representan un punto de equilibrio, 
un compromiso entre las diversas visio-
nes de un mismo problema. Si el proble-
ma que pretendemos abordar es claro y 
diáfano quizá con la respuesta técnica sea 
suficiente; pero si, como es cada vez más 
frecuente, el problema es complejo y po-
liédrico, entonces será más adecuada una 
respuesta dialogada y de equilibrio.

En definitiva, la necesidad de construir 
una administración creativa e inteligente 
nos obliga a incorporar el diálogo en el pro-
ceso de modernización. Así, una vez identi-
ficada la alternativa a la NGP, la siguiente 
pregunta es ¿Cómo se materializa esta ad-
ministración deliberativa? ¿Cómo nos tras-
ladamos de las definiciones conceptuales a 
la práctica? En el siguiente apartado abor-
daremos estos interrogantes, mientras a 
continuación proponemos una aproxima-
ción conceptual al término diálogo.
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El diálogo como referente: democratizar la 
administración. 
Otorgar un papel de centralidad al diálo-
go supone recuperar aquel viejo principio 
según el cual el todo es más que la suma de 
las partes. El debate no se limita a un in-
tercambio pasivo, sino que se convierte en 
una construcción activa. De esta manera, 
el espacio público no es simplemente el lu-
gar donde emerge un resultado agregado, 
sino donde se construye un proyecto de 
vida en común. Lo mismo ocurriría con 
la Administración Pública Deliberativa. 
En un modelo de democracia republicana, 
los ciudadanos no son meros defensores 
de sus propuestas, sino que convencen y 
son convencidos, se comunican y argu-
mentan para madurar juntos nuevas opi-
niones. Es aquí donde el diálogo se dota de 
valor, donde la política puede sorprender-
nos y ser creativa, y donde engarza el con-
cepto de democracia y de administración 
deliberativa (Cohen, 1989; Fishkin, 1991 y 
1995; Pettit, 1997; Habermas, 1991; Gutman 
y Thomson, 2004).

Algunos autores, como Fox y Miller (1995), 
se han dedicado a reflexionar sobre cómo 
incorporar el diálogo a la toma de decisio-
nes en el ámbito público. Para ellos, un diá-
logo auténtico (some talk) debe diseñarse 
para conjurar sus dos derivas más habitua-
les: el monólogo (few talk) y el chismorreo 
(many talk). Un monólogo, en primer lugar, 
no es un diálogo de verdad, puesto que no 
hay construcción conjunta, sino una mera 

explicación unilateral de determinadas po-
siciones. A menudo, después de la exposi-
ción se concede la palabra de los asistentes, 
pero la asimetría de la conversación es tan 
evidente que el diálogo queda sin sentido. 
En segundo lugar, el chismorreo describiría 
aquella situación en la que proliferan los 
debates multilaterales, donde todos hablan 
y donde todos lo hacen a la vez. Pueden 
existir múltiples debates, pero no son cons-
tructivos. Nadie los ordena, nadie toma 
nota, nadie resume ni sintetiza conclusio-
nes. Estamos más ante un evento social que 
ante un diálogo con capacidad de confor-
mar un proyecto colectivo.

El auténtico diálogo se encontraría en 
una posición equilibrada donde se permi-
ta hablar desde la simetría, pero donde, al 
mismo tiempo, exista un orden que garan-
tice el alcance de conclusiones y resulta-
dos. Un diálogo no es ni un discurso ni un 
conjunto de voces solapadas que se aca-
llan las unas a las otras. Un diálogo es una 
forma de construir, de crear desde el in-
tercambio.  Este diálogo constructivo está 
en el corazón de lo que hoy llamamos la 
democracia deliberativa y de la APD. Una 
idea que, a pesar de su apariencia de no-
vedad, ya encontrábamos en Aristóteles 
cuando argumentaba a favor de la capaci-
dad del debate entre ciudadanos normales 
frente a los expertos aislados a la hora de 
alcanzar las mejores decisiones. 

También en el trabajo de Benjamín Bar-
ber (2004) se otorga al debate político un 
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papel central, siendo este un elemento 
consustancial de su Democracia Fuerte. El 
debate, según este autor, debe, en primer 
lugar, equilibrar las capacidades de hablar 
y de escuchar. Se trata no solo de exponer 
las posiciones propias —como en las ver-
siones liberales—, sino de aproximarse a 
las de los demás, de ponernos en el lugar 
del otro. En este sentido, en segundo lugar, 
al escuchar a los demás hay que tomar en 
consideración tanto los elementos cog-
nitivos como los afectivos. En un debate 
intercambiamos razones, pero también 
establecemos relaciones. Finalmente, el de-
bate en la Democracia Fuerte también ha 
de combinar su carácter reflexivo con su 
vocación de pasar al mundo de la acción. 

Incorporar el diálogo supone pues un 
ejercicio de equilibrio. Y esta es la esencia 
de la política. Solón, uno de los legislado-
res del siglo de oro de la democracia ate-
niense, nos legó un poema titulado Euno-
mía. Esta palabra se traduce precisamente 
como equilibrio y sirve para identificar la 
esencia de la actividad política. La APT, al 
incorporar el diálogo, incorpora la políti-
ca, se politiza. Esto sí es un reto al alma 
maquinal de la burocracia, a sus esencias 
tecnocráticas y a su capacidad de hacer 
las cosas sin pensar. Alcanzar el equilibrio 
no es un asunto de eficiencia sino de in-
teligencia; de la inteligencia que se gene-
ra hablando, dialogando, compartiendo 
puntos de vista y alcanzando situaciones 
de compromiso. Barber (2004: 183) lo ha 

expresado en una frase magistral: “El au-
tor del lenguaje, el pensamiento, la filoso-
fía, la ciencia y el arte, además de la ley, los 
pactos, los derechos individuales, la auto-
ridad y la libertad no es el hombre sino los 
hombres.”

Hablar y pensar: condiciones para una 
administración inteligente

En este último apartado, intentaremos 
avanzar en el cómo de una APD. ¿Cómo se 
construye una administración que hable, 
piense y actúe inteligentemente? ¿Cómo 
lograrlo cuando partimos de un modelo 
basado en la institucionalización del si-
lencio y la desconfianza? 

No hay respuestas simples a estas inte-
rrogantes. Incluso más, la primera y con-
tundente respuesta que deberíamos dar 
—para no generar falsas expectativas— es 
que hacer lo que se propone es muy difícil 
en el contexto de las inercias institucio-
nales dominantes. Pasar del cada uno a lo 
suyo al entre todos no se logra ni con ins-
trucciones administrativas ni con las qui-
zá más sofisticadas recomendaciones de la 
ingeniería organizativa. No hay una rece-
ta clara y asequible. Se debe transformar 
el alma, la esencia de la organización; y 
esto no se logra por decreto. Necesitamos, 
pues, modificar una estructura genética 
que solo entiende de especializaciones y 
segmentaciones y que, además, condicio-
na nuestros comportamientos desde hace 
al menos dos siglos.
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La dificultad de la tarea es enorme y, por 
lo tanto, no nos parece prudente aven-
turar listados de recomendaciones. Nos 
limitaremos, en cambio, a destacar cua-
tro condiciones que pueden ayudarnos a 
emprender el camino. No se trata de so-
luciones con resultados inmediatos, sino 
de ideas con las que ir trabajando para no 
perder la dirección del cambio que debe-
ríamos emprender. 

Buen gobierno y transparencia: condiciones 
de partida
Para construir una administración inteli-
gente es imprescindible dotarla de capaci-
dad para hablar, para dialogar. Y parece 
lógico que, de entrada, nos preocupe el 
contexto (administrativo) en el que debe 
producirse este diálogo. Este contexto es el 
espacio donde hemos de aprender a traba-
jar juntos, a convivir y a generar produc-
tos compartidos.

El punto de partida no es demasiado 
prometedor, ya que nuestras administra-
ciones se han construido tomando la des-
confianza como factor constitutivo. Desde 
la desconfianza es difícil encontrarse de 
manera constructiva. Las relaciones están 
contaminadas por recelos y sospechas: 
entre la administración y sus ciudadanos, 
entre los diferentes departamentos de una 
misma administración, y entre las admi-
nistraciones de distintas instituciones. 
Hablar es complicado cuando las percep-

ciones mutuas llegan teñidas por viejas 
rencillas y competencias.

En consecuencia, lo primero que nece-
sitamos para avanzar hacia una adminis-
tración deliberativa es conjurar descon-
fianzas y desactivar sospechas. Poner las 
cartas encima de la mesa y demostrarnos 
los unos a los otros que somos “confiables”, 
que podemos hablar y trabajar juntos. A 
menudo, la administración se nos presen-
ta como un escenario donde múltiples te-
lones esconden intenciones inconfesables 
o escenas censuradas. En este contexto no 
puede abrirse camino la APD, necesitamos 
correr los telones y mostrar un escenario 
desnudo. Necesitamos construir una ad-
ministración de cristal, donde todo sea 
visible y donde no podamos acogernos a 
viejas sospechas para evitar el encuentro 
y el diálogo.

Para lograrlo se sigue la pista marca-
da por las propuestas que nos hablan del 
Buen Gobierno y la Transparencia Admi-
nistrativa (Grupo expertos, 2005; Hood y 
Heald, 2006; Comisión Europea, 2007). De 
forma sintética, bajo este epígrafe se nos 
propone emprender un amplio conjunto 
de actividades y reformas administrativas 
destinadas a garantizar el acceso a la in-
formación, ofrecer la máxima transparen-
cia, hacer explícitos compromisos éticos 
de comportamiento, asumir las responsa-
bilidades derivadas de la gestión pública, 
evaluar las actuaciones y a rendir cuentas 
de sus resultados.
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Se ha programado a los servidores pú-
blicos para encerrarse en sus espacios 
organizativos, acompañados de certezas 
técnicas e incomunicaciones. Abrir la 
administración pública requiere ir cons-
truyendo un espacio donde mirarnos los 
unos a los otros, aunque al principio sea 
de reojo. Desnudar este espacio tan reple-
to de sospechas es el primer paso hacia 
una administración capaz de hablar, de 
encontrarse con ella misma para preparar 
sus decisiones inteligentes.

De las formas a los contenidos: cambiar el vo-
cabulario
Quizá la principal razón de nuestros silen-
cios administrativos radica en una gran 
obviedad: en la administración, concebida 
como máquina descerebrada, no hay de 
qué hablar. Se trata de ir haciendo cosas, 
pero no hay ningún contenido sustantivo 
del que hablar. Como en los ascensores, 
donde nos encontramos con los vecinos 
sin otro tema a comentar más allá del esta-
do del tiempo, en la administración buro-
crática coincidimos para ajustar nuestros 
procedimientos, pero no tenemos ningún 
otro tema de debate. Una vez en la misma 
sala, como si de un ascensor se tratara, evi-
tamos los ojos de los colegas, nos miramos 
a los pies y esperamos impacientes poder 
salir de aquel espacio cruel (de encuentro) 
para volver a recogernos en nuestro có-
modo espacio de trabajo (en solitario).

Así pues, una segunda condición —ob-
via— para construir una administración 
que hable, es dotarla de contenidos con-
versacionales. Parece que nuestro voca-
bulario está limitado a palabras instru-
mentales: procedimientos, comisiones, 
organigramas, normas y protocolos. Re-
querimos ampliar este vocabulario y ser 
capaces de hablar sobre cuestiones con 
contenido: cohesión social, modelos urba-
nísticos, desarrollo económico o cambio 
climático. Únicamente otorgando conte-
nido a nuestras conversaciones, tendre-
mos ganas de participar en ellas o, más 
importante, entenderemos la importancia 
de dedicarles tiempo y esfuerzos.

Por otro lado, los procedimientos nos 
separan, encerrándonos en protocolos; 
mientras que los contenidos nos reúnen, 
abriendo nuestros intereses a las aporta-
ciones de los otros. Los ejes de la adminis-
tración tradicional han sido sus estruc-
turas y sus procesos, mientras que una 
APD debe construirse a partir de sus con-
tenidos sustantivos. Los procedimientos 
congelan nuestras relaciones, mientras 
que los contenidos (sociales, hídricos, te-
rritoriales, económicos) actúan como los 
fuegos tras una larga excursión, como un 
foco de atracción alrededor del cual en-
contrarnos y charlar.  
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Gestionar activamente las relaciones: para 
hablar se requiere confianza
Anteriormente nos hemos referido al con-
cepto de confianza, mientras que ahora 
lo recuperamos para subrayar su centra-
lidad en la construcción de una APD. Es 
evidente que cualquier organización debe 
entenderse como la suma de sus partes. Es 
precisamente en la necesidad de descom-
poner las tareas y de distribuirlas entre los 
diferentes agentes donde encontramos la 
razón de ser de las organizaciones, sean 
del tipo que sean. Al mismo tiempo, una 
organización también sirve para evitar 
que las partes se dispersen, para integrar-
las en un proyecto común y para coordi-
nar los esfuerzos en la persecución de un 
resultado colectivo. Cualquier organiza-
ción, como se visualiza en los organigra-
mas, representa una manera de fragmen-
tar e integrar simultáneamente. 

Tradicionalmente se ha abordado la in-
tegración desde la autoridad. La autori-
dad es el cemento que mantiene juntas las 
partes, que evita que la fragmentación se 
convierta en descomposición. Cada parte 
de la administración se limita a hacer lo 
que le toca, mientras que el trabajo de la 
autoridad consiste en controlar que las 
tareas realizadas son las previstas y que 
cada parte puede desarrollar su actividad 
de la mejor forma posible. La autoridad es 
el cemento organizativo en la medida que 
sirve tanto para mantener a cada uno en 
su sitio (fragmentación), como para evitar 

que olviden su pertenencia a una única 
organización (integración). Por lo tanto, 
es el atributo que dota de contenido a las 
relaciones entre las diferentes partes de 
una organización. Nos dice qué hemos de 
hacer, qué podemos esperar que hagan los 
otros, cuál es nuestro lugar, cuál es el de 
los demás y cómo y con quién nos hemos 
de relacionar. Es la referencia que permite 
a las partes formar parte de un todo.

Es evidente, sin embargo, que cuando la 
autoridad es el cemento organizativo des-
aparece cualquier posibilidad de diálogo. 
Esta, nos indica a todos dónde estamos y 
qué hemos de hacer: no nos queda, pues, 
nada más por hablar. La posibilidad de 
construir una APD pasa, por tanto, por la 
necesidad de superar a la autoridad como 
cemento organizativo. Necesitamos una 
organización donde las partes se integren 
a través de la colaboración, la comunica-
ción y del diálogo (Agranoff y McGwire, 
2003; Innes y Booher, 2003). 

Para lograrlo hemos de satisfacer dos 
requisitos básicos: que las partes dispon-
gan de cierto margen de maniobra (si no 
es así, no vale la pena hablar de nada), y 
que las relaciones que se establezcan en-
tre ellas se doten de confianza (si no es así, 
se termina por no hablar o por convertir 
el diálogo en chismorreo). El primer requi-
sito hace referencia a temas ya conocidos 
como la autonomía y la descentralización. 
El segundo, en cambio, la confianza en las 
relaciones organizativas es más novedoso. 
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La confianza, además, no es algo dado, 
sino que se ha convertido en objeto y fac-
tor de gestión (Child y Faulkner, 1998; Lane 
y Bachmann, 1998). Esta circunstancia es 
fundamental, ya que nos permite pensar en 
términos operativos. La confianza, por lo 
tanto, ha dejado de ser algo intangible para 
convertirse en un objeto de gestión. ¿Cómo 
podemos gestionar este factor? ¿Cómo ge-
neramos la confianza indispensable para 
construir una administración deliberativa 
como la que hemos propuesto? 

Una forma de abordar estas interrogan-
tes pasa por considerar la posibilidad de 
producir confianza incidiendo en lo que 
algunos han identificado como sus tres 
momentos: la creación, la implementación 
y la consolidación. En primer lugar, al ini-
ciar la relación —el diálogo entre las par-
tes— es necesario estimular la formación 
de la confianza a través del cálculo; es decir, 
dando a conocer a las diferentes partes los 
costos y los beneficios de la relación que se 
inicia. Una vez superado este primer mo-
mento, en segundo lugar, llega la hora de 
la implementación. En esta etapa la com-
prensión entre las diferentes partes es 
crucial: la confianza no puede desarrollar-
se si no se comprenden los objetivos y las 
formas de actuar de los otros. Finalmente, 
la confianza se consolidará cuando a la 
comprensión le suceda la identificación 
entre las partes; cuando estas sientan que 
forman parte de un mismo proyecto, que 
disponen de un objetivo común y que com-

parten un mismo estilo de hacer las cosas. 
Gestionando estos tres momentos adecua-
damente podríamos avanzar hacia una or-
ganización donde la lógica del cada uno a 
lo suyo dejará paso a la lógica deliberativa 
del entre todos lo haremos. 

Liderazgo fuerte y renovado: el motor del 
cambio
Además de las estructuras orgánicas, las 
administraciones también cuentan con 
una dirección que se ocupa, evidentemen-
te, de distribuir tareas y responsabilida-
des, así como de proveer a las diferentes 
partes de la organización de los recursos 
necesarios, de supervisar las actividades 
que se realizan y de controlar los resulta-
dos. Nos estamos refiriendo a una direc-
ción jerárquica, a una conducción racio-
nal que va de arriba hacia abajo. Ninguna 
novedad especial.

Desgraciadamente, este tipo de direc-
ción sirve para comunicarle a la gente lo 
que ha de hacer y para comprobar que 
lo hacen, pero no para provocar el diálo-
go entre las partes. Una administración 
deliberativa no necesita ser dirigida, sino 
que reclama ser articulada e intermedia-
ria. Estos conceptos también resultan re-
lativamente extraños para el mundo de 
la gestión, pero configuran la esencia del 
cambio desde la dirección (desde arriba) 
hacia la mediación (desde el medio). Se 
trata, tal como proponen algunos autores, 
de fomentar un liderazgo más bidireccio-
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nal que unilateral; un liderazgo donde el 
diálogo y la negociación sustituyen a las 
instrucciones y al control (Kooiman, 1993; 
Kickert et al, 1997; Heifetz, 1997).

Hacer efectivo este liderazgo mediador 
es crucial para el desarrollo práctico de 
una administración deliberativa. El ya 
mencionado peligro de parálisis que ace-
cha permanentemente a la APD reclama 
la existencia de un liderazgo no autorita-
rio, pero sí potente. En las estructuras re-
ticulares que definen una administración 
deliberativa a menudo se echa en falta un 
cerebro y un sistema nervioso que garan-
tice el empuje y la continuidad de las ac-
tuaciones. Para cubrir este frecuente dé-
ficit necesitamos un liderazgo mediador 
que no se ejerza desde la cúpula de la pirá-
mide, sino desde el centro de la red; pero 
que se ejerza.

Este liderazgo ha de ser el responsable de 
generar confianza, de conducir las delibe-
raciones y de garantizar que estas produz-
can resultados. Su perfil, por lo tanto, no 
ha de definirse siguiendo los tradicionales 
criterios tecnocráticos, sino incorporan-
do, sobre todo, habilidades relacionales. 
El líder relacional, a diferencia del geren-
te tradicional, no es aquel que sabe cómo 
hacer las cosas sino el que sabe cómo pro-
vocar, articular y aprovechar los diálogos 
(Heifetz, 1997; Gadner, 2004). 

El directivo tradicional se guía por el 
principio de la eficiencia y se define a tra-
vés de un perfil altamente competente y 

con capacidad para construir una organi-
zación funcionalmente competitiva. El lí-
der relacional, en cambio, resuelve los pro-
blemas provocando la colaboración entre 
todos aquellos que tienen alguna cosa que 
decir al respecto. Para ello se requieren ha-
bilidades diversas, entre las que destaca-
mos las de seducción y dinamización (Vallès 
y Brugué, 2003). El liderazgo relacional ha 
de ser, en primer lugar, seductor; alguien 
capaz de utilizar un proyecto colectivo 
para seducir a las partes. Ha de ser capaz 
de animar, de comprometer y, finalmen-
te, de lograr que todo esto se produzca en 
un clima de confianza y de colaboración. 
Este liderazgo, en segundo lugar, ha de 
ser animador, alguien con capacidad para 
construir un proyecto seductor a partir de 
las contribuciones de las partes. El media-
dor ha de estimular la participación, ha 
de escuchar con atención y ha de utilizar 
aquello que le explican.

En otros términos, el líder tradicional 
llega con soluciones y hace desaparecer 
los problemas: mis soluciones para vuestros 
problemas, como se explicaría desde la lógi-
ca del llamado “directivo heroico”. En cam-
bio, nuestro “líder relacional” identifica 
problemas y articula soluciones: nuestras 
soluciones para nuestros problemas. Para dar 
este paso se requiere la modestia de los va-
lientes, confianza en las personas, creer en 
la propia organización y capacidad para 
asumir el riesgo y la incertidumbre. 
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En definitiva, el liderazgo es crucial 
como motor para transformar la adminis-
tración, ya que sin él no encontraremos los 
puntos de apoyo desde los cuales promo-
ver unos cambios que, como siempre, en-
contraran frecuentes e intensas resisten-
cias. Pero, además, este liderazgo no solo 
debe existir y ser ejercido con decisión, 
sino que debe adoptar unas formas pecu-
liares; a las que hemos llamado liderazgo 
relacional. Puede parecer una paradoja, 
pero nos estamos refiriendo a un lideraz-
go que sea a la vez potente y modesto. 

Conclusiones: paciencia y convicción

En las páginas anteriores se propuso 
avanzar hacia la APD y se han reconoci-
do las dificultades que encontraremos en 
el camino. Es complejo pero imprescindi-
ble, y en esta doble circunstancia radica el 
ánimo con el que debemos enfrentar un 
proceso de cambio que será largo y lleno 
de obstáculos. La literatura académica ha 
teorizado ampliamente acerca de las ca-
racterísticas de este nuevo modelo de ges-
tión pública, pero menos sobre las formas 
de ponerlo en práctica. En este artículo he-
mos contribuido a ampliar la reflexión en 
esta dirección.

Transformar nuestras administraciones 
es imprescindible para hacer frente a los 
retos de la sociedad actual, aunque para 
hacerlo no podemos negar la herencia y 
las inercias de un weberianismo secular. 

Por lo tanto, necesitamos mucha convic-
ción, pues sin ella pueden flaquearnos las 
fuerzas; y necesitamos paciencia, para no 
generarnos expectativas inalcanzables. 
Convicción y paciencia, compromiso y 
prudencia, audacia y calma; dualidades 
que, otra vez, nos recuerdan nuestros orí-
genes intelectuales helénicos. El equilibrio 
—la eunomia de los antiguos griegos— se 
convierte en un término de referencia. 
Frente a las certezas de la racionaliza-
ción —que se nos impuso a partir del siglo 
XVII— nuestros sabios del siglo V a.C. nos 
recordaban que las sociedades son com-
plejas, llenas de matices y que es precisa-
mente en los grises donde se encuentran 
las decisiones inteligentes.

Mirar hacia delante con los pies ancla-
dos en las lecciones del pasado: esta podría 
ser la principal propuesta que se agazapa 
tras un término tan poco atractivo como 
el de administración pública deliberati-
va. Mirar hacia delante para reconocer la 
inevitabilidad de los cambios y anclarse 
en nuestros sabios antiguos para no per-
der la cabeza, para recuperar el valor de la 
paciencia y la virtud del equilibrio. En este 
sentido, el artículo ha ofrecido luz sobre el 
debate actual en torno a las administra-
ciones burocráticas, la nueva gestión pú-
blica y las organizaciones deliberativas; 
al tiempo que avanza recomendaciones 
concretas para trasladar a la práctica las 
teorías deliberativas. Una aportación, en 
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definitiva, que permite tanto una visión 
panorámica de la administración pública 
como una reflexión sobre los retos concre-
tos que hoy se le plantean.
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Resumen

El objetivo del presente trabajo es analizar desde una 
perspectiva teórico-normativa la relevancia del gobier-
no abierto en la sociedad contemporánea, destacando 
los aspectos medulares que lo caracterizan como una 
organización que, además de reunir atributos institu-
cionales, políticos y tecnológicos, se desarrolla en un 
mundo lleno de desafíos que exigen la producción de 
nuevas capacidades de gestión para procesar y solu-
cionar los problemas públicos. La hipótesis central del 
artículo consiste en puntualizar que el gobierno abier-
to no es un ingenio cibernético ni digital que permi-
ta gobernar los conflictos de la sociedad, ni construir 
soluciones instrumentales, sino que es la suma de ca-
pacidades diseñadas como medio clave en los proce-
sos de la gobernanza con énfasis en la capacidad de 
generar los datos que los ciudadanos necesitan para 
participar de manera colaborativa en el desarrollo de 
las actividades productivas y sociales, disponiendo de 

1	 Profesor del Centro de Estudios en Administración Pública de la 
UNAM. Doctor en Administración Pública por la UNAM. Vicepresi-
dente del Instituto Nacional de Administración Pública de México 
(INAP). Premio Universidad Nacional en Docencia en Ciencias So-
ciales (2013) que otorga la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores del Conacyt, 
nivel III. ORCID: 0000-0003-4618-9542.A
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información veraz y oportuna, para que 
asuman con sentido dialógico su condi-
ción de personas activas, organizadas e in-
formadas para intervenir en la discusión 
y adopción de las políticas públicas.

Palabras clave: gobierno abierto, socie-
dad contemporánea y capacidad de ges-
tión.

Abstract

The objective of the present work is to 
analyze from a theoretical-normative 
perspective the relevance of open govern-
ment in contemporary society, highlight-
ing the core aspects that characterize it as 
an organization that, besides gathering 
institutional, political and technological 
attributes, develops in a world full of chal-
lenges that demand, at the same time, the 
production of new management capaci-
ties that allow to process and solve public 

problems. The central hypothesis of this 
article is to point out that open govern-
ment is neither a cybernetic nor a digital 
resource which allows governments to 
govern society’s conflicts, nor build in-
strumental solutions, but is the sum of 
capacities designed as a key means in the 
processes of governance with an empha-
sis on the capacity to generate the data 
that the citizens need to participate in a 
collaborative way in the development of 
productive and social activities, having 
accurate and timely information so that 
they can assume with vigor their status as 
active, organized and informed people to 
intervene in the discussion and adoption 
of public policies.

Keywords: Open government, contempo-
rary society and management capability.
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Introducción

L
a estrategia contra la opacidad, el secreto, 
la inseguridad, las asimetrías y burocrati-
zación de la información pública explica 
la importancia del gobierno abierto en la 
sociedad contemporánea desde un ángulo 

multifacético. La necesidad de mejorar el desempeño 
de la democracia como forma de gobierno y sistema de 
vida, obliga a la búsqueda de alternativas de política 
pública que respondan a los tiempos de un mundo en 
movimiento continuo y retos crecientes. Ello implica 
que las organizaciones de poder como los gobiernos, 
han ingresado a la dinámica de tiempos de cambio e 
incertidumbre que demandan mejores capacidades de 
respuesta institucional. 

La calidad de la democracia se ha intensificado 
con la innovación tecnológica, motivo por el cual los 
procesos institucionales que la sustentan tienen que 
abrirse al escrutinio de los ciudadanos, así como a las 
demandas que los agentes productivos y las organiza-
ciones de la sociedad formulan al poder para que sea 
más evidente, responsable y eficiente. En este caso, el 
gobierno abierto es una categoría de análisis que se 
caracteriza por su alcance polisémico, con lo cual su 
comprensión no es homogénea ni uniforme.

En los últimos años se ha producido una multitud 
de trabajos sobre esta clase de aplicaciones en la ges-
tión pública, en los que, alternativamente se hace 
referencia a Gobierno Abierto, gobierno electróni-
co, eGobierno, Gob 2,0 y otras por el estilo…Genéri-
camente, todas estas denominaciones aluden a una 
nueva modalidad de vinculación entre el gobierno y 
la ciudadanía, caracterizada por profundos cambios A
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estructurales, culturales y participativos 
(Oszlak, 2015: 86). 

Desde esta visión, su comprensión es di-
versa, heterogénea y plural, motivo por el 
cual su análisis se inscribe en las diversas 
ópticas que la sociedad genera con la re-
flexión, el debate y la argumentación. 

El gobierno abierto como sistema multi-
facético de vida, abre un horizonte en el 
cual la tecnología es una variable de im-
portancia creciente y con la visión insti-
tucional que lo caracteriza, se da paso a 
un sistema de dirección, comunicación e 
intercambios que condensan las relacio-
nes de la sociedad con las instituciones 
políticas, gubernamentales y administra-
tivas. En este caso, el gobierno abierto des-
taca porque es una forma de capacidades 
de gestión, operación y estrategias que se 
articulan para permitir nuevas respuestas 
que se generan en la vida asociada. 

El gobierno abierto tiene como funda-
mento la democracia2 y como radio de ac-
ción las interacciones de la sociedad, los 
ciudadanos, el mercado, las organizacio-
nes sociales y las capacidades individua-
les. Es un esquema de respuestas diseña-

2	 “In a democracy, government is only one element in 
a social fabric of many and varied institutions, po-
litical organizations and associations. Citizens can-
not be required to take part in the political process, 
and they are free to express their dissatisfaction by 
not participating. However, a healthy democracy 
requires the active, freely chosen participation of 
citizens in public life. Democracies flourish when 
citizens are willing to take part”. http://www.open-
govpartnership.org/country/united-states [consul-
tada el 15 de septiembre de 2016].

das bajo la lógica de la institucionalidad 
democrática y la estrategia tecnológica 
que tienen como objetivo cohesionar me-
jor los ámbitos privado, público y social 
a partir de conjugar valores, tecnología, 
procesos, acciones y estrategias que tie-
nen como finalidad potenciar las relacio-
nes de comunicación, la disponibilidad de 
los datos y el debido procesamiento de los 
mismos para dar paso a la calidad de la in-
formación que se produce.

Lo medular en el gobierno abierto desde 
una visión multifacética es que la dinámi-
ca de la democracia se nutre de aportacio-
nes valorativas, institucionales y tecnoló-
gicas. Desde esta perspectiva, un elemento 
irrenunciable del gobierno abierto es que 
los procesos dialógicos continúen como el 
pivote que permite el fortalecimiento de la 
democracia, al favorecer que la sociedad 
civil, entendida como una sociedad de ciu-
dadanos, tenga la oportunidad de generar 
debate, crítica y propuesta que alimenten 
el quehacer de la vida asociada, a partir 
de la apertura, la accesibilidad y la gene-
ración de datos, los cuales son fundamen-
tales para producir información relevante 
a favor de los ciudadanos. De este modo, 
la información pública disponible para 
analizar, discutir y mejorar la vida colec-
tiva, es la prueba principal que el gobier-
no abierto ha de acreditar para valorarlo 
como un gobierno que responde al sentido 
y razón de la democracia contemporánea, 
adoptando una nueva filosofía: 
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En realidad el Gobierno Abierto no es 
nuevo desarrollo tecnológico: es una ver-
dadera filosofía acerca de cómo gobernar 
y de cuál es el rol que juegan el gobierno 
y los ciudadanos en la gestión pública y 
sus resultados (Oszlak, 2015: 86).

El objetivo del presente trabajo es anali-
zar desde una perspectiva teórico-norma-
tiva la relevancia del gobierno abierto en 
la sociedad contemporánea, destacando 
los aspectos medulares que lo caracteri-
zan como una organización que, además 
de reunir atributos institucionales, polí-
ticos y tecnológicos, se desarrolla en un 
mundo lleno de desafíos que exigen a la 
vez, la producción de nuevas capacidades 
de gestión que permitan atender, procesar 
y solucionar los problemas públicos con 
eficacia, cooperación y coordinación para 
responder al imperativo que se deriva del 
modo de gobernar a la sociedad, los ciuda-
danos y la economía.

La hipótesis central del trabajo consis-
te en puntualizar que el gobierno abier-
to no es un ingenio cibernético ni digital 
que permita gobernar los conflictos de la 
sociedad, tampoco construir soluciones 
instrumentales, sino es la suma de capa-
cidades diseñadas como medio clave en 
los procesos de la gobernanza con énfasis 
en la capacidad de generar los datos que 
los ciudadanos necesitan para participar 
de manera colaborativa en el desarrollo 
de las actividades productivas y sociales, 

disponiendo de información veraz y opor-
tuna para que asuman con lucidez, su con-
dición de personas activas, organizadas e 
informadas para intervenir en la discu-
sión y adopción de las políticas públicas.

El énfasis del contexto

Una de las consecuencias del fenómeno de 
la globalidad consiste en que las estructu-
ras del poder no pueden estar más en zo-
nas de opacidad que impiden que desde la 
sociedad civil se conozca el desempeño de 
la autoridad en términos de la vida públi-
ca (Foweraker y Krznaric, 2000). La opa-
cidad que es propia de sistemas de poder 
con bajo grado de apertura e interacción 
con los ciudadanos tiene como límite de 
eficacia, que el aumento en la publicidad 
de los gobiernos incluye, desde luego, la 
posibilidad de ingresar a sus sistemas de 
operación que en otros momentos podían 
sustraer al escrutinio de la población. Esto 
significa un cambio importante en las 
condiciones de la vida pública, dado que 
las alternativas para identificar y valorar 
lo que realiza la autoridad, favorece en un 
esquema de ventajas comparativas a los 
ciudadanos, dado que disponen de herra-
mientas jurídicas, políticas y tecnológicas 
para que las estructuras de operación no 
se sustraigan a la vigilancia pública. Entre 
las normas jurídicas que los ciudadanos 
pueden invocar para defenderse de abusos 
o arbitrariedades del poder gubernamen-
tal se encuentran las constituciones polí-
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ticas, el derecho, las leyes, los reglamentos 
y las resoluciones del Poder Judicial. Entre 
las herramientas políticas que los ciuda-
danos pueden utilizar para abrir el poder 
destacan el referéndum, las consultas pú-
blicas y el plebiscito. En la parte tecnoló-
gica cobran importancia el internet, las 
redes digitales, los portales y la consulta 
digital, dado que contribuyen a que los ha-
bitantes y ciudadanos de la sociedad pue-
dan ingresar a los puntos medulares de los 
procesos institucionales para fines de con-
sulta, servicios, preguntas y obtención de 
datos específicos sobre temas y problemas 
de las políticas públicas, así como de los 
servicios públicos que se proporcionan a 
la población. Ello da cuenta de que, en el 
siglo XXI a diferencia de otros momentos 
de la vida contemporánea, los gobiernos 
han sido atravesados en sus ámbitos buro-
cráticos y de operación para que se conoz-
ca desde la sociedad civil lo que efectúan, 
cuánto cuesta, quiénes son los beneficia-
rios y llevar a cabo así, la valoración de su 
desempeño.

El siglo XXI es el tiempo que indica que 
los gobiernos han ingresado a condicio-
nes de vida no solo más competitivas, 
sino más abiertas e interactivas, lo cual 
provoca que las estructuras refractarias 
de la burocracia pierdan vitalidad, debido 
a que desde la sociedad civil hay formas 
y procedimientos que posibilitan el acce-
so a la esfera institucional de los propios 
gobiernos. Esto significa que estos son en 

el presente instituciones que tienen ma-
yor grado de interacción, comunicación 
y accesibilidad para ser valorados como 
sistemas abiertos, lo cual implica que su 
operación y resultados pueden conocerse 
incluso en tiempo real, lo cual incluye des-
tacar la combinación factual de “las rela-
ciones, los números, las probabilidades, el 
conflicto, y la elección son los materiales 
que forman las sociedades” (Elster, 2006: 
29). 

La categoría gobierno abierto3 se ha con-
vertido en el referente más destacado que 
refleja cómo se han transformado las con-
diciones de vida por parte de los gobiernos 
democráticos. Un apoyo clave proviene 
por parte del presidente de Estados Unidos 
de América, Barack Obama, quien desde 
2009 lo proclama y adopta como elemento 
rector de su Administración, dando lugar 
a la formación de la Alianza por el Gobier-
no Abierto en un ámbito de participación 

3	 “President Obama has emphasized three inde-
pendent reasons to support Open Government: 
Open Government promotes accountability, 
which can improve performance. In the words 
of Supreme Court Justice Louis Brandeis: Sun-
light is said to be the best of disinfectants. Trans-
parency enables people to find information that 
they “can readily find and use.” For this reason, 
the President has asked agencies to harness new 
technologies and solicit public feedback to iden-
tify information of greatest use to the public. In 
many domains, government should develop pol-
icies, rules, and plans with close reference to the 
knowledge, expertise, and perspectives of diverse 
members of the public. As the President has said, 
[k]knowledge is widely dispersed in society, and 
public officials benefit from having access to that  
dispersed Knowledge and hence to collective exper-
tise and wisdom”. http://www.opengovpartnership.
org/country/united-states [consultada el 15 de sep-
tiembre de 2016].
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y colaboración mundial (Prieto-Martín y 
Ramírez-Alujas, 2014: 63). La Alianza por el 
Gobierno Abierto se forma en 2011 con la 
iniciativa de ocho naciones y sumándose 
con posterioridad otros 56 países. 

La idea de gobierno en la visión de la so-
ciedad contemporánea como autoridad, 
poder constituido encargado de asegurar 
la unidad política del Estado con base en 
la pluralidad y diversidad de la sociedad; 
respetuoso de las libertades públicas; ga-
rante de la seguridad de las personas y bie-
nes, así como responsable de elaborar y 
aplicar políticas públicas sobre la base de 
costos y beneficios, se mantiene en lo fun-
damental, pero en el gobierno abierto se 
agregan otros atributos que tienen su im-
pulso en la aplicación de la tecnología. De 
este modo, la innovación tecnológica es 
un medio para asegurar la apertura digi-
tal de los gobiernos hacia los ciudadanos, 
lo cual representa un paso medular en su 
forma de relación y comunicación con los 
ciudadanos y las organizaciones de la so-
ciedad civil. 

La categoría gobierno abierto tiene re-
glas, fines prácticos y tecnológicos para 
destacar, no solo una forma de organi-
zación del poder, sino un modo de fun-
cionamiento que, con apego a las reglas 
democráticas, da como resultado un tipo 
de institución que adquiere elementos 
conspicuos para situar cómo funcionan 
los gobiernos en las sociedades contem-
poráneas. Bajo esta óptica, destacan los 

procesos interactivos que se forman con 
la voluntad expresa de los actores socia-
les, económicos y políticos, los cuales con-
densan el tiempo real como una variable a 
destacar en el desempeño de las autorida-
des en respuesta a los imperativos de aper-
tura, visibilidad y construcción dialógica 
de las políticas públicas en el arquetipo de 
un gobierno por discusión. Desde la argu-
mentación, es válido afirmar que 

…la política pública está hecha de pala-
bras. En forma escrita u oral, la argumen-
tación es esencial en todas las etapas del 
proceso de formulación de políticas. Hay 
discusión en toda organización, privada 
o pública, y en todo sistema político, in-
cluso en una dictadura; pero se encuen-
tra tanto en la base de la política y de la 
política democrática, que se ha llamado 
a la democracia un sistema de gobierno 
mediante la discusión (Majone, 1997: 35).

El tiempo real del gobierno alude a la 
realidad misma; a sus comportamientos, 
problemas, contradicciones, decisiones y 
acciones que se materializan en condicio-
nes objetivas de vida y que reflejan cómo 
las autoridades reaccionan ante la exigen-
cia de problemas y alternativas de solu-
ción. El tiempo real se ha convertido en 
punto medular para el desempeño de los 
gobiernos y destaca cómo se estructuran, 
organizan y responden a la suma de facto-
res que impulsan y explican las acciones 
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de los grupos y las autoridades en la vida 
colectiva.

El tiempo real es factible procesarlo con 
el auxilio de la tecnología y no conoce ni 
espacio ni fronteras para percibir lo que 
sucede en diversas partes del mundo y en 
aspectos puntuales de la sociedad civil. El 
tiempo real exige la generación de datos 
realistas y oportunos para tomar las deci-
siones, hacer diagnósticos y recomendar 
cursos de estrategia pública para revertir 
los riesgos de vulnerabilidad que amena-
zan a la sociedad civil. Si una de las carac-
terísticas de los gobiernos contemporá-
neos es intensificar la comunicación con 
los gobernados en la visión del presente 
milenio, otra consiste en abrirse más a las 
demandas y exigencias de la sociedad, des-
tacando con esto, el uso de la tecnología.

La primera brecha que permite abrir a los 
gobiernos son las ventajas de la tecnología, 
para dar paso a la formación del gobierno 
electrónico,4 es decir, a un tipo de gobierno 

4	  E-Government in Support of Sustainable Development. 
The United Nations E-Government Survey 2016: E-Gov-
ernment in Support of Sustainable Development was 
launched in July, 2016. It offers a snapshot of trends 
in the development of e-government in countries 
across the globe:

	 There has been a sharp rise in the number of coun-
tries that are using e-government to provide public 
services online through one stop-platforms – an ap-
proach that makes it easier to access public services. 
In 2003, only 45 countries had a one-stop-platform, 
and only 33 countries provided online transactions. 
According to the 2016 Survey, 90 countries now of-
fer one or more single entry portal on public infor-
mation or online services, or both and 148 countries 
provide at least one form of online transactional 
services.

	 More countries are making an effort through e-gov-
ernment to ensure that public institutions are more 

que, con el aprovechamiento de la tecno-
logía, simplifica procesos, reduce estruc-
turas, disminuye su tamaño administrati-
vo y diseña estrategias para comunicarse 
mejor con los propios ciudadanos. En la 
lógica de este trabajo, se entiende por go-
bierno electrónico una organización que 
racionaliza la innovación tecnológica en el 
ámbito de la democracia y la economía de 
mercado, con el objeto de potenciar la ges-
tión pública con el apoyo de dispositivos 
cibernéticos, computacionales y digitales, 
los cuales permiten producir, sistematizar, 
clasificar y utilizar los datos públicos con 
el auxilio de instrumentos que hacen po-
sible manipular con inteligencia artificial 
los procesos vinculados con el desarrollo 
de la sociedad, los requerimientos de in-
formación por parte de los ciudadanos, 
la seguridad del Estado y la atención a la 
población sobre la base de diversas redes 
de problemas que demandan respuestas 
rápidas, oportunas y eficientes, con el fin 
de que la vida individual y colectiva ten-
gan las condiciones que permitan un me-
jor desarrollo de los procesos productivos 
y distributivos, para aprovechar mejor los 
bienes y servicios públicos.

inclusive, effective, accountable and transparent. 
Many governments across the globe are opening up 
their data for public information and scrutiny. The 
2016 Survey shows that 128 countries now provide 
datasets on government spending in machine read-
able formats. 

	 https://publicadministration.un.org/egovkb/en-us/
Reports/UN-E-Government-Survey-2016 [consulta-
da el 16 de septiembre de 2016].
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Desde otra perspectiva, la tecnología apli-
cada a los procesos de gobierno y a la diná-
mica de las políticas públicas contemporá-
neas, abre otros horizontes de interacción 
y gestión social, lo cual indica que el modo 
de gobernar se modifica de manera signi-
ficativa. Por ello, el gobierno electrónico 
—suma de ingenios cibernéticos y elec-
trónicos para generar valor público con el 
conocimiento aplicado— debe entenderse 
como un tipo de funcionamiento que pre-
cede al gobierno abierto, dado que sus ven-
tajas son más tecnológicas, sin que ello sea 
un demérito para él.

La vida de los gobiernos se rige por el gra-
do de desarrollo de la sociedad, la econo-
mía, la innovación y la aceleración de los 
intercambios, factores que estimulan que 
los procesos de formación y distribución de 
la riqueza se aceleren hasta influir de modo 
determinante en el desempeño de las insti-
tuciones. En este sentido, el gobierno elec-
trónico responde al desarrollo de las fuer-
zas productivas, la innovación tecnológica 
y la decisión de llevar en su seno, las trans-
formaciones que intensifican la velocidad y 
apertura de los procesos de gestión institu-
cional. Su contribución en los asuntos del 
gobierno es indiscutible, así como la amplia 
cobertura que tiene para producir, almace-
nar, procesar y distribuir datos. Estos atri-
butos destacan su capacidad de operación 
para conseguir resultados específicos, lo 
cual permite valorar que se trata de un po-
deroso sistema de ingenio cibernético, co-

municación y control, que tiene capacidad 
de trabajar con amplios volúmenes de da-
tos. En este sentido, la tecnología juega un 
papel central en los procesos productivos y 
gubernamentales. Ello da oportunidad para 
destacar que los derroteros del poder tienen 
ahora como referente clave el uso de la tec-
nología. 

La visión global del mundo, los nuevos 
senderos de la territorialidad, los procesos 
planetarios de la economía de mercado, la 
circulación mundial de las mercancías y los 
capitales en una lógica de competencia y re-
producción del capital son, entre otros, refe-
rentes a puntualizar en los desafíos que los 
gobiernos enfrentan para generar nuevas 
instituciones y nuevos esquemas de política 
pública. 

Lo relativo a la distribución del poder en 
términos comunitarios, regionales y loca-
les, es también otro centro de referencia 
para destacar que los gobiernos no se ciñen 
a lo que ocurre únicamente en el interior 
de sus ámbitos nacionales, sino que su in-
teracción en los contextos internacionales 
es ahora de mayor escala, por lo cual las po-
líticas que aplican responden a dos elemen-
tos clave: el sentido del gobierno en la glo-
balidad y el diseño e implementación de las 
políticas que tendrán incidencia en el corto, 
mediano y largo plazos. 

Por otra parte, los movimientos de la glo-
balidad dan lugar a que la agenda de los 
gobiernos sea más interactiva con los gru-
pos de la sociedad. Temas como la migra-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A42

ción y el combate al terrorismo ocupan la 
atención de los gobernantes de manera es-
tratégica, lo cual indica que los gobiernos 
tienen ahora mayores desafíos vinculados 
a la seguridad de los Estados y de la socie-
dad. Todo ello en una lógica de prevención 
y reacción para evitar que las estructuras 
de poder sean vulnerables ante fenómenos 
que rebasan las fronteras de los países. Por 
tanto, la visión de los gobiernos en la rea-
lidad espacial y temporal del siglo XXI se 
caracteriza por el desarrollo de aconteci-
mientos que modifican la óptica convencio-
nal de los propios gobiernos y se proyecta 
ahora a condiciones de vida regidas por una 
mayor disputa del poder, más competencia 
entre las sociedades y más exigencia para 
los Estados, lo cual obliga a que el esquema 
de las políticas públicas tiene que pensarse 
y repensarse en un mundo lleno de incerti-
dumbre y crecientes turbulencias. 

La capacidad de los gobiernos está a prue-
ba cada momento y ello obliga a la búsque-
da de soluciones que deben pensarse y ope-
racionalizar de modo diferente. Ello implica 
que la visión clásica de los problemas es un 
modo de abordar determinadas complejida-
des que exigen la intervención de la auto-
ridad, pero también se debe pensar en que 
ciertos tipos de soluciones permiten pensar 
en el tipo de problemas que se han de de-
finir desde la esfera de los gobiernos. Los 
desafíos de estos han de ser comprendidos 
en los movimientos de la indeterminación 
causal (Sartori, 2006: 59), porque en el tiem-

po actual, la interacción y combinación de 
los mismos no siguen secuencias lineales y 
algoritmos que apuntan hacia la exactitud. 
Por ejemplo, el tema de la migración se en-
laza cada vez más a los países y gobiernos 
de manera cooperativa. El combate al terro-
rismo de igual manera ha obligado a que los 
gobiernos trabajen de modo más coordina-
do, compartiendo e intercambiando bases 
de datos, con el propósito de desarrollar un 
trabajo de inteligencia más eficaz, que con-
tribuya a responder con efectividad y anti-
cipación a los hechos que destruyen vidas, 
patrimonios y provocan ambientes de ho-
rror entre la población civil. En este punto, 
el uso de la tecnología se ha convertido en 
un factor determinante para dar vida a los 
flujos de datos que implican tratamiento y 
solución de esos problemas mundiales de 
manera cooperativa. 

En la medida en que los desafíos de la in-
determinación causal aumentan, más ca-
pacidad de inteligencia y operación tienen 
que producir los gobiernos para que se asu-
man como el centro rector de la seguridad y 
el desarrollo de las personas en términos de 
coordinación social. Las instituciones son 
las reglas escritas en las leyes y reglamen-
tos, y construcciones expresamente creadas 
por los individuos para encarar problemas 
específicos de coordinación económica, so-
cial y política. “La aplicación y cumplimien-
to de estas instituciones es obligatorio y se 
requiere de un poder coercitivo para ha-
cerlas cumplir” (Ayala, 1999: 66). Este perfil 



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 43

se proyecta en las dinámicas de un mundo 
con alto grado de complejidad para ser go-
bernado y, por tanto, los gobiernos como 
instituciones dotadas de capacidades y re-
cursos para cumplir fines nacionales y en 
el ámbito mundial, han de diseñar nuevas 
estructuras y políticas públicas que sean 
de respuesta ágil, tecnológica y operación 
innovadora para hacer frente a los retos 
del mundo contemporáneo. Los tiempos 
actuales se caracterizan por la intensidad 
de los acontecimientos, contradicciones y 
desajustes, lo cual exige la generación de 
capacidades de gobierno —cooperación, di-
rección, coordinación, implementación— 
más idóneas y efectivas, para dar respuesta 
a la pluralidad de demandas, problemas y 
expectativas de la sociedad contemporánea.

Redescubrimiento del gobierno

El alcance y eficacia del gobierno se sitúan 
como factores que introducen cambios en 
la vida de los Estados y los procesos institu-
cionales de las políticas públicas, en un ho-
rizonte de nueva gobernanza que da fuerza 
a los nuevos procesos de gobernar, que des-
tacan más por la senda de la cooperación, 
no por la imposición de las relaciones jerár-
quicas (Mayntz, 2001: 9) en la formulación 
e implementación de las políticas públicas. 
Esto significa que la vida de los gobiernos 
se transforma y redescubre para superar 
las condiciones de vida que hoy reclaman ir 
más allá de la soberanía individual, la po-
blación y el territorio (Subirats, 2012b: 7). En 

efecto, los Estados no se desenvuelven en 
realidades que dan vigencia a procesos solo 
de carácter nacional, sino que han ingresa-
do a la globalidad, lo cual implica que viven 
etapas de mayor redistribución del poder y, 
por tanto, de más democratización. 

El cambio en las condiciones de vida del 
Estado es generado por el desarrollo de la 
economía digital, el comercio electrónico, 
la innovación tecnológica, los intercambios 
planetarios, la formación de espacios re-
gionales en los cuales los Estados conviven 
como la Unión Europea, el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte, así como 
el Tratado de Asociación Transpacífico en 
el cual concurren Asia, Oceanía, Estados 
Unidos de América y Sudamérica. Estas for-
mas de organización política, administra-
tiva, gubernamental y regional dan cuenta 
de cambios institucionales que obligan a 
repensar las tareas de los gobiernos en un 
sentido de alcance y capacidades a producir 
para asegurar la dirección de la sociedad. 

…la dirección de la sociedad supone e im-
plica la definición de objetivos comunes, 
la aceptación social suficiente de los mis-
mos, la participación directa o indirecta 
de la colectividad en la realización de los 
objetivos comunes y la coordinación de 
múltiples acciones de los actores sociales 
para posibilitar y /o asegurar su realiza-
ción (Aguilar,2006: 90).
El gobierno, en términos clásicos, tenía a 

su cargo tareas de orden público, justicia, 
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gobernación, relaciones exteriores y segu-
ridad que lo caracterizan como unidades 
político-administrativas, que ejercían. en lo 
fundamental, en su territorio para resguar-
dar sus fronteras y procurar que el manejo 
de los conflictos se solucione más en ins-
tancias nacionales, no internacionales. En 
sentido estricto, esas tareas siguen vigentes, 
pero se tienen que ubicar en otra escala de 
procesos que se caracterizan por la apertura 
y publicidad de sus operaciones, la mejora 
de la regulación, la afinación de los proce-
sos de simplificación administrativa, la pro-
ducción de valor público, el mejoramiento 
de la gestión pública, el imperativo de me-
dir el desempeño, el reciclaje del personal 
público para asociar en su formación y ac-
tualización la ética, la eficiencia y el sentido 
de responsabilidad. 

En un plano de contexto exterior, los go-
biernos tienen desafíos como la lucha con-
tra el terrorismo, las epidemias, la defores-
tación, la desigualdad social, la exclusión, la 
migración, los asentamientos humanos, en-
tre otros factores a considerar. Un segundo 
plano más está dado por las agendas en fa-
vor de los derechos humanos, los derechos 
de género, la protección al medio ambiente, 
la lucha contra la discriminación, la homo-
fobia y los exterminios. 

Un tercer plano son las exigencias de las 
sociedades civiles contemporáneas para 
que sean instituciones que desempeñen con 
calidad sus tareas, lo cual implica la revisión 
de su organización, estructuras, procesos, 

políticas, productos y resultados. El último 
plano refiere a la demanda para que los go-
biernos sean más transparentes y sujetos a 
la rendición de cuentas, sin desconocer las 
ventajas de las evaluaciones públicas. En 
este caso, los procesos acentuados de la ló-
gica jerárquica no son funcionales para que 
los gobiernos cumplan mejor las tareas que 
tienen encomendadas.

Los imperativos de la participación ciu-
dadana, la deliberación, la construcción de 
los consensos, la coproducción de las polí-
ticas públicas, la presión para aumentar la 
representación de la sociedad en la agenda 
institucional, el necesario debate sobre los 
temas y procesos públicos, indican que las 
decisiones públicas a cargo de la autoridad 
tienen ante sí, contextos más abiertos, di-
námicos y exigentes, ante los cuales los go-
biernos no pueden omitir sus movimientos 
ni ignorar lo que sucede en la sociedad civil 
(Mayntz,2001: 16).

Evitar que la sociedad se aleje de los go-
biernos, es preocupación para desestimular 
la formación de déficits democráticos y es 
ahora una tendencia que no admite el des-
cuido del propio gobierno, en el sentido de 
no atender y responder con políticas públi-
cas cada vez más inteligentes y estratégicas, 
tanto a la sociedad como a los habitantes y 
los ciudadanos. De igual modo, la fortaleza 
de los mercados globales es factor determi-
nante en las rutas de los gobiernos y en el 
contenido de las políticas que adopta, dado 
que sus premisas de libertad para producir 
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y libertad para intercambiar, estimuladas 
por la innovación tecnológica, forman 
escenarios de mayor apertura y compe-
tencia que limitan el radio de acción de 
los propios gobiernos a la hora de definir 
los grados de intervención en la vida pro-
ductiva y colectiva. Ante ello, los poderes 
públicos tienen que leer con más agudeza 
los contextos, tendencias y procesos que 
demandan políticas públicas estratégi-
cas para procesar los problemas, tanto en 
escala global como nacional, regional y 
local. Todo esto modifica de fondo el pa-
pel de los gobiernos para convertirlos en 
instituciones que tienen capacidad para 
adaptarse a los cambios ininterrumpidos 
y los desafíos que se derivan de manera 
ineluctable. 

Hoy la lucha por las identidades, las lu-
chas étnicas, los movimientos religiosos, 
la seguridad interna, el mundo multicen-
trado (Anguiano, 2016: 77) donde hay paí-
ses emergentes como Brasil, Rusia, India, 
y China, la dimensión mundial de los pro-
blemas sociales, políticos y económicos, 
configuran un panorama de realidades 
intrincadas, complejas y volátiles que de-
mandan una mejor comprensión de las 
relaciones causales que las provocan. En 
este terreno, los gobiernos tienen que re-
pensar los sistemas de inteligencia que 
utilizan, las rutinas que emplean para dar 
lectura a la realidad conflictiva y actuar 
en consecuencia; revisar las herramien-
tas que se utilizan para producir bienes y 

servicios públicos, así como que su perso-
nal sea motivo de una formación y prepa-
ración que reúna calidad comprensiva y 
destreza operativa más efectiva. De igual 
modo, se ha de revisar lo que concierne 
al tamaño de su organización para que, 
mediante el diseño institucional, adquie-
ran nuevas capacidades de respuestas que 
permitan atender con mayor cercanía las 
demandas y problemas que tienen cada 
vez más, encadenamientos estructurales 
—globalidad, regiones, espacios locales— 
que impactan la funcionalidad de los sis-
temas de gestión pública. 

En este sentido, las dos piezas de los go-
biernos, como las políticas públicas y la 
administración pública, han de revitali-
zar la eficacia que les corresponde para 
llevar a cabo un mejor procesamiento de 
los problemas y soluciones en el mundo 
del mercado, las interacciones sociales, 
los problemas políticos y los intercambios 
económicos. Su sentido de operación tie-
ne que ser más estratégico, más de visión, 
más de efectividad y más de efecto multi-
plicador, regido por la calidad y con sis-
temas de aprendizaje que permitan fun-
gir como la memoria institucional, que 
permite fijar hojas de ruta en el presente 
y de cara al futuro, a fin de asegurar que 
los resultados de la gestión pública tengan 
más efectos positivos. La operación de los 
gobiernos no se ciñe al mejoramiento de 
sus procesos internos, sino a que se asu-
man como organizaciones que tienen in-
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teligencia colectiva para discernir, pensar 
y formular estrategias de acción que per-
mitan estar a la altura de los problemas y 
desafíos del siglo XXI. 

Los gobiernos operan en un paisaje nue-
vo. El sector público enfrenta desafíos 
económicos, sociales y ambientales; la 
tecnología está revolucionando la forma 
en que los ciudadanos interactúan con el 
gobierno; los individuos y las organizacio-
nes en toda la sociedad están formando 
nuevos tipos de asociaciones; y los ciu-
dadanos están más informados y conec-
tados que nunca. En su conjunto, estos 
factores crean oportunidades para tener 
nuevas formas de pensar sobre el gobier-
no y cómo funciona (OCDE, 2016: 29).

Como inteligencia colectiva (Bourgon, 
2009:61), los gobiernos transforman su 
condición de vida. En efecto, no se asumen 
únicamente como sistemas de rutinas, 
sino como productores de conocimiento 
más útil y efectivo para tener sus propias 
bases cognitivas, metodológicas e instru-
mentales que les permitan hacer frente 
con gramática y lenguaje propio a la pecu-
liar naturaleza de los problemas públicos. 

Por tanto, como inteligencia colectiva, 
los gobiernos construyen en el siglo XXI 
(Bourgon, 2009: 62) las realidades en las 
que se desenvuelven, los problemas que 
han de encarar, el diseño de las soluciones 
y con el paso de su experiencia van con-

formando sistemas de aprendizaje que les 
permiten actuar con mejores elementos 
de respuesta en un mundo cambiante. 

La actual revolución tecnológica no es 
un avance instrumental, sino el estable-
cimiento de un nuevo orden de vida en el 
cual las personas, la sociedad, los merca-
dos, los Estados y los ciudadanos, tienen 
ahora una nueva interacción con el uso 
intensivo del Internet, la industria digitali-
zada y la conectividad inteligente. Este ha 
generado con las aportaciones digitales, 
nuevas formas de comunicación e inter-
cambio que apuntan por la vigencia de la 
sociedad, de la información y la comuni-
cación. En este caso, las relaciones socia-
les son ahora más intensas e innovadoras 
(Bourgon, 2009: 59), rápidas, con menores 
costos, más eficiencia, con mejor distribu-
ción, con vínculos más directos, creando 
al mismo tiempo, espacios virtuales no 
solo de comunicación sino de interacción 
a nivel mundial, lo cual implica que el es-
pacio público no solo tenga expresión em-
pírica en la calle, sino también en el espa-
cio de la carretera de la información.

Hoy los flujos de información y comuni-
cación están regidos por las aportaciones 
de la electrónica, con lo cual el sistema de 
interacciones entre las personas incluye 
cambios importantes en la vida privada y 
desde luego en la vida pública. Todo ello 
provoca que la visión de los gobiernos 
tenga que darse más allá de sus ámbitos 
de decisiones y acciones para dar lectura 
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precisa a los movimientos de la sociedad 
que, como la contemporánea, no se ciñe 
únicamente a los formatos de la ciudada-
nía jurídica y política, sino que se asume 
como un actor central en los procesos que 
conllevan a la estructuración de las deci-
siones públicas. 

La comunicación social y política ha 
emergido como una de las característi-
cas más conspicuas de la sociedad y los 
gobiernos contemporáneos. Hay ahora 
nuevos patrones de conducta ávidos por 
estar informados y comunicados en una 
variedad de temas y problemas que son 
objeto de intercambio, información, ac-
tualidad y que incitan a la acción colec-
tiva. Los nuevos patrones de conducta, 
entendidos como nueva acción pública 
(Cabrero, 2006: 17), dan cuenta de que los 
actores gubernamentales y los actores no 
gubernamentales interactúan sin mediar 
espacio y tiempo como elemento restricti-
vo, sino que desarrollan estrategias de co-
municación que son de dominio público, 
lo cual permite conocer la posición que 
tienen diversas personas, públicos y orga-
nizaciones para valorar, pensar y actuar. 
Este nuevo orden social y político implica 
para los gobiernos imperativos responder 
mejor a los progresos y desarrollos de la 
sociedad contemporánea. Por ejemplo, Fa-
cebook y Twitter nutren los procesos en 
las redes digitales hasta generar nuevas 
relaciones de comunicación, identidad e 
intercambio que testimonian que existe 

un sistema de conexiones que se amplía 
en la medida en que la comunicación si-
gue con flujos de información que se mul-
tiplican y comparten.

Tanto los fenómenos sociales (Simmel, 
2014: 101), como el orden jurídico y políti-
co establecidos, tienen ahora más actores 
interactivos e interconectados, lo cual im-
plica nuevas fuerzas formales e informales 
que dan vida a procesos de política públi-
ca y que sintetizan las nuevas relaciones 
de la sociedad con el gobierno. Por ello, el 
uso del Internet no debe considerarse en 
la visión limitada de que es un cambio ins-
trumental, “…Internet modifica la forma 
de relacionarnos e interactuar, altera pro-
fundamente los procesos y posiciones de 
intermediación, y genera vínculos y lazos 
mucho más directos y horizontales, (…) In-
ternet expresa otro orden social” (Subirats, 
2012b: 11-12). En consecuencia, internet no 
debe valorarse como un “nuevo martillo 
para clavar clavos con mayor rapidez y co-
modidad” (Subirats, 2012a: 11), sino como 
una pieza que da origen a nuevas relacio-
nes de interacción, intercambio y opera-
ción entre actores de la vida colectiva, así 
como entre diversas personas que se mues-
tran en la carretera de la información, in-
cluso con imagen de sí mismas y con datos 
que comparten para nuevas interacciones. 

Se multiplican así las policy networks, 
con lo cual las formas de injerencia de los 
actores públicos tienen la posibilidad de 
abrir los procesos de las políticas a través 
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de recursos cognitivos, reducción de cos-
tos, movilización, decisiones y liderazgo 
(Subirats, 2012a:19). También destacan las 
nuevas realidades en las cuales la movili-
zación a través de las redes sociales no im-
plica ampliar las pirámides burocráticas 
hacia una mayor centralización ni mul-
tiplicar lógica organizativa y jerárquica 
(Subirats, 2012a: 19), debido a que las pro-
pias redes se mueven más por el lado de 
las relaciones horizontales, lo cual facilita 
su conexión, intercomunicación, así como 
los procesos de intercambio en una visión 
de beneficios compartidos y con menor 
costo monetario. 

Todo ello configura un panorama de rea-
lidades que dan cuenta de movimientos so-
ciales que han tenido impacto en el espacio 
público, y que, con el uso de las redes socia-
les, destacan entre otros, en España (15M), 
Israel o Estados Unidos (movimiento Occu-
py Wall Sreet), los estudiantes chilenos, “Yo 
soy 132” (México) y sus repercusiones en la 
agenda política y en la agenda de las polí-
ticas públicas (Subirats, 2012a: 19). De este 
modo, el perfil de los gobiernos se viene 
transformando ante los cambios en la vida 
social y productiva, así como en el patrón 
de comportamiento de los movimientos 
políticos. Todo ello en la lógica de los cam-
bios democráticos que aceleran los proce-
sos en la sociedad y dan cuenta de cómo el 
uso de las redes sociales y digitales estruc-
tura conductas más interactivas y organi-

zadas parar luchar mejor en términos de la 
agenda de las políticas públicas. 

El impacto de los grupos y organizacio-
nes de la sociedad en los espacios públicos 
es mayor, debido a la capacidad de orga-
nización que se puede llevar a cabo con el 
auxilio de las redes digitales. Esto configu-
ra panoramas de mayor intensidad ciuda-
dana que, con nuevos liderazgos, permiten 
visualizar que las estructuras y dinámicas 
del poder superan los escenarios en los 
cuales los ciudadanos, las organizaciones 
y los propios gobiernos tenían relaciones 
predecibles para llegar a tipos adecuados 
para frenar conflictos. 

En la actualidad, no es fácil predecir 
cómo se han de comportar tanto las perso-
nas como los colectivos. La ruta de las go-
biernos más que la racionalidad de otrora, 
es la incertidumbre, no solo por el grado 
de innovación en materia de participación 
social, sino que con el uso de las Tecnolo-
gías de la Información y la Comunicación, 
las relaciones de poder tienen la capacidad 
de producir ambientes inesperados de si-
nergia social y política, situación que mo-
difica la racionalidad previsible, para dar 
lugar a la racionalidad heurística, la cual 
se caracteriza por la necesidad de resolver 
con creatividad, es decir, fuera del guion 
establecido, los problemas y demandas de 
carácter público, dado que lo público “(…) 
es de interés o utilidad común a todos, lo 
que atañe al colectivo, lo que concierne a 
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la comunidad y, por ende, la autoridad de 
allí emanada” (Rabotnikof, 2005: 28). 

La nueva acción colectiva desafía de 
modo pacífico la capacidad de respuesta 
de los gobiernos y los Estados, los cuales 
tienden a disminuir (Paquin, 2010: 357) sus 
actividades en la sociedad. Estos exploran 
y adoptan modos alternativos de hacer las 
cosas para no anclarse en el rezago y la ob-
solescencia que indicará la disminución 
de los rendimientos de los gobiernos.

La nueva acción colectiva explica en 
buena medida el auge del movimiento de 
la Nueva Gestión Pública (Aguilar, 2013: 
234), la cual tiene como patrón normati-
vo y de solución de problemas, la tesis de 
que los Estados no deben hacer todo en la 
economía y la sociedad; no deben tener 
en su gestión el monopolio de los bienes 
y servicios públicos; deben adoptar el es-
píritu empresarial para medir y evaluar su 
desempeño institucional; se deben crear 
agencias autónomas con perfil técnico y 
distantes de los ministerios clásicos más 
involucrados en el juego del poder; se 
adopten en las agencias del gobierno los 
contratos por desempeño para hacer con-
trapeso a los servicios civiles de carrera, a 
favor de la innovación de la gestión públi-
ca; las políticas públicas tengan más acen-
to regulador, no productor ni distributivo; 
las agencias del gobierno sean más abier-
tas, competentes y orientadas a producir 
valor público; el mercado, la sociedad y las 
empresas tengan un papel más activo en la 

economía de mercado y que existan nue-
vos límites entre la actividad del Estado y 
la que corresponde a las propias empresas 
y al mercado para salvaguardar mejor las 
libertades económicas.

Se privilegia de este modo la relación 
costo-eficiencia, así como el vínculo entre 
productividad y producción de los servi-
cios públicos. Todo este paquete de pro-
puestas se encamina por el lado de generar 
un nuevo patrón de gobierno orientado a 
producir una nueva gobernanza, fincada 
en la cooperación, la coordinación y la au-
torregulación de los actores de la sociedad 
(Mayntz,2001: 9) reduciendo con ello, el 
protagonismo de las políticas intervencio-
nistas y vetustas que caracterizaron a los 
Estados comprometidos con la búsqueda 
del bienestar y el logro de la estabilidad 
política sobre la base, entre otros factores, 
del juego de la asimetría de la informa-
ción que acentuaba la rivalidad entre los 
políticos dirigentes del Estado y el cuerpo 
de directivos de primer nivel que jugaban 
a ganar el poder, movilizando para ello, 
los recursos públicos. 

Con base en lo expuesto, se impone el 
redescubrimiento del gobierno para sa-
carlo del juego del cálculo político de las 
burocracias comprometidas con determi-
nadas políticas públicas, que impulsaban 
el bienestar sobre el axioma de que las de-
mandas sociales deben financiarse inclu-
so con el déficit público para hacer frente 
a la sobrecarga de las demandas sociales. 
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Fueron tiempos en que la transparencia y 
la rendición de cuentas no estaban cimen-
tadas como procesos fundamentales del 
quehacer público. Por tanto, los gobiernos 
se desafinaron, los Estados tenían banca-
rrota fiscal y procesos de endeudamiento 
que dañaron la estructura de la sociedad 
y los mercados, provocando mayor des-
igualdad en las condiciones de vida de las 
personas, las familias y la vida colectiva. 
Las lecciones aprendidas con los Estados 
intervencionistas pueden ahora capitali-
zarse redescubriendo el gobierno, es decir, 
cómo ha de funcionar, no tanto qué debe 
hacer y sí hacer con eficacia las tareas que 
tiene a su cargo para evitar la reproduc-
ción de los errores que llegaron a tensio-
nar a las democracias contemporáneas. 

El redescubrimiento del gobierno con 
base en redes e interacciones (Mayntz, 
2001: 11), es parte medular de la sociedad 
contemporánea para evitar nuevas catás-
trofes como las de los años setenta y parte 
de los ochenta. El gobierno redescubierto 
es la senda que favorece el modo de reha-
bilitar sus capacidades directivas y opera-
tivas sobre la base de procesos de apertura, 
participación, transparencia y colabora-
ción en momentos en que el mundo desa-
rrolla con intensidad los intercambios de 
bienes y servicios con base en las reglas 
que fija la globalidad. El gobierno redes-
cubierto tiene como patrón de referencia 
los enfoques post nueva gestión pública 
(Ramírez, 2015: 135), para dar paso a otras 

alternativas de funcionamiento y desem-
peño que permitan destacar la importan-
cia, los contextos, los procesos y el sentido 
necesario del gobierno como entidad fun-
damental para el desarrollo de las socieda-
des democráticas.

Perfil del gobierno abierto

Un punto específico a destacar en las diná-
micas, procesos y derroteros del gobierno 
abierto5 como categoría comprensiva, es 
que se inscribe en el desarrollo de las so-
ciedades democráticas contemporáneas 
que han logrado alcanzar un importante 
grado de desarrollo que se acredita con la 
necesaria autonomía de las instituciones 
públicas frente a la existencia de los inte-
reses no gubernamentales. Ello significa 
que la prevalencia del interés público se 
garantiza con autoridades consolidadas 
que alcanzan un amplio reconocimiento 
para lograr que la cooperación y la coor-
dinación sean la parte principal que per-
mite contrarrestar las causas, efectos y 
consecuencias de los conflictos. La conso-
lidación de la sociedad democrática abre 
la puerta para que la categoría gobierno 
abierto se perfile como un sistema de des-
empeño institucional que encuentra en los 

5	 “…it’s the notion that the people have the right to 
access the documents and proceedings of govern-
ment”. Lathrop, Daniel; Ruma, Laurel, eds. Open Go-
vernment: Collaboration, Transparency, and Participa-
tion in Practice. O’Reilly Media, 2010, p. xix. https://
hfoss-fossrit.rhcloud.com/static/books/open_go-
vernment.pdf [consultada el 16 de septiembre de 
2016).
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fundamentos políticos de la propia demo-
cracia, la base para estructurarse a partir 
de un diseño de instituciones que refleja 
los principios y reglas que dan funcionali-
dad al ejercicio democrático del poder. 

En este sentido, el gobierno abierto alu-
de a condiciones de vida que se caracteri-
zan por la vigencia de las libertades civi-
les y políticas, así como por la vigencia de 
los principios de transparencia, rendición 
de cuentas,6 participación y colaboración 
ciudadanas. 

No es el gobierno abierto un ingenio ci-
bernético ni una máquina de comunica-
ción y control que funciona sobre la base 
de comandos de control y software impe-
cable. Tampoco que sea controlado por 
mecanismos digitalizados alimentados 
por el desarrollo de la electrónica. Por el 
contrario, el gobierno abierto es una insti-
tución de carácter democrático. Está dise-
ñado en estructuras de poder que se orien-
tan a reconocer la vigencia de libertades 
y derechos de los ciudadanos. Su funda-
mento de origen consiste en reconocer 
que la democracia es un método para pro-
cesar y solucionar los problemas colecti-
vos de manera pacífica, a fin de acreditar 
que “La capacidad de gobernar se muestra 
en la acción y los resultados del gobernar” 
(Aguilar, 2006: 67). Otro aspecto a destacar 

6	 “Accountability is a relationship between an actor 
and a forum, in which the actor has an obligation to 
explain and to justify his or her conduct, the forum 
can pose questions and pass judgement, and the ac-
tor may face consequences” (Bovens, 2006).

en este sentido es que el control del poder 
se ha institucionalizado para garantizar 
mayor certidumbre en el desempeño de la 
autoridad y los cuadros de la burocracia 
gubernamental. Un aspecto más es que 
existe un sistema de controles que permi-
ten la mejor gobernación de los procesos 
institucionales, sin omitir la participación 
de los ciudadanos7 en los asuntos públicos 
(Jones y Gaventa, 2002: 3). 

El escrutinio de los ciudadanos sobre la 
conducta pública de la autoridad es una 
característica fundamental, con el fin de 
evitar que el poder se desborde y provoque 
daños públicos. Finalmente, otro aspecto 
central del gobierno abierto es que su des-
empeño es parte de la lógica de pesos y con-
trapesos que dan oportunidad de diseñar 
reglas y procedimientos para que no tienda 
a la centralización innecesaria ni a la des-
centralización fragmentada que altera los 
rendimientos intergubernamentales.

El tema de la fragmentación intraguber-
namental, al que hay que añadir el de la 
disociación intergubernamental, es con-
siderado hoy la matriz de la mayor parte 
de los problemas de la ineficacia guber-
namental (Aguilar, 2013: 135). 

7	 “Liberal theories promote the idea that citizenship 
is a status, which entitles individuals to a specific 
set of universal rights granted by the state”. (Jones y 
Gaventa, 2002: 3). Véase https://www.ids.ac.uk/files/
dmfile/Db19.pdf [consultada el 17 de septiembre de 
2016].
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Ello favorece el respeto por los ámbitos y 
responsabilidades para dar vigencia a una 
funcionalidad eficaz para poder visualizar 
que el ejercicio del poder esté garantizado 
por procesos de vigilancia y contención 
localizados en el régimen político para 
evitar que las libertades civiles y políticas, 
así como la integridad institucional del go-
bierno, estén a salvo de las luchas y pugnas 
del poder.

En este sentido, se entiende por gobier-
no abierto, un conjunto de arreglos ins-
titucionales fincados en la deliberación, 
el ejercicio dialógico y el logro de acuer-
dos que, en los ámbitos de la democracia 
política, tienen como propósito diluir la 
corrupción, la opacidad, el secreto, las 
asimetrías de la información, así como 
el monopolio de la propia información 
por parte de la autoridad, creando de ese 
modo, condiciones para una gestión más 
democrática y efectiva para la sociedad, 
los ciudadanos, los mercados y la opi-
nión pública; teniendo como pilares de 
su gestión, la libertad, la participación co-
laborativa, la transparencia, la rendición 
de cuentas, así como el debate público a 
fin de racionalizar y mejorar el ejercicio 
del poder. Esto significa que el gobierno 
abierto desde el ángulo de la democracia 
tiene como punto de arranque no solo la 
innovación tecnológica, sino el concurso 
de actores, constituciones políticas —que 
reconocen la transparencia, la rendición 
de cuentas, la participación ciudadana—, 

leyes, acuerdos y negociaciones que se ar-
ticulan en la esfera de la sociedad civil y 
el Estado democrático de derecho, con lo 
cual el gobierno abierto puede valorarse 

…como plataforma de democracia abier-
ta”…En este sentido, podemos caracte-
rizar a los gobiernos democráticos libe-
rales por estar dotados de dos grandes 
premisas: el carácter democrático y el 
Estado de derecho (Mariñez y Valenzue-
la, 2013: 33-34).

El gobierno en la democracia tiene un 
amplio blindaje institucional que permite 
calificarlo como el gobierno de y para los 
ciudadanos. Es un gobierno de los ciuda-
danos, porque estos tienen la oportunidad 
de elegir a las autoridades públicas e inci-
dir en los procesos de control para que el 
ejercicio del poder no sea irresponsable. 
Es para los ciudadanos, porque se orienta 
a salvaguardar las libertades civiles y polí-
ticas, así como la igualdad y la calidad de 
vida. En este caso, el gobierno no se aleja 
de los ciudadanos ni tiende a la evasión 
de los controles, lo cual es garantía para 
generar y recrear condiciones que favore-
cen la vigencia de un poder responsable y 
eficaz. En este perfil genérico del gobierno 
en la democracia, en donde se ha de ubicar 
la categoría gobierno abierto en el sentido 
de que institucionaliza procesos de comu-
nicación, deliberación y argumentación, 
que conectan de manera importante a los 
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ciudadanos con las esferas de la gestión gu-
bernamental. 

La categoría gobierno abierto tiene savia 
democrática, institucional y eficacia ope-
racional. La savia democrática deviene 
que el propio gobierno tiene como base de 
su razón de ser la elección de los ciudada-
nos, así como el establecimiento de un sis-
tema de instituciones que se caracterizan 
por su estabilidad y el control del poder 
gubernamental. Tiene savia institucional 
porque su vigencia se nutre de las apor-
taciones del liberalismo, el constituciona-
lismo y el republicanismo que permiten 
el diseño del poder sobre la base de una 
organización que se apoya en estructu-
ras, autoridades, reglas y procedimientos 
que garantizan la elaboración y el cum-
plimiento de las normas de manera abs-
tracta, impersonal, general y universal. La 
eficacia operacional se basa en sistemas 
de regulación que garantizan la necesaria 
unidad de mando, la centralidad razona-
ble y la indispensable descentralización 
política para evitar que el ejercicio del po-
der quebrante el sentido y funcionalidad 
del gobierno democrático. 

Por tanto, el gobierno abierto es una 
categoría que alude a momentos funda-
mentales en que las instituciones logran 
conjugar autoridad, distribución de com-
petencias, jerarquía administrativa conso-
lidada, eficacia en la gestión de las políti-
cas y cuadros con alta profesionalización 
para llevar a cabo el cumplimiento de las 

tareas asignadas. El gobierno abierto ha 
tenido una importante evolución que tie-
ne su origen cuando el autor Wallace Par-
ks en 1957 en un trabajo denominado “The 
Open Government Principle: Applying the 
Right to know under the Constitution” 
(Mariñez y Valenzuela, 2013: 26; Valenzue-
la, 2013: 129) lo acuña; posteriormente, en 
el siglo XXI es retomado y reelaborado 
para dar cuenta de una forma de organi-
zar y ejercer el poder con el auxilio de las 
tecnologías de la información (Mariñez y 
Valenzuela, 2013: 27), las cuales han conse-
guido introducir cambios de fondo en las 
organizaciones gubernamentales, pero 
sin soslayar la importancia de los ciuda-
danos y la sociedad en la vigilancia de los 
procesos gubernamentales. 

La reelaboración del gobierno abierto 
tiene ahora nuevos escenarios que indican 
que los sistemas abiertos del poder con-
densados en la categoría sociedad abierta, 
abren otras rutas del desarrollo institu-
cional para aludir a cuestiones medulares 
que se relacionan con las formas de comu-
nicación, intercambio y deliberación que 
las autoridades han de tener con los ciu-
dadanos. Las democracias producen insti-
tuciones interactivas, lo cual favorece los 
ambientes coordinados y cooperativos, 
dado que potencian mejor la certidumbre 
institucional. Ello implica que los asuntos 
colectivos, así como los problemas y solu-
ciones públicos no son materia exclusiva 
de las autoridades, sino que hay voces y 
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organizaciones ciudadanas que se intere-
san por tener una mayor intervención en 
las agendas y respuestas colectivas. 

Por tanto, la categoría gobierno abierto 
debe entenderse en un triple aspecto: ins-
titucional, funcional y heurístico. 

a)	 Institucional: porque su origen formal 
se reconoce en normas y reglas escri-
tas que son producidas por órganos 
específicos del gobierno como el Poder 
Legislativo, mientras que el Ejecutivo 
y el Judicial se encargan de cumplirlas 
en razón de sus tareas. 

b)	 Funcional: porque los gobiernos están 
diseñados para atender, procesar y so-
lucionar problemas con el concurso 
de actores sociales y productivos, así 
como con políticas públicas y servicios 
públicos. 

c)	 Heurístico: porque los sistemas de ges-
tión se conciben para dar respuestas 
a los ciudadanos, favorecer sistemas 
de enlace con ellos y responder a una 
variedad de condiciones que exigen 
el seguimiento de las políticas que se 
aplican, así como la corrección y el me-
joramiento con inventiva de los proce-
sos y programas para lograr el desem-
peño con eficacia.

Por consiguiente, la categoría gobierno 
abierto puede comprenderse en cuatro es-
feras fundamentales: transparencia, ren-

dición de cuentas, participación activa de 
los ciudadanos y aprendizaje colectivo:

a)	 La transparencia tiene como objetivo 
diluir la opacidad, romper el mono-
polio de la información a cargo de las 
burocracias gubernamentales, reducir 
la asimetría de la información, hacer 
accesible a los ciudadanos las oficinas 
gubernamentales, lograr la máxima 
publicidad en los procesos de gestión 
y garantizar el derecho de acceso a la 
información; 

b)	 La rendición de cuentas se orienta a 
que el principio de responsabilidad 
comprometa a la autoridad a no evadir 
obligaciones ni compromisos, a justi-
ficar ante terceros –los ciudadanos- el 
sentido, obrar y el cumplimiento de las 
tareas gubernamentales, con la debida 
justificación de lo realizado, así como 
de los recursos que se han ejercido; 

c)	 La participación activa de los ciudada-
nos concierne a formar redes de coo-
peración que fortalezcan el sentido pú-
blico del gobierno, así como ampliar el 
radio de acción de las tareas de corres-
ponsabilidad. En las modalidades de la 
participación colaborativa de los ciu-
dadanos, destacan por su intervención 
y colaboración en las políticas públi-
cas, la deliberación que tengan con las 
autoridades en materia de políticas pú-
blicas, el intercambio de ideas con los 
tomadores de las decisiones públicas, 
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la discusión razonada de los asuntos 
públicos, elaborar recomendaciones de 
política pública para potenciar la me-
joría en su diseño e implementación y 
participar en los procesos de evaluación 
pública que permitan no solo conocer 
qué ha realizado la autoridad, sino des-
tacar si las políticas públicas han cum-
plido o no con los valores y objetivos 
que las justifican. No hay duda de que 
la participación colaborativa de los ciu-
dadanos es pilar clave en la configura-
ción de las políticas públicas y ello des-
taca que los procesos de deliberación y 
argumentación que desarrollan ante 
la autoridad dan cuenta de momentos 
importantes que nutren la calidad de la 
vida democrática. Desde esta perspecti-
va, el uso de la tecnología8 es otra pieza 
clave en la visión del gobierno abierto, 
dado que posibilita el armado de redes 
sociales que se unen a las sinergias pú-

8	 Las TIC permiten la ampliación del espacio público, 
entendido no como una esfera propia de las institu-
ciones representativas, sino como un marco de res-
puesta colectiva a problemas comunes. Los Estados 
pueden ir perdiendo centralidad y eficacia como es-
pacio de toma de decisiones y punto de delegación 
para la implementación de la agenda pública frente 
a un aumento de la participación cívica en la reso-
lución de problemas comunes y en la provisión de 
servicios y bienes públicos. En otras palabras, una 
sociedad civil más activa y autónoma que asume 
responsabilidades sobre la resolución pública de los 
problemas comunes. Ello podría conllevar un nota-
ble cambio en las tradicionales posiciones jerárqui-
cas del Estado, que pasaría a tener roles más com-
plementarios y de garante que de decisor único y 
ejecutor privilegiado (Subirats, 2012a:16) http://ini-
cio.ifai.org.mx/Publicaciones/La%20promesa%20
del%20Gobierno%20Abierto.pdf. [consultada el 16 
de septiembre de 2016].

blicas para dar respuesta compartida a 
los problemas colectivos. La tecnología 
permite, además, que los ciudadanos y 
organizaciones de la sociedad tengan 
la oportunidad no solo de comunicarse 
con el gobierno, sino de intercambiar 
datos relevantes que sean entendidos 
en la visión de datos abiertos, es decir, 
que sean interpretados por los usuarios 
de la democracia que son los ciudada-
nos y no por las instancias de las buro-
cracias que tienen sus propias rutinas 
para capturarlos y sistematizarlos. Lo 
importante con el uso intensivo de la 
tecnología es que los datos sean abier-
tos, es decir, valorados por los usuarios 
de los servicios gubernamentales y no 
únicamente por los tomadores de las 
decisiones y de los cuadros operativos 
de la gestión gubernamental y

d)	 El aprendizaje colectivo deriva de que 
la misma democracia permite corre-
gir y mejorar los procesos de políticas 
que incluyen desde luego la supera-
ción de errores, fallas, deficiencias, 
insuficiencias y debilidades de gestión 
para hacer más efectivo el desempe-
ño institucional de la democracia. El 
aprendizaje colectivo se incentiva más 
con la transparencia y la rendición de 
cuentas para dar mayor factibilidad 
a la democracia como una forma de 
gobierno que funciona en la lógica de 
los sistemas abiertos que de ese modo 
tiene mayor capacidad para adaptarse 
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a los cambios, crisis y transformacio-
nes. Estos atributos que caracterizan 
a los gobiernos abiertos no responden 
a moda alguna, sino a los procesos de 
cambio institucional y organizacional 
que estimulan la rapidez de la innova-
ción tecnológica. 

En esta visión del gobierno abierto, las 
tecnologías de la información y la comuni-
cación juegan un papel importante, dado 
que posibilitan que la parte interior de los 
gobiernos sea conocida y reconocida con 
base en reglas y procedimientos que pres-
criben cómo obtener ventajas de los dispo-
sitivos cibernéticos y digitales que permi-
ten “incursionar, conocer y navegar” por 
el interior de las oficinas gubernamenta-
les para después valorar lo que realizan 
con base en la lógica de las políticas públi-
cas. Cabe aclarar que la categoría gobier-
no abierto no se ciñe a lo tecnológico ni 
a lo instrumental, sino que los contiene y 
estructura sin perder la visión axiológica, 
filosófica e institucional de la democracia 
entendida como una forma de gobierno. 
Citando a Bobbio (1996): 

Hago la advertencia de que la única ma-
nera de entenderse cuando se habla de 
democracia, en cuanto contrapuesta a 
todas las formas de gobierno autocrá-
tico, es considerarla caracterizada por 
un conjunto de reglas (primarias o fun-
damentales) que establecen quién está 

autorizado para tomar las decisiones co-
lectivas y bajo qué procedimientos (24).

Lo central en la categoría gobierno abier-
to consiste en que el aprovechamiento de 
la tecnología tiene como referentes los 
procesos de apertura, accesibilidad, comu-
nicación, intercambio y deliberación que 
son base de la funcionalidad democrática. 
La tecnología es el gran medio para am-
pliar la información y comunicación con 
la sociedad y los ciudadanos. Pero en el 
caso del gobierno abierto, no es una varia-
ble independiente, sino regulada por nor-
mas institucionales que se vinculan con la 
calidad de vida de la democracia. 

El sentido del gobierno abierto consiste 
en valorarlo como un modo de operación 
que las democracias han diseñado sobre 
la base de reglas y principios que son in-
dispensables, entre los que destacan el 
control del poder, la colaboración entre 
la autoridad y los ciudadanos, la dinámi-
ca de las interacciones con la autoridad 
constituida, las redes de actores no guber-
namentales con interés en lo público, los 
procesos de online, la deliberación, el apro-
vechamiento de las capacidades, energías, 
iniciativas y recursos de la sociedad para 
ampliar las respuestas públicas dado que 
los gobiernos no tienen la última palabra 
en cuanto a la información y valoración de 
las decisiones de política pública. 

Un aspecto relevante del gobierno abier-
to está dado porque se inscribe en la visión 
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del siglo XXI, tiempo en el cual el Estado 
posweberiano responde a otras realidades, 
condiciones y procesos, desde el momento 
en que los diseños de la gestión pública de-
mandan la existencia de las organizacio-
nes abiertas, adaptativas, flexibles y cer-
canas a la sociedad y los ciudadanos. Por 
tanto, los modelos de gestión posburocrá-
tica han jugado un papel importante en la 
estructuración de los gobiernos abiertos, 
debido a que enfatizan más la importan-
cia de las relaciones horizontales de po-
der, dado que son aspecto básico para que 
las oficinas, tanto administrativas como 
burocráticas, desplieguen vínculos, pro-
cesos, políticas y formas de colaboración 
con grupos de la sociedad, que permitan 
articular metas colectivas de manera más 
abierta y constructiva 

La gestión posburocrática (Barzelay, 
1999: 290) no propone eliminar la buro-
cracia en el sentido clásico, sino que esta 
ingrese a nuevos patrones de desempeño 
público en los cuales los ciudadanos tie-
nen un lugar central en la vida pública. 
El énfasis en la calidad de los procesos, la 
medición de los resultados y la delibera-
ción con grupos de la sociedad, le confie-
ren a la gestión posburocrática un com-
promiso con la innovación organizacional 
y tecnológica, que es propia de los gobier-
nos abiertos para mejorar su comunica-
ción e interacción con la propia sociedad. 
De ahí el sentido del término Open Data 
—datos abiertos— que solo puede tener 

mejor aplicación cuando las organizacio-
nes gubernamentales eliminan los proce-
sos abigarrados, los trámites bizantinos, 
la valoración de los insumos, el énfasis en 
los costos, no en los procesos, y la impor-
tancia del producto final, creando así las 
condiciones de apertura e incorporación 
de los ciudadanos a la esfera institucional 
del gobierno con fines de colaboración, co-
rresponsabilidad y coproducción de polí-
ticas públicas.

En este caso, las Tecnologías de la Infor-
mación y la Comunicación son la palanca 
que imprime mayor velocidad a la produc-
ción y distribución de los datos abiertos, 
porque los dispositivos digitales que las 
sustentan con reglas de interés público, dan 
lugar a la existencia de amplias y volumi-
nosas bases de datos que producen y siste-
matizan los gobiernos, a fin de convertirlos 
en información pública, que permita a los 
ciudadanos establecer los criterios de valo-
ración que respondan a sus necesidades ci-
viles, políticas y económicas. Con ello, el es-
crutinio de los ciudadanos sobre el propio 
gobierno se multiplica de manera intensa y 
de ese modo el control desde la sociedad so-
bre el desempeño de las autoridades es una 
constante que responde a la visión clásica 
y posmoderna que tiene como objetivo evi-
tar que los gobiernos se conviertan en sis-
temas de opacidad y secreto que los alejan 
de los ciudadanos, pero, sobre todo, de los 
valores de la democracia. 
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En otro orden de ideas, la categoría go-
bierno abierto responde a los nuevos pro-
cesos de gobernanza democrática, dado 
que su patrón de desempeño se destaca 
por privilegiar los procesos de autonomía, 
deliberación, interacción, cooperación 
y coproducción de políticas públicas. De 
este modo, el gobierno no es un eje con 
autonomía excesiva ante la sociedad, sino 
un tipo de organización que interactúa y 
se coordina con diferentes entidades de la 
sociedad en un esfuerzo que se orienta a 
producir valor público, entendido como la 
oportunidad de que las autoridades y gru-
pos específicos de la sociedad contribuyan 
a la discusión, argumentación y posturas 
consensuadas, para lograr que la calidad 
de la vida pública sea potenciada y en con-
secuencia, mejorada en términos de sus 
condiciones de vida. 

La categoría gobierno abierto impli-
ca, desde la óptica de la gobernanza, una 
forma de organización y gestión que, con 
apego a los valores y reglas de la democra-
cia, asume una forma de desempeño que 
permite interactuar con la pluralidad de 
la sociedad en un esfuerzo que se canali-
za para el diseño de formas de respuesta 
pública que permitan contrarrestar las 
vulnerabilidades de la sociedad y elevar 
significativamente sus condiciones de 
vida. En este caso, la autoridad pública no 
es única en los procesos de las decisiones 
colectivas, sino que hay otros actores de la 

sociedad que interactúan con ella para de-
finir la agenda de temas a discutir.

Desafíos contemporáneos del gobierno 
abierto

Las realidades que hoy día enfrentan los 
gobiernos abiertos se caracterizan por 
la vigencia de la desterritorialización, el 
auge de la digitalización, la caída de las 
fronteras rígidas, los espacios virtuales, la 
interconexión de redes activas e informa-
das, así como la apertura de la globalidad 
con sus impactos transfronterizos y su-
pranacionales. 

La realidad del poder es más abierta, 
plural y diversa, lo cual implica retos de 
gobernabilidad para la democracia y, en 
consecuencia, para las instituciones de go-
bierno que son las responsables de cuidar 
su estructuración, coordinación y coope-
ración.9 La realidad del poder es ahora más 
intensa. Sin embargo, hay relaciones difu-
sas que escapan a la óptica de los gobier-
nos. Es el caso de los movimientos terroris-
tas y la intensificación de los movimientos 
religiosos influenciados por la política. 

En este estado de cosas, la realidad de la 
sociedad contemporánea tiene ahora nue-
vos actores, presiones, relaciones, inter-
cambios, así como la articulación de las 

9	 “Modern political democracy is a system of gov-
ernance in which rulers are held accountable for 
their actions in the public realm by citizens, acting 
indirectly through the competition and coopera-
tion of their elected representatives” (Schmitter y 
Karl, 1991).
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metas colectivas en pisos más movedizos 
que exigen mejor seguimiento de los pro-
cesos que en ellos se suceden, porque tam-
bién involucran la vida de los gobiernos. 

Desde la óptica del gobierno abierto, la 
nueva acción pública se nutre de la inte-
racción de la sociedad, el mercado, los 
ciudadanos y el Estado; también abre un 
panorama que obliga a la generación de 
alternativas no convencionales para diri-
gir la sociedad. Esto significa que la nueva 
gobernanza implica la solución colectiva 
de los problemas (Mayntz, 2001: 17). Ya no 
son suficientes los controles tipo coman-
do que están diseñados para sociedades 
con fronteras rígidas y soluciones de cú-
pula, cuando el mundo contemporáneo 
funciona sobre la base de procesos abier-
tos y horizontales en el espacio físico de la 
sociedad, pero al mismo tiempo ha creado 
redes cibernéticas que no necesitan espa-
cio físico-territorial para desenvolverse. 

En esta lógica, la globalización10 se carac-
teriza por incluir varias dimensiones eco-
nómicas, pero también las jurídicas, políti-
cas y religiosas (Wieviorka y Calhoun, 2013: 
35). Esto ha cambiado y sigue cambiando 
al mundo, con lo cual los gobiernos abier-
tos no pueden ni deben anclarse en la vi-
sión de los Estados-Nación, porque la fuer-

10	 “Globalization is a process that encompasses the 
causes, course, and consequences of transnation-
al and transcultural integration of human and 
non-human activities”. Nayef R.F. Al-Rodhan y 
Gérard Stoudmann (2006). Definitions of Globaliza-
tion: A Comprehensive Overview and a Proposed Defi-
nition. 

za de los acontecimientos los rebasa con 
problemas globales como la migración, el 
terrorismo, las identidades religiosas, las 
identidades de los nuevos movimientos so-
ciales y políticos, así como las identidades 
de nuevas relaciones de poder que alteran 
el modo de vida de la familia, las iglesias y 
el sistema de instituciones de las comuni-
dades civiles y políticas. 

La idea de globalidad se ha establecido 
en la sociedad contemporánea y de este 
modo los mercados y los Estados son aho-
ra piezas centrales en los reacomodos de 
la vida actual, porque tienen la capacidad 
de reordenar la vida individual y colecti-
va en términos de lograr que los nuevos 
reacomodos generen costos y beneficios 
realistas. La globalidad como fuerza pro-
ductiva e innovadora es para los gobier-
nos abiertos un referente obligado para 
destacar su ámbito de operación, el cual se 
traduce en que la gestión pública, entendi-
da como gestión de políticas públicas, es 
más amplia, plural y diversa.

Las nuevas condiciones de vida apuntan 
por la dinámica de los sistemas cibernéti-
cos que desempeñan un papel crucial en 
los procesos de comunicación en lo que 
se denomina realidad virtual y, al mismo 
tiempo, las acciones públicas que se ges-
tan en la sociedad, la economía y los in-
tercambios en el espacio de lo privado y 
lo público, provocan que la complejidad 
para llevar a cabo la tarea de gobernar ten-
ga mayores grados de dificultad. 



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A60

Los gobiernos abiertos, en este sentido, 
se desenvuelven en los procesos y ritmos 
de la globalidad, lo cual implica que lo es-
pacial y lo temporal dan vida al tiempo 
real, que se caracteriza por lo inmediato 
de las acciones concretas, la aplicación de 
las políticas públicas, así como la toma de 
decisiones públicas en los marcos de múl-
tiples espacios de poder que presionan a 
los gobiernos para que sean más eficaces, 
más calificados y que contribuyan al desa-
rrollo de la vida privada, la vida pública y 
la vida comunitaria de manera más efecti-
va. Tanto los ataques a las Torres Gemelas 
en Nueva York en septiembre de 2001, la 
crisis financiera de 2008 (Anguiano, 2016: 
83) con la quiebra de instituciones presti-
giadas como Bear Stearns, Lehman Bro-
thers y Royal Bank of Scotland, los ataques 
terroristas a España en 2004, Londres en 
2005, Bélgica en 2016, ciudades de Estados 
Unidos como Orlando en 2016 y Francia 
en enero, noviembre de 2015 y Niza en 
2016 son acontecimientos que exigen revi-
sar y mejorar las capacidades de gobierno. 

En tiempos más recientes, el éxodo de re-
fugiados que rebasa las fronteras de países 
como Alemania y Francia por efecto de la 
guerra es un riesgo que se ha de abordar 
con mejores instrumentos y respuestas de 
gobierno. La seguridad mundial está en 
riesgo. 

Ningún país se encuentra distante de 
las crisis económicas, ni de las zonas de 
inseguridad que provocan miedo, angus-

tia y terror entre la población civil. Todo 
ello obliga a que los gobiernos abiertos 
tengan que desplegar lo mejor de su inteli-
gencia para evitar que algún evento pueda 
destruir tanto a las personas como a los 
bienes materiales. Los gobiernos tienen 
ante sí, problemas globales con incidencia 
local, lo cual exige inventiva por parte de 
las clases políticas y de los administrado-
res del Estado para decidir las medidas de 
seguridad que protejan a la población civil 
de los ataques que se preparan en diversos 
puntos del mundo. 

Los problemas globales tienen repercu-
sión inmediata, debido al uso de la tec-
nología para transmitir en tiempo real 
acontecimientos que provocan daño y 
destrucción. Los problemas globales han 
provocado que los gobiernos abiertos 
intercambien bases de datos para hacer 
frente a temas álgidos como el terrorismo 
global. Los problemas globales son una 
veta que desafía la inteligencia presente y 
futura de los gobiernos. 

El mundo se desarrolla con aconteci-
mientos que provocan inseguridad, incer-
tidumbre, catástrofes, violencia y terror. 
Es un mundo que frena sus movimientos, 
no da tregua a los gobiernos para que se re-
ordenen de manera incremental. Por ello, 
la innovación tecnológica es una fuerza 
básica que contribuye a diluir distancias, 
tiempos, espacios y circuitos de interac-
ción que otrora tenían como dinámica la 
presencia de los tomadores de decisiones 
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en el lugar de los problemas. Ahora es fac-
tible aprovechar la tecnología con el uso 
de videoconferencias vía Skype, telefonía 
inteligente, comunicación satelital. Estos 
instrumentos tecnológicos sirven al poder 
para tomar decisiones, planificar estrate-
gias, decidir acciones y evaluar en tiempo 
real el resultado de los cursos de acción 
que se aplican. En este sentido, el gobier-
no abierto es una respuesta institucional, 
tecnológica, política y operacional para 
enfrentar los desafíos del mundo contem-
poráneo, destacando la racionalidad es-
tratégica, no únicamente la racionalidad 
instrumental. La racionalidad estratégica 
tiene como ámbito de aplicación los pro-
blemas y las soluciones de un mundo en 
cambio y transformación. Es una racio-
nalidad que tiene como característica ele-
mentos que destacan la intencionalidad 
teleológica, pragmática y aplicada a fin 
de revertir situaciones de crisis, contin-
gencias, cambios y transformaciones que 
pueden ocasionar problemas más agudos 
si falta la intervención de las instituciones 
para desactivarlos y solucionarlos.

Por consiguiente, el gobierno abierto tie-
ne compromiso con la democracia, dado 
que la misma lo forma e institucionaliza 
en momentos en que la seguridad de los 
Estados y las demandas ciudadanas exi-
gen transformaciones en su seno para que 
ingrese a la era de la globalidad con mejo-
res recursos que han de permitir el forta-
lecimiento de las tareas de gestión pública 

que lleva a cabo. El gobierno abierto, en 
ese sentido, es una forma de organización, 
procesamiento y gestión que responde al 
sentido de la democracia, a la cual debe 
proteger y salvaguardar con estrategias 
y políticas que permitan responder a los 
imperativos de la vida ciudadana con me-
jores capacidades (Bourgon, 2009: 53) de 
gestión y respuesta hacia los ciudadanos. 
En esta lógica, el gobierno abierto tiene 
compromiso con los datos efectivos, la in-
formación pública, la colaboración de los 
ciudadanos con sus tareas colectivas y el 
sentido de coordinación social que per-
mita que sea una institución confiable, a 
partir de considerar la importancia de los 
ciudadanos y las organizaciones de la so-
ciedad para que no sea valorado como un 
sistema unilateral de poder. 

La lógica del gobierno abierto es la plu-
ralidad y diversidad de la democracia, de 
la cual obtiene los elementos que lo ca-
racterizan como un sistema que interac-
túa y se comunica con los ciudadanos en 
diversas facetas que dan cuenta de una 
forma de operación ágil, menos costosa y 
más efectiva. En consecuencia, el gobier-
no abierto no se debe reducir a criterios de 
caja de herramientas, sino que ha de com-
prenderse en las diversas escalas que con-
figuran a la democracia no solo como una 
forma de gobierno, sino como un sistema 
de vida que proclama la libertad y la igual-
dad como fórmula que permite acercar 
a los ciudadanos con el propio gobierno. 



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A62

En este caso, la innovación tecnológica es 
un medio que favorece el mejor funciona-
miento del gobierno abierto, pero en nin-
gún momento es más importante que él. 

La eficiencia de la innovación tecnológi-
ca es compatible con la democracia, más 
aún, tiene que contribuir a que el funcio-
namiento del gobierno abierto sea más 
amplio y legítimo. La savia del gobierno es 
de carácter ciudadano que da origen a las 
relaciones de convivencia, así como a la 
interacción de los grupos, organizaciones 
y movimientos que nutren la vitalidad del 
espacio público. La efectividad del gobier-
no abierto por cuanto a su gestión pública 
(Uvalle, 2015: 31) depende de cómo se utili-
za y aprovecha la tecnología. 

El gobierno abierto es y seguirá siendo 
una organización responsable de la vida 
individual, la vida colectiva y la vida co-
munitaria, a fin de que tengan los mejores 
fundamentos para potenciar sus formas 
de desempeño. El manejo de los conflictos 
no lo deja de lado, tampoco la búsqueda de 
políticas públicas que hagan factible que 
la democracia viva con mayor bienestar 
compartido. Un horizonte fundamental 
del gobierno abierto es que desactive la 
opacidad de los procesos institucionales, 
que permita abrir el funcionamiento del 
sector público, que el escrutinio ciudada-
no sea una instancia que pueda evaluar y 
monitorear el desempeño de las oficinas 
burocráticas y que permita a la vez, con-
validar el apego a las leyes y normas que 

rigen la operación gubernamental de los 
Estados. Estos elementos dan cuenta que 
en el presente y hacia el futuro, el gobier-
no abierto tiene amplio compromiso con 
la sociedad y los ciudadanos, motivo por el 
cual su alcance tiene que generar median-
te resultados específicos, las acciones que 
respondan a las expectativas de la opinión 
pública, los agentes productivos y el con-
junto de la sociedad. 

El radio de actuación del gobierno abier-
to se caracteriza por una institución que es 
capaz de responder a la vida pública sobre 
la base de una mejor transparencia y una 
más efectiva participación de los ciudada-
nos. No se trata de un perfil bajo de actua-
ción pública, sino de uno que responda a 
las expectativas de generar ambientes ins-
titucionales que sean motivo de seriedad y 
reconocimiento, dado que la confianza de 
los ciudadanos en las autoridades políticas 
que tienen investidura y los responsables 
de la operación directa del gobierno, como 
los servidores públicos, son la pieza clave 
que ha de permitir que el diseño institu-
cional, tecnológico y técnico del gobierno 
abierto responda a los valores de la vida 
democrática, así como al objetivo de con-
tribuir a que el quehacer institucional que 
desarrolla no deje dudas ni desconfianzas 
que alimenten el desencanto de la socie-
dad, no solo en el plano institucional del 
propio gobierno, sino en el orden jurídico 
y político que lo sustenta. 
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El desencanto con el orden jurídico y po-
lítico es testimonio de que los valores, re-
glas y prácticas que lo sustentan pierden 
credibilidad y, por tanto, legitimidad en la 
sociedad y la vida pública. Desde la visión 
de las políticas públicas, el gobierno abier-
to tiene responsabilidad creciente con los 
diversos públicos que integran la vida aso-
ciada. Las políticas públicas son formas 
de intervención que los propios gobiernos 
elaboran e implementan, y las consecuen-
cias de su sentido y vigencia provocan de 
manera inmediata reacciones que combi-
nan costos y beneficios con los recursos 
públicos “… es el enfoque económico es el 
más apropiado para cuantificar los costos 
que el programa conlleva, medir sus be-
neficios potenciales y reales, y hacer un 
análisis en términos de eficiencia del uso 
de recursos públicos” (Santibañez, 2010: 
153). Ello implica que el gobierno abierto 
tiene que diluir las tendencias a favor del 
secreto y la opacidad, para dar paso a ele-
mentos de visibilidad que permitan desta-
car que cumple sus tareas a la luz de las 
mejores prácticas de la democracia. 

Además, las políticas públicas han de 
fungir como medios para que los ciudada-
nos conozcan, accedan y valoren la impor-
tancia del desempeño gubernamental, el 
cual tiene como base normativa cumplir 
tanto reglas constitucionales como leyes 
de carácter positivo, que son factor impor-
tante en el acatamiento de los valores del 
orden político de la democracia. 

En este sentido, la importancia de la 
transparencia consiste en que ha de pro-
porcionar a los ciudadanos datos relevan-
tes para que sean valorados por ellos con 
el derecho de acceso a la información. Sin 
datos oportunos y realistas se frena la par-
ticipación de los ciudadanos en los asun-
tos colectivos y en el necesario ejercicio de 
evaluar la efectividad del gobierno. 

Los datos disponibles con la transparen-
cia son importantes para que los ciudada-
nos tengan con oportunidad lo que requie-
ren, para formar una opinión que valore, 
con datos y evidencias, la evaluación del 
desempeño gubernamental. Por otra par-
te, los datos electrónicos que se propor-
cionen a los ciudadanos han de estimular 
la preocupación de estos para analizar y 
debatir los impactos de las políticas públi-
cas. En consecuencia, la colaboración par-
ticipativa de los ciudadanos depende de la 
oportunidad que tienen para informarse 
sobre áreas específicas del gobierno que se 
explican en razón de las políticas públicas. 
Desde esta visión, el gobierno abierto, ade-
más de responder a temas de seguridad, 
sobrevivencia y conservación del Estado, 
más aún en un mundo en el cual se desen-
vuelve con base en la complejidad crecien-
te de la sociedad y la economía, tiene una 
amplia cobertura para que las políticas 
públicas sean visibles en términos de los 
datos que generan. Mediante la transpa-
rencia han de tener como destino la opi-
nión y el debate de los ciudadanos sobre el 
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desempeño de la acción de gobierno en las 
distintas áreas que forman y estructuran 
la vida productiva.

Un desafío significativo del gobierno 
abierto se relaciona con la calidad de vida 
democrática, en el sentido de que el espa-
cio público sea nutrido vía los datos como 
bienes públicos (Mariñez y Valenzuela, 
2013:71) que proporcionan la transparen-
cia, en el sitio en que lo público del go-
bierno, así como el desempeño público de 
las autoridades y el cuerpo de servidores 
públicos son objeto del escrutinio ciuda-
dano para dar respuesta a la calidad de la 
información (Mariñez y Valenzuela, 2013: 
70). Este punto es clave para dar vida en el 
espacio público a procesos de comunica-
ción, deliberación y persuasión con base 
en el desempeño de las políticas públicas. 

La calidad de la democracia no está en la 
innovación tecnológica en sí misma, sino 
en la calidad de los debates que permitan 
formar una opinión seria y razonada en 
los ciudadanos, con objeto de que la pro-
pia democracia como forma de gobierno 
y sistema de vida tenga mejores escalas de 
desempeño y sentido productivo de los di-
versos sistemas que la integran para llevar 
a cabo la producción de los bienes y ser-
vicios. De nada sirve destacar los avances 
de la tecnología en la vida democrática, 
si se carece en el espacio público de una 
opinión sustentada, crítica, informada 
y constructiva que permita fortalecer la 
agenda de los asuntos públicos, así como 

la agenda de los gobiernos sobre la base 
de una mayor interacción entre los ciuda-
danos, las autoridades constituidas y las 
instituciones que estructuran el orden ju-
rídico y político.

Conclusiones

La importancia del gobierno abierto no 
está a discusión en la trayectoria de las de-
mocracias. Su necesidad se justifica como 
una respuesta a los procesos de apertura, 
globalidad, regionalización y localidad 
que dan cuenta de un mundo más desa-
rrollado e interdependiente. 

Los imperativos del desarrollo en la ac-
tualidad se enlazan con condiciones de 
vida que articulan competencia, inter-
cambio, producción de valor, innovación 
y calidad. Todo ello indica que se viven 
nuevas etapas que destacan una interco-
nexión amplia entre la sociedad y el Es-
tado. Por ello, el gobierno abierto forma 
parte de esas nuevas condiciones y apunta 
hacia un desarrollo más complejo de su 
operación y de las tareas que debe enca-
rar. Su cobertura se inscribe en los espa-
cios de la deliberación pública, así como 
en el diseño e implementación de las polí-
ticas públicas. 

De este modo, el gobierno abierto es una 
organización diseñada sobre la base de 
criterios institucionales, innovación tecno-
lógica y la salvaguarda de los valores de la 
democracia. Es portador de nuevas racio-
nalidades entre las cuales destacan la co-
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municación, la producción de datos, la in-
teracción con los ciudadanos y el desarrollo 
de estrategias que se encaminan a que la 
sociedad y el Estado tengan otras formas de 
interacción y corresponsabilidad. 

El gobierno abierto desarrolla procesos 
de políticas públicas que son la clave para 
destacar el sentido último de su acción. 
Los procesos de políticas son la base para 
justificar que el gobierno abierto tenga ra-
zón y sentido. No hay otros elementos para 
valorar su importancia sustantiva, la cual 
se vincula con los procesos de dirección 
de desarrollo, tomando en cuentas las ten-
dencias de la gobernanza contemporánea.

Los procesos de política pública abren 
el gobierno y lo comunican con los diver-
sos movimientos y grupos de la sociedad 
en un ejercicio que destaca que la demo-
cracia ha ingresado a nuevas fórmulas de 
comunicación, producción y distribución 
de datos, así como a otras de estrategias 
que contribuyen a mejorar los procesos 
de coordinación y cooperación con los de-
más actores de la sociedad. 

El gobierno abierto ha convertido a la 
transparencia en una política que permite 
el acceso de los ciudadanos a la produc-
ción de los datos. Retoma la rendición de 
cuentas para que las autoridades justifi-
quen ante los ciudadanos modos de deci-
sión, conductas, utilización de recursos, 
así como la eficiencia o ineficiencia en 
el desarrollo de sus tareas. Revalora la 
participación ciudadana en forma de co-

laboración, aludiendo que la capacidad 
instalada puede aprovecharse para llevar 
a cabo la producción de los bienes y servi-
cios públicos, así como dar vida al esque-
ma de coproducción de políticas públicas. 
El punto cardinal del gobierno abierto es 
contribuir a la calidad de la democracia, 
así como a mejorar los procesos de política 
pública para que la tarea de gobernar sea 
más efectiva y valorada con mejores ele-
mentos de juicio por parte de los ciudada-
nos. Todo incluye tareas de seguridad, uso 
intensivo de la tecnología, fortalecimiento 
de los procesos de deliberación, debates 
sobre los asuntos públicos, aprendizajes 
de cómo hacer que la sociedad y las auto-
ridades tengan mejores procesos de comu-
nicación y colaboración que enriquezcan 
una mejor discusión de los asuntos públi-
cos en la vida de la democracia.
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Resumen

Importantes declaraciones se han realizado acerca del 
valor del gobierno abierto, que van desde su potencial 
para hacer más democráticos a los países, hasta la po-
sible mejora en la prestación de servicios públicos y la 
interacción con los ciudadanos. Con el gobierno abier-
to se busca crear confianza en las instituciones a través 
de la transparencia y la rendición de cuentas, así como 
promover innovaciones que favorezcan la participa-
ción y colaboración para lograr una mejor solución 
a problemas sociales complejos. Comparar el gobier-
no abierto con un ecosistema resulta de gran utilidad 
dadas las diversas relaciones entre los elementos que 
lo componen y que se requieren para que sea exitoso. 
El gobierno abierto en la práctica requiere que sus ele-
mentos coadyuven a mejorar los procesos de decisión 
y transformen el ejercicio del gobierno. El propósito de 
este artículo es caracterizar al gobierno abierto como 
ecosistema, así como identificar sus principales com-
ponentes, relaciones y actores involucrados.
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Palabras clave: ecosistema, gobierno 
abierto, datos, gobernanza, tecnologías de 
la información, gobierno digital, gobierno 
electrónico.

Abstract

Important statements have been made 
about the value of open government, ran-
ging from its potential to foster democra-
cy in certain countries to the possible im-
provements in public service delivery and 
citizen interactions. Open government 
seeks to create confidence in institutions 
through transparency and accountability, 
and promote innovations that encourage 
participation and collaboration for bet-
ter solutions to complex social problems. 
Characterizing open government as an 
ecosystem is useful given the variety of 
relationships between the elements that 
constitute them and that are required for 
success. In practice, open government re-
quires of elements to help improve deci-
sion-making processes and transform go-
vernment functions. The purpose of this 
article is to characterize open government 
as an ecosystem, as well as to identify 
their main components, relationships and 
stakeholders.

Keywords: ecosystem, open government, 
data, governance, information technolo-
gies, digital government, electronic gover-
nment.
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Introducción

E
n esta realidad digital en la que se vive es 
común observar cambios en el gobierno, 
en las personas, en los procesos y en las 
relaciones, mismos que se dirigen hacia la 
apertura, pugnan por la colaboración y la 

participación y demandan transparencia y rendición 
de cuentas, todo con la finalidad de producir innova-
ciones en bienes y servicios que revitalicen a los países 
(Tapscott, Williams, y Herman, 2007: 1). Estos aspectos 
fueron impulsados por Obama en el Memorándum 
de 2009, cuando se comprometió a crear un nivel de 
apertura sin precedentes en el gobierno, mediante el 
establecimiento de un sistema de transparencia, par-
ticipación pública y colaboración, aprovechando las 
propuestas hechas durante su campaña para que los 
agentes gubernamentales hicieran uso de las tecnolo-
gías de la información, su conocimiento y experien-
cia, para lograr un gobierno abierto que empoderara a 
los ciudadanos (White House, 2009: 1, 2007).

En este sentido, la apertura del gobierno debe enten-
derse como el grado en que los ciudadanos tienen la 
capacidad de monitorear al gobierno e influir en los 
procesos gubernamentales, a través del acceso a la in-
formación pública —transparencia— y el acceso a las 
arenas del proceso de decisión-participación) (Meijer, 
Curtin, y Hillebrandt, 2012: 13).

El término de gobierno abierto resurge con una nue-
va connotación: la modernización del gobierno donde 
el uso y aprovechamiento de las tecnologías de la in-
formación permiten el desarrollo de una gobernanza 
colaborativa, donde es viable tener procesos compar-
tidos de responsabilidad en la recopilación de la in-
formación y toma de decisiones, donde se conforman U
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redes de comunicación e información que 
proveen una oportunidad para el inter-
cambio de ideas, la innovación y el acceso 
a la información (Noveck, 2008: 32, 37).

Por esa razón, la inclusión de la Web 2.0 
en el gobierno abierto dio lugar al conoci-
do Gobierno 2.0; esto es, la aplicación de 
capacidades y el uso de las herramientas 
colaborativas de la Web 2.0 para lograr 
una mejor gobernanza, rendir cuentas, y 
lograr un gobierno más eficiente. Por tan-
to, se ha impulsado una transformación 
en el modo de gobernar aprovechando 
las tecnologías de la información, con las 
cuales las relaciones gobierno-ciudadano 
se han modificado, y el conocimiento y ex-
periencia de los diversos interesados han 
dado lugar a redes de conocimiento que 
propician la colaboración para la resolu-
ción de problemas colectivos en todos los 
niveles sociales. También, ha surgido una 
nueva forma de organización, de promo-
ción, de colaboración relacionada con un 
ecosistema, donde todos los involucrados 
se interrelacionan e interactúan para lo-
grar un gobierno más flexible y participa-
tivo, que se desarrolle en un ambiente de 
intercambio, que favorezca la democracia 
y mejore la calidad de los servicios y su 
prestación (Government 2.0 Taskforces, 
2009: X; Millard, 2010: 2; Mintz, 2008: 18; 
O’Reilly, 2010: 16).

El ecosistema del gobierno abierto se in-
tegra con sistemas y componentes interde-
pendientes, donde los actores interactúan 

para lograr mejoras sociales (Zuiderwijk, 
Janssen, y Davis, 2014: 22; Harrison, Par-
do, y Cook, 2012; Mercado-Lara y Gil-Gar-
cía, 2014), además de encontrar nuevos 
medios y elementos para estimular la 
colaboración entre los diversos sectores 
y niveles, para promover la innovación y 
la eficiencia. De hecho para algunos auto-
res, con el ecosistema de gobierno abierto 
se busca una gobernanza abierta donde 
las jerarquías den paso a la construcción 
de redes, al acceso a la información y a la 
interacción de diversos sistemas y actores 
(Baumgarten y Chui, 2009: 26; Govern-
ment 2.0 Taskforces, 2009: 12; Nam, 2012: 2; 
Heimstadt, Saunderson y Heath, 2014: 2).

El propósito de este documento es con-
ceptualizar y presentar un ecosistema de 
gobierno abierto, así como analizar las 
posibilidades que, como ecosistema, tiene 
para funcionar de mejor manera a partir 
de cinco componentes clave: datos abier-
tos, gobernanza abierta, compromiso 
abierto, información abierta y actores. El 
documento se integra por siete secciones, 
incluyendo esta breve introducción. La 
segunda sección desarrolla y presenta un 
marco teórico para el gobierno abierto; en 
la tercera se define la metodología seguida 
para el desarrollo de este documento; en 
la cuarta se define el concepto de ecosiste-
ma. En la quinta se caracteriza el gobierno 
abierto como ecosistema a partir de los 
cinco componentes que deben ser consi-
derados en la práctica. En la sexta se expo-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A72

nen los beneficios de un ecosistema de go-
bierno abierto y en la séptima se proveen 
algunas conclusiones y se dan sugerencias 
para estudios futuros sobre este tema.

El gobierno abierto

Según Lathrop (2010: XIX), el gobierno 
abierto es el derecho que tiene la gente 
de acceder a documentos y actividades 
formales del gobierno. Esta idea no es 
nueva, existe desde el siglo XVI cuando 
se estableció en Suecia la difusión de los 
registros gubernamentales como derecho 
constitucional. El término se transformó 
para relacionarse más estrechamente con 
la secrecía y el derecho de los ciudadanos 
a conocer y juzgar las acciones y resulta-
dos de las instituciones y agentes guberna-
mentales. Pero en la era de la Sociedad de 
la Información, cuando las tecnologías de 
la información se desarrollan y crean nue-
vos retos, el concepto de gobierno abier-
to evoluciona e integra los principios de 
transparencia, participación y colabora-
ción. Sin embargo, en la práctica, los paí-
ses al implementar el gobierno abierto se 
concentraron en la transparencia y acceso 
a la información reducidas a la divulga-
ción de información gubernamental, pero 
sin fomentar la participación y evaluación 
de las actividades (Fung y Weil, 2013:110).

Para mediados de 2011 el gobierno abier-
to vuelve a evolucionar para convertirse 
en una estrategia innovadora que modifi-
ca la forma en que el gobierno desarrolla 

sus funciones. Con el uso de redes tecno-
lógicas que conectan a los individuos con 
el gobierno y con ellos mismos y haciendo 
uso de los datos abiertos, el gobierno so-
licita ayuda para resolver problemas. El 
fin del gobierno abierto es tomar ventaja 
del know-how de las organizaciones e ins-
tituciones externas para trabajar conjun-
tamente con los individuos  y lograr un 
gobierno más efectivo que tome mejores 
decisiones (Noveck, 2011, 2013: 70).

A través del gobierno abierto se redi-
señan las políticas para ir más allá de la 
transparencia y del acceso a la informa-
ción, e incluir importantes componentes 
como participación, colaboración y ren-
dición de cuentas, entre otros, para lograr 
una gobernanza abierta que promueva 
la innovación. Por ello se considera una 
forma de innovación abierta que ayuda a 
mejorar el funcionamiento organizacio-
nal, a tomar decisiones informadas, a pro-
mover la inversión empresarial y a resol-
ver problemas complejos de forma eficaz 
(Pyrozhenko, 2011: 3). Es así que el gobier-
no abierto implica diferentes iniciativas 
que identifican oportunidades, capacida-
des, resultados y retos en su implemen-
tación (Lee y Kwak, 2011: 8), a la vez que 
permiten rediseñar las instituciones para 
hacerlas más efectivas y promover, entre 
líderes y ciudadanos, la innovación para 
la resolución de problemas.

Recientemente el gobierno abierto se 
apoya en estrategias y aplicaciones identi-
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ficadas con el Gobierno 2.0. No existe una 
definición aceptada para el Gobierno 2.0 
pero se puede conceptualizar como una 
nueva forma de implementar el gobierno 
para dirigirlo hacia la apertura y la cola-
boración —apoyado por las herramientas 
de la Web 2.0—, donde hay consulta abier-
ta, datos abiertos, conocimiento compar-
tido y respeto por éste, reconocimiento 
de expertos y aceptación de acuerdos y 
desacuerdos para fomentar la partici-
pación y la colaboración (Wayne, 2009; 
Mercado-Lara y Gil-García, 2014: 3). Pero 
el Gobierno 2.0 se concentra más en el 
empoderamiento y el compromiso de los 
ciudadanos y tiene el potencial de modi-
ficar las prácticas gubernamentales y la 
relación gobierno-ciudadano, por lo que 
descansa en tres pilares (J. Bertot, McDer-
mott, y Smith, 2012: 2492; Government 2.0 
Taskforces, 2009: 2):

•	 Liderazgo, política y gobernanza para 
lograr el cambio de cultura organiza-
cional esencial que permita alcanzar 
el compromiso efectivo con los ciuda-
danos, y el cambio de prácticas en el 
sector público para que los servidores 
públicos demuestren interés y respeto 
a las contribuciones de los ciudadanos.

•	 Herramientas colaborativas y prác-
ticas de Web 2.0 en los procesos gu-
bernamentales, para incrementar la 
productividad y la eficiencia; hacer al 
gobierno colaborativo, responsable, 

participativo, que promueva la comu-
nicación, la creación de redes, así como 
el intercambio y deliberación de ideas.

•	 Acceso abierto a la información pú-
blica, reforzando la libertad de infor-
mación y construyendo los derechos 
de acceso, reúso libre y republicación 
de la información con miras a agregar 
valor a la información gubernamental, 
creando oportunidades al gobierno 
para mejorar y ser más eficiente.

Cuando los preceptos del Gobierno 2.0 
se integran a la conceptualización del go-
bierno abierto, se tiene el potencial de mo-
dificar las prácticas gubernamentales y la 
relación gobierno-ciudadano, al insertar 
las tecnologías de información a una nue-
va forma de organización, de promoción, 
de colaboración, donde la apertura de los 
datos y el conocimiento compartido favo-
recen el empoderamiento y el compromi-
so de los ciudadanos. En otras palabras, 
el gobierno abierto no es solo apertura en 
términos informacionales sino también 
en términos interactivos (Meijer, Curtin y 
Hillebrandt, 2012: 11).

Metodología

De acuerdo con Webster y Watson (2002: 
13), realizar una revisión de la literatura 
existente resulta ser vital para la elabora-
ción de cualquier documento, dado que 
a partir de ella pueden ser descubiertos 
diferentes aspectos del tema, ser sinteti-
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zados los trabajos teóricos existentes y 
cubrir el área de un tema del cual poco 
se ha escrito. En esta investigación, estas 
palabras se aplicaron en su totalidad. Es 
importante añadir que muchos documen-
tos encontrados ya asumen al gobierno 
abierto como ecosistema; sin embargo, no 
existe un sustento teórico o documental 
que valide esta caracterización. Sorpresi-
vo fue encontrar que el tema del gobierno 
abierto como ecosistema es muy nuevo y 
solamente existe un documento referido a 
este elaborado por Harrison, Pardo y Cook 
(2012) donde, desde la perspectiva de un 
ecosistema se provee de un marco para un 
programa de investigación sobre gobierno 
abierto, dentro del cual se buscó llamar la 
atención sobre aspectos importantes del 
gobierno que deben ser modificados para 
conformar redes interdependientes.

Aparte de este documento se encontró 
un blog de Luigi Reggi (2015) que involu-
crado en un programa de gobierno abierto 
que se lleva a cabo en la Universidad de Al-
bany, en Nueva York, creó un documento 
sobre la manera de mejorar el ecosistema 
de gobierno abierto. En este blog señaló 
siete aspectos que en su opinión resultan 
elementales para lograrlo.  Aunque no se 
encontró más información sobre el tema, 
si existen algunos documentos referidos 
a ecosistema y sistemas ecológicos, así 
como múltiples documentos referidos al 
ecosistema de datos abiertos, los cuales 
resultaron ser de gran utilidad para esta 

investigación. Pero la clave de esta inves-
tigación fue un video de Ontario, Canadá, 
correspondiente a una conferencia donde 
se expresaron diversas ideas que se con-
sideraron de gran ayuda para desarrollar 
un ecosistema de gobierno abierto. Los 
elementos clave de esa discusión, aunados 
a la revisión de literatura existente, sirvie-
ron para realizar el presente artículo.

Concepto de ecosistema

Desde la teoría del enfoque sistémico, un 
sistema es un conjunto de elementos que 
trabajan de manera conjunta en un espa-
cio determinado para producir resultados 
y alcanzar una meta establecida (Gil-Gar-
cía, 2008: 6). A partir de estas ideas, y para 
analizar la posibilidad de establecer un 
ecosistema de gobierno abierto, se hace 
necesario inicialmente introducir un eco-
sistema en sentido biológico. Se entiende 
como éste un dominio de acoplamiento 
flexible, habitado por especies que se agru-
pan para accionar de forma proactiva y 
sensible en su beneficio y para conservar 
el medio ambiente (Boley y Chang, 2007: 
2). Las especies necesitan interactuar en-
tre sí para crear un balance con el medio 
ambiente, del cual obtienen elementos 
para satisfacer sus necesidades. Cada ele-
mento o miembro de la especie conforma 
un ecosistema por sí mismo y conforma 
grupos con características similares que 
se apoyan y colaboran con otros para de-
fensa y supervivencia. De esta forma se 
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pueden observar aspectos esenciales en 
su comportamiento: interacción y com-
promiso, balance, dominio, acoplamiento 
y autoorganización.

Figura 1. Ejemplo de ecosistema biológico

Fuente: elaboración propia

Los ecosistemas pueden ser usados para 
crear interdependencias entre redes de 
intercambio basados en la cooperación y 
competencia; sus límites o fronteras son 
definidos a partir de la manera como las 
interacciones organizacionales se presen-
tan (Zuiderwijk, Janssen y Davis, 2014: 20). 
Por tanto, un ecosistema es un sistema 
donde los participantes se encuentran dé-
bilmente interconectados, dependen unos 
de otros para la supervivencia y se retro-
alimentan para mejorar o corregir des-
viaciones. Los ecosistemas sociales y por 
tanto, los gubernamentales por sí mismos 
son sistemas abiertos, esto es, sistemas 
que interactúan con el medio ambiente 

que les rodea, se interrelacionan y retroa-
limentan para comunicarse, mejorar pro-
cesos o superar problemas. Sin embargo, 
son difíciles de manejar al ser afectados 
por factores externos muchas veces im-
predecibles.

Ecosistema de gobierno abierto

Por analogía, el gobierno abierto como 
ecosistema digital es una comunidad 
abierta flexible, autoorganizada, integra-
da por diversos agentes proactivos que 
conviven, se agrupan, participan y cola-
boran con la finalidad de lograr una me-
jor calidad de vida y mantener un sano 
medio ambiente. Es una comunidad que 
se comunica y retroalimenta para que el 
gobierno aprenda de los ciudadanos y es-
tos de aquel. Como ecosistema digital, des-
cansa en una estructura que se crea o des-
aparece en función de las necesidades del 
medio ambiente. Para su supervivencia, 
los agentes necesitan cambiar la forma en 
que se relacionan, y por tanto intercam-
biar información, tener acceso a los datos 
gubernamentales y mejorar la comunica-
ción. Desde la perspectiva de ecosistema 
digital, el gobierno abierto se va a integrar 
por diversos elementos, acciones y medios 
que se interrelacionan e interactúan para 
lograr la eficiencia y contribuir al cambio 
(Harrison, Pardo y Cook, 2012: 900). Así 
mismo, se crean redes de expertos que im-
pulsan la solución de problemas en las ins-
tituciones de gobierno (Noveck, 2008: 37).
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Figura 2. Componentes del ecosistema de 

gobierno abierto

Fuente: Elaboración propia

Compartir al interior y exterior este con-
junto de elementos, acciones y medios, 
facilita el desarrollo de interacciones de 
competencia y cooperación entre diferen-
tes actores que promueven la participa-
ción y la colaboración para lograr la efi-
ciencia y, entre diversos elementos, como 
tecnologías de información, prácticas, 
políticas, regulaciones y reglas o infraes-
tructuras en un medio ambiente particu-
lar (Heimstadt, Saunderson y Heath, 2014: 
245; Nardi y O’Dasy, 1999). La implementa-
ción de un ecosistema de gobierno abier-
to implica considerar cinco componentes 
que por sí mismos conforman ecosistemas 
y proveen de un mayor entendimiento en 
cuanto al papel que tienen en el ecosiste-
ma de gobierno abierto. Estos son:

1.	 Datos abiertos, que invitan a pensar 
en una mayor accesibilidad y reusabi-

lidad de los datos gubernamentales, y 
no solamente en tener un catálogo de 
datos abiertos en un sitio web.

2.	 Gobernanza abierta, que promueve la 
creación de redes abiertas de colabo-
ración y participación entre sectores, 
así como la creación de oportunidades 
para innovar.

3.	 Compromiso abierto, que se desprende 
de la colaboración en línea, la confor-
mación de redes y el apoyo para resol-
ver problemas sociales.

4.	 Información abierta a partir de otor-
gar acceso de manera sencilla y accesi-
ble (GTec, 2015).

5.	 Actores, como elementos clave en el de-
sarrollo de eslabones que unan los ele-
mentos, los medios y las acciones para 
lograr la interacción y la innovación.

Estas partes funcionan integralmente 
conformando el ecosistema de gobierno 
abierto, donde las redes de interacciones 
facilitan el acceso a la información, re-
ducen tiempos, permiten la cooperación, 
fomentan la participación e impulsan la 
innovación y el desarrollo.

Datos abiertos
Los datos son la materia prima de la era de 
la información y cada día crecen más, por 
lo que las organizaciones públicas y priva-
das están en un proceso de búsqueda para 
encontrar la forma de recopilarlos para 
luego utilizarlos, analizarlos, manipular-



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 77

los y modificarlos, de tal modo que pueda 
ser obtenido un valor que les permita ser 
más competitivas. Los datos son las expre-
siones cuantitativas y cualitativas que se 
asume ocurren y no se producen del aná-
lisis o interpretación (Maude, 2012: 3). Se 
caracterizan por ser información guarda-
da en formato  digital como documentos, 
bases de datos, transcripciones y eventos  
(Poikola, Kola y Hintikka, 2010: 13). Cuan-
do se vinculan, estos datos son publicados 
en los sitios web en formatos que las má-
quinas pueden leer para vincularse con 
otros datos conformando conjuntos de 
datos (Kalampokis y Tambouris, 2011: 5).

Con el desarrollo de los movimientos 
de apertura aumentó el número de datos 
y con ello las necesidades de ordenación 
y catalogación para su uso y reúso. Estos 
movimientos de apertura —datos abier-
tos, fuente abierta, contenido abierto y 
acceso abierto— facilitaron un nuevo tra-
tamiento de la información (Quintanilla y 
Gil-García, 2013: 25). Los datos abiertos, re-
feridos al uso de los datos sin permiso ex-
plícito o modificación de ellos para crear 
nuevos datos (Murray-Rust, 2008: 53), se 
convirtieron en elemento clave para el 
desarrollo del gobierno abierto (O’Reilly, 
2010; Pyrozhenko, 2011: 9, 21), al impulsar 
la innovación para mejorar y encontrar 
nuevas formas de responder a las diversas 
circunstancias (Zuiderwijk et al., 2014: 3), y 
por tanto mejorar la prestación de servi-
cios. 

Dado que los gobiernos producen gran-
des cantidades de datos en las diversas 
esferas de actividad, muchos de estos da-
tos empezaron a ser abiertos y utilizados 
para el propósito de gobierno abierto ini-
cialmente en un sitio web de Estados Uni-
dos. Este sitio web permitió a los usuarios 
buscar y analizar los gastos de campaña 
(Yu y Robinson, 2012:192); pero fue hasta 
el desarrollo del sitio GovTrack.us que los 
datos abiertos se vincularon con el gobier-
no abierto (Idem). A partir de entonces y 
con el impulso del Memorándum de Oba-
ma (White House, 2009), los gobiernos se 
han dado a la tarea de desarrollar infraes-
tructuras de datos que comprenden la in-
formación pública disponible en formatos 
abiertos, para facilitar su utilización. Mu-
chos países han establecido sitios web que 
funcionan como ventanilla única para ac-
ceder a los datos abiertos.

Las organizaciones y sistemas que ope-
ran los datos conforman una infraestruc-
tura de datos abiertos que los gobiernos 
deben impulsar para que sea de uso gene-
ral y que funcione como facilitadora de la 
utilización de los datos. Esta infraestructu-
ra provee elementos para que individuos 
y agentes gubernamentales interactúen 
dentro de la red, dando lugar al ecosis-
tema de datos abiertos (Poikola, Kola y 
Hintikka, 2010: 14; Zuiderwijk, Janssen y 
Davis, 2014: 22). Este ecosistema permite a 
los usuarios innovar formas de satisfacer 
sus necesidades, de ahí la importancia de 
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analizar los datos a publicarse, mismos 
que deben cumplir con las características 
de ser útiles a las personas, además de ser 
accesibles.

Los ecosistemas de datos abiertos funcio-
nan, como todo sistema abierto, mediante 
ciclos  que permiten la retroalimentación, 
y facilitan el intercambio de información 
con los que publican esta y con los info-
mediarios (desarrolladores multimedia, 
academia o sociedad civil), que juegan 
un rol primordial y crean valor a los da-
tos crudos; es decir, la interacción con las 
personas que producen datos, con los que 
consumen los datos, con los  que analizan 
los datos, con los que los integran o crean 
aplicaciones y con los que reúsan esos da-
tos, resulta ser esencial para establecer un 
sistema dinámico soportado por un con-
texto bottom-up de innovación  (Pollock, 
2011; Ubaldi, 2013: 27–28). El valor de los 
datos abiertos se encuentra en la utilidad 
para resolver problemas y satisfacer nece-
sidades (Harrison, Pardo y Cook, 2012: 912). 
Los ecosistemas de datos abiertos crean y 
por tanto, sustentan el ecosistema de go-
bierno abierto, dado que muchos de los 
datos son publicados por el gobierno. En-
tonces, un ecosistema de gobierno abierto 
enfatiza las interrelaciones entre datos, 
proveedores de datos abiertos, usuarios 
de los datos abiertos, infraestructura ma-
terial e instituciones (Zuiderwijk, Janssen 
y Davis, 2014: 22), fomentando de esta ma-
nera la transparencia.

En suma, un ecosistema de datos abier-
tos permite pasar de la prestación de ser-
vicios que se otorgaba mediante el gobier-
no electrónico a la transparencia, con la 
intervención e interrelación que se crea 
entre infomediarios, es decir, entre desa-
rrolladores, activistas, medios de comu-
nicación y proveedores (Prince y Jolías, 
2013:15); por lo que, en consecuencia, se 
conforma como un elemento esencial del 
ecosistema de gobierno abierto.

Gobernanza abierta
El concepto de gobernanza como forma 
de gobernar refiere un modo cooperativo 
donde los actores estatales y no estatales 
participan en red.  Entender la gobernanza 
implica pensar en la presencia de líderes, 
de redes de participación, de protocolos de 
control de gestión, de derechos de decisión, 
así como en interacciones entre actores, in-
terdependencia entre organizaciones y au-
toorganización de las redes (Mayntz, 2000: 
36; Rhodes, 2005: 108–9; Cerillo, Martínez e 
Instituto Nacional de Administración Pú-
blica, 2005: 13). En este sentido, se confor-
man  redes de gobernanza que explican la 
interdependencia y relaciones entre los di-
versos actores, además de ser la respuesta 
más apropiada a los retos que constituyen 
la creciente fragmentación, la complejidad 
y el dinamismo societal (Sørensen y Tor-
fing, 2007: 6). Las redes de gobernanza se 
caracterizan por permitir una articulación 
horizontal de actores interdependientes, 
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pero operacionalmente autónomos, donde 
la interacción es a través de negociaciones 
que se llevan a cabo dentro de un marco 
normativo cognitivo e imaginario que se 
autoregula dentro de los límites estable-
cidos por las diversas agencias externas, 
para contribuir a la producción de utilidad 
pública (Ibidem, 2007: 9). Esta relación da 
lugar a la gobernanza abierta, que se con-
solida cuando se presenta la interacción y 
un proceso de toma de decisiones. La go-
bernanza abierta será clave para mejorar 
la productividad y aumentar el bienestar 
social.

La gobernanza abierta involucra, además, 
prácticas relacionadas con datos enormes 
(big data); financiamiento y subcontrata-
ción de personas para realizar un trabajo 
(crowdsourcing); medios de comunicación 
digital y tecnologías de la comunicación; y 
la gestión del conocimiento, aspectos que 
se tornan claves para alcanzar una mayor 
interacción, y promover la participación. 
Por tanto, la gobernanza y los avances de 
las tecnologías de la información vincu-
lados a los principios de gobierno abierto 
permiten pensar en la gobernanza abierta 
que los pone en práctica, donde las relacio-
nes entre líderes, instituciones y políticas 
públicas y ciudadanos con acceso a infor-
mación útil interactúan y participan en 
el gobierno. La gobernanza abierta es im-
portante porque favorece la capacidad de 
las comunidades para intentar aprender y 
adaptar sus acciones hacia mejores resul-

tados, así como desarrollar emergencia de 
soluciones efectivas (Hudson, 2016; Kras-
nosilska, 2015: 2).

Alcanzarla requiere de un análisis muy 
detenido para encontrar la fórmula que 
permita cambiar a las instituciones de go-
bierno y hacerlas descentralizadas y flexi-
bles, donde fluya la información para que 
sean más efectivas; donde pueda divulgar-
se la información más rápido, realizarse 
mejores decisiones, así como reducir cos-
tos y operar más transparentemente, de 
tal manera que puedan solucionarse pro-
blemas de manera más eficiente (McGa-
han, 2015; Noveck, 2012). En este sentido, 
el intercambio de ideas, la colaboración y 
la innovación resultan elementales para 
posibilitar mayor acceso al conocimiento 
para favorecer la cooperación, es aquí don-
de las redes sociales se convierten en ele-
mento vital para trabajar conjuntamente 
y construir un estándar o fórmula que per-
mita gobernar (Noveck, 2012).

Entonces, la gobernanza abierta confor-
ma un ecosistema por sí mismo que invita 
a la integración e interacción de los acto-
res en las diversas arenas para lograr inno-
vaciones sociales importantes que sirven 
para la solución de problemas. De esta ma-
nera, representa también una parte impor-
tante del ecosistema de gobierno abierto.

Compromiso abierto
El compromiso de los individuos para 
transformar su entorno y mejorarlo se ha 
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ido modificando con la presencia de las 
tecnologías de la información y la aper-
tura que estas han brindado para obte-
ner más información útil que facilite la 
cooperación. El compromiso abierto, que 
involucra esfuerzos para expandir la par-
ticipación en la toma de decisiones, ha 
promovido el cambio en la formulación 
de políticas y en la práctica gubernamen-
tal, al desarrollar formas participativas de 
gobernanza, de tal forma que se crean coa-
liciones y colaboración entre la sociedad 
civil, el sector privado y el gobierno; pero 
también en las relaciones entre estos sec-
tores (Reddel y Woolcock, 2004: 75).

El compromiso abierto que nace del diá-
logo, la participación y colaboración de 
los ciudadanos es esencial para el gobier-
no abierto, de ahí la necesidad de crear 
primero, un marco político que integre 
una reforma institucional dirigida a me-
jorar la coordinación, la integración de 
servicios, la participación ciudadana y la 
consulta, acciones que favorecen el impul-
so del compromiso abierto, para que los 
ciudadanos sean capaces de discutir y ge-
nerar opciones independientes útiles que 
permitan impulsar la toma de decisiones. 
Posteriormente, este compromiso requie-
re del desarrollo de políticas colaborativas 
y una reforma política que acerquen al go-
bierno y a las comunidades.

Pero las tecnologías de la información 
también han modificado la manera en que 
interactúan el gobierno y los ciudadanos, 

abriendo las puertas a la transparencia, al 
compromiso público y a la mejora del ac-
ceso. Crear un sitio web enfocado a estas 
acciones, donde se otorgue información 
y apoyo, puedan realizarse consultas o se 
enseñe a utilizar los datos abiertos (Ver si-
tio open.canada.ca), puede traer grandes 
beneficios en el desarrollo del ecosiste-
ma del gobierno abierto. En este sentido, 
no debe olvidarse que las tecnologías han 
dado lugar a una nueva perspectiva del 
compromiso ciudadano con el surgimien-
to de los medios sociales, es decir, ese con-
junto de herramientas en línea diseñadas 
para y centradas en la interacción social, 
que integran múltiples tecnologías y ser-
vicios basados en la web, como mensaje-
ría, foros, chats, mundos virtuales y los 
servicios de redes sociales que son de ca-
rácter expresivo y wikis, sitios web o blogs 
de carácter colaborativo (Bertot, Jaeger y 
Hansen, 2012: 30; Lee y Kwak, 2011: 492).

Estas herramientas basadas en el conte-
nido creado por los usuarios de estos me-
dios, ubicados en diversos niveles cultu-
rales, sociales y geográficos ha dado lugar 
al fortalecimiento de redes que facilitan 
diversos puntos de vista sobre un tópico 
o tema específico, y permiten  a los indivi-
duos interactuar informalmente con el go-
bierno (Lee y Kwak, 2011: 498). Estas redes 
conforman ecosistemas que comparten 
intereses y se mueven alrededor y al inte-
rior del ecosistema del gobierno abierto. 
Los contenidos colaborativos pueden ser 
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filtrados, organizados y convertidos en da-
tos útiles para promover la innovación, la 
participación y la colaboración abiertas. 
La participación referida al compromiso 
que adquieren los individuos en las comu-
nicaciones interactivas simples donde se 
intercambian ideas informadas. La colabo-
ración referida al compromiso que adquie-
ren los sectores público, privado y social 
para interactuar e interrelacionarse para 
realizar tareas más complejas tendientes a 
crear resultados específicos (Idem).

Es importante retomar el papel que 
juega el crowdsourcing en este aspecto de 
compromiso abierto. Crowdsourcing es un 
tipo de actividad participativa en línea en 
la cual se propone a un grupo de perso-
nas con diversos conocimientos realizar 
determinadas actividades de manera vo-
luntaria. La participación puede ser eco-
nómica, de conocimientos o experiencia y 
trae beneficio tanto para el que la solicita 
como para el que la realiza (Estelles-Arolas 
y Gonzalez-Ladron-de-Guevara, 2012: 197). 
Entonces, al ser el crowdsourcing un mode-
lo en línea de producción y resolución de 
problemas, facilita y promueve el compro-
miso abierto que conlleva a las personas a 
organizarse para impulsar soluciones.

Información abierta
La información es elemento clave del go-
bierno abierto. La información ha cam-
biado al mundo y las tecnologías de la 
información han posibilitado el cambio 

y el flujo de información a través de las 
computadoras, Internet, la Web, los me-
dios sociales y las aplicaciones móviles. 
Pero para que el cambio se logre, la infor-
mación no solamente debe ser útil, esto es, 
información confiable, accesible, relevan-
te, clara, actualizada, oportuna y concreta 
(Quintanilla, 2014: 8), sino que debe estar 
disponible y ser accesible en diversos len-
guajes y formatos de forma inmediata, es 
decir, debe ser información abierta.

A diferencia de los datos abiertos que per-
miten el libre acceso, distribución, trans-
misión y adaptación sin restricciones, la 
información abierta es integrada por datos 
abiertos procesados que facilitan la toma 
de decisiones cuando son interpretados 
(Prada, 2008: 184). En el gobierno abierto, 
esta tampoco está sujeta a restricciones de 
privacidad y seguridad, como sucede con 
reportes, estudios, mapas o legislación. La 
información abierta de carácter público, 
ayuda a los interesados a conocer la ma-
nera en que los gobiernos se desenvuelven, 
funcionan y utilizan los recursos públicos 
y atienden los problemas (Government of 
Canada, 2016, 2011: 5-6).

La información abierta ofrece múltiples 
oportunidades para crear valor en el uso 
de la información gubernamental. La in-
corporación de la Web 2.0 ha ayudado a 
crear diálogos, retroalimentación y reco-
mendaciones que promueven el uso de la 
información gubernamental para atender 
diversos propósitos (Dawes y Helbig, 2010: 
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52). Los individuos pueden estar mejor in-
formados o interrelacionarse con perso-
nas y tratar temas específicos; los gobier-
nos pueden utilizar estas herramientas 
para comprender las necesidades y res-
ponder a ellas; en conjunto, esto da lugar 
a que la información sea más accesible, 
sean removidas las barreras geográficas o 
de otro tipo para facilitar el intercambio 
de información y la participación, y pro-
movidas la cooperación y la colaboración.

No obstante, el gobierno abierto se en-
frenta a múltiples problemas relacionados 
con la privacidad y la seguridad. Se obser-
va que, a pesar de la legislación existente, 
información privada circula ampliamente 
en la Web con y sin autorización del titu-
lar, lo que daña la idea de la información 
abierta. El acceso a información y el uso 
de ésta, si bien ha abierto oportunidades 
a la transparencia, también ha creado un 
riesgo previsible. Las redes gubernamen-
tales han sido objeto de múltiples ataques 
difíciles de detectar, como sucedió con 
WikiLeaks (organización que publica in-
formación desconocida, secreta, clasifica-
da, censurada u opaca), que muestran los 
retos del gobierno para abrir información 
que garantice la seguridad social, política 
y económica, así como los derechos hu-
manos. Se requiere desarrollar soluciones 
no solo tecnológicas sino estratégicas, que 
permitan identificar los riesgos, aplicar 
la legislación a cabalidad para proteger 
la privacidad (Moore, 2011: 142; Microsoft 

U.S. Government, 2010), así como desarro-
llar mejores interacciones entre el gobier-
no y los ciudadanos (Meijer, Curtin y Hi-
llebrandt, 2012: 13).

Actores
En un ecosistema de gobierno abierto se 
observan múltiples actores y dominios 
que interactúan; normalmente estos ac-
tores se encuentran agrupados en los sec-
tores público, privado y social.  El sector 
público se encuentra relacionado con el 
aparato de Estado y las entidades que faci-
litan su funcionamiento, como sindicatos, 
partidos políticos, organismos autónomos 
y agentes gubernamentales. A todos es-
tos actores en un ecosistema de gobierno 
abierto les corresponde tanto el análisis 
como la apertura de datos e información 
útil para la toma de decisiones; estimular 
los procesos de innovación; promover la 
participación, la colaboración, el compro-
miso, así como lograr la mayor interac-
ción entre los diversos actores haciendo 
uso de las herramientas y tecnologías ne-
cesarias para lograr una mayor gobernan-
za.  En un ecosistema de gobierno abierto, 
las organizaciones gubernamentales son 
vistas como los actores centrales que lle-
van a cabo metas dirigidas a la buena go-
bernanza. Estos actores conforman una 
red integrada por los servidores públicos 
o instituciones que dentro y a través de 
las organizaciones intercambian informa-
ción. Con las tecnologías de la informa-
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ción esta red conforma la infraestructura 
social del ecosistema a través de la cual 
fluye la información (Harrison, Pardo y 
Cook, 2012: 907).

Poco se ha escrito sobre el papel que jue-
ga el sector privado en el gobierno abier-
to. Sin embargo, es importante considerar 
que las empresas del sector privado, que 
son fuentes de recursos y capital humano, 
tienen la capacidad de resolver proble-
mas. Además, son productoras de múlti-
ples datos y, aunque la mayor parte de las 
veces se vinculan con regulaciones gu-
bernamentales, proveen información útil 
que puede servir para desarrollar y crear 
nuevas acciones o mejoras en la forma de 
vida de los individuos. Porque la apertu-
ra puede traducirse tanto en innovación 
como en marcos de eficiencia interna; en 
promoción de la retroalimentación entre 
trabajadores y empleadores, así como en 
la mejora de servicios y productos, la in-
teracción del sector privado con el gobier-
no abierto puede ayudar a reducir costos 
y riesgos (Herzberg, 2014), a la vez que 
puede apoyar al gobierno para mejorar su 
funcionamiento mediante la provisión de 
herramientas técnicas, así como de sitios 
que permiten a los ciudadanos analizar 
los procesos internos de este. La interrela-
ción del sector privado con el gobierno se 
acrecienta con la transparencia y la rendi-
ción de cuentas que no solo crea confian-
za, sino que transforma el ambiente de ne-

gocios y promueve un clima de inversión 
(Tisné, 2014).

El sector social, que incluye a la sociedad 
civil en la cual se agrupan las organizacio-
nes no gubernamentales y las institucio-
nes interesadas en el bienestar social, ade-
más de otras formas de agrupación social, 
normalmente no se involucra en el accio-
nar gubernamental. Ello obedece a varias 
causas: la baja tasa de acceso a las tecno-
logías de la información y a la banda an-
cha; una larga tradición de participación 
centrada únicamente en el voto; una cre-
ciente falta de credibilidad en las acciones 
de los gobiernos y el síndrome del oportu-
nista, es decir, aún sin la participación las 
decisiones son hechas (Komito, 2005: 40).

Una de las claves del gobierno abierto 
es lograr que el sector social se involucre 
y comprometa con los otros actores para 
crear un ambiente más transparente, que 
participe en los diferentes aspectos de la 
vida pública, privada y social, tomando en 
cuenta sus aportaciones y conocimientos 
(Brodie et al., 2011: 15, 24). Para ello, los go-
biernos están empezando a considerar la 
importancia que han adquirido los datos 
abiertos, el acceso a la información, a las 
tecnologías, la banda ancha, la apertura, 
disposición de mecanismos para la toma 
de decisiones y la capacidad de que la so-
ciedad pueda contribuir en el diseño de la 
agenda política, especialmente utilizando 
las tecnologías de la información como 
herramienta de apoyo (Macintosh, 2004: 
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2). Una prueba de ello se observa en la par-
ticipación que algunas organizaciones de 
la sociedad civil están teniendo en el desa-
rrollo de los planes de acción de la Alianza 
para el gobierno abierto.

En estos tres sectores se hospedan di-
ferentes dominios que permiten pres-
tar servicios o adquirir productos como 
arrendadores, vendedores, contratistas, 
desarrolladores de software, capacitadores, 
consumidores, investigadores, servidores 
públicos, productores, proveedores de In-
ternet y de productos, desarrolladores de 
servicios, medios de comunicación, mer-
cados de trabajo, intermediarios de varios 
tipos como los diseñadores de aplicaciones 
o publicistas que facilitan el acceso y uso 
de datos, proveedores de una educación 
abierta e innovadores. Estos diversos ac-
tores conforman redes de participación 
voluntaria que interactúan y se relacionan 
libremente creando acuerdos, deliberando 
o llegando a consensos, lo que facilita la 
participación y la colaboración elementa-
les en un ecosistema de gobierno abierto.

Internet ha jugado un papel importante 
porque ha otorgado a estos actores el po-
der de producir, distribuir y tener acceso 
a información que a su vez permite a los 
interesados, que se pueden y quieren co-
nectar, tener un rol en el proceso de toma 
de decisiones, en el proceso de hechura de 
políticas, en la aprobación de leyes o en la 
implementación de programas. Es impres-
cindible agregar que usar las tecnologías 

de la información e Internet para impul-
sar la discusión y convertir la participa-
ción en una acción significativa requiere 
de diferentes conocimientos y habilidades 
(Reich, 2010: 132), por lo que la educación 
no solo tiene un papel importante, sino 
que es esencial para promover la partici-
pación y la inclusión. Porque los gobier-
nos pueden resolver problemas si interac-
túan con los ciudadanos y colaboran con 
otros sectores, propiciar la vinculación y 
la colaboración entre los diversos actores 
enriquece al ecosistema de gobierno abier-
to porque ayuda el desarrollo de ideas, la 
creación de empleos, la innovación y el 
crecimiento económico (Moss, 2012: 2).
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Como ya se ha visto, un ecosistema de 
gobierno abierto por sí mismo crea valor 
al intercambiarse productos, ideas y ser-
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vicios. Además de dar lugar a transfor-
maciones sustanciales de la economía, a 
mejores decisiones, a nuevos productos 
y servicios, a mayor participación, trans-
parencia y rendición de cuentas. Ello 
obedece a que los gobiernos sirven como 
productores de las políticas,  proveedores 
de datos abiertos, catalizadores y usuarios 
(Chui, Farrel y Jackson, 2014: 13). Un eco-
sistema de gobierno abierto bien diseñado 
permite que el gobierno actúe como un 
sistema abierto que interactúa con su me-
dio ambiente interno y externo, lo que in-
cluye relacionarse y colaborar con provee-
dores de servicios y productos, agencias 
públicas, empresas para realizar acciones 
de contratación externa (outsourcing), ins-
tituciones financiadoras, competidores y 
clientes que retroalimenten los procesos 
y los resultados. Todos estos actores in-
volucrados deben caracterizarse por ser 
saludables, es decir, deben funcionar de 
manera transparente para alcanzar el de-
sarrollo integral del todo. De ahí que las 
redes ayuden a la vinculación y comuni-
cación creando enorme valor y removien-
do las barreras (Iansiti y Levien, 2004: 5, 7).

Si se piensa que el gobierno abierto de-
pende de estos múltiples actores para 
prestar servicios o entregar productos, 
entonces aprovechar las relaciones para 
lograr la interacción y la colaboración 
de ellos promete eficiencia en la entrega 
de resultados y, potencialmente, políticas 
públicas más eficaces. Sin embargo, el 

buen funcionamiento de un ecosistema 
de gobierno abierto requiere de un ma-
yor compromiso y empoderamiento de 
los ciudadanos, inversión en experiencia 
y construcción de capacidades para crear 
un gobierno efectivo y accesible (Farrel y 
Goodman, 2013). Al crearse sistemas de co-
municación abierta entre los diversos ac-
tores y aprovechar las oportunidades que 
brindan las tecnologías para diseminar 
información, no solo favorece la creación 
de redes de colaboración, sino que reduce 
los costos que trae consigo la publicación 
de información.

Cuando el gobierno es un espacio de in-
tercambio de bienes y servicios (O’Reilly, 
2010) se transforma en una plataforma que 
dentro del Gobierno 2.0 se convierte en un 
ecosistema de innovación económico-so-
cial, de intercambio de herramientas y tec-
nologías que requiere de datos de calidad, 
útiles y disponibles, hacer viable la com-
petencia y reducir las barreras (Harrison, 
Pardo y Cook, 2012: 905, 906; O’Reilly, 2010; 
Iansiti y Levien, 2004: 2). De esta manera, 
la economía puede reactivarse y el país 
lograr un desarrollo sustentable.  Política 
y socialmente, un ecosistema de gobierno 
abierto permite la presencia de una mayor 
transparencia, de participación, compro-
miso y empoderamiento, además de im-
pulsar una mejora en los servicios existen-
tes e impulsar nuevos, así como promover. 
Económicamente, estimula la competiti-
vidad, la innovación y el crecimiento, así 
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como la mejora de procesos, productos, 
servicios y desarrollo de nuevos (Janssen, 
Charalabidis y Zuiderwijk, 2012: 8).

Por tanto, el ecosistema de gobierno 
abierto trae aparejada la productividad, es 
decir, la habilidad de convertir los datos 
crudos en información útil que propicie 
la solución de los problemas sociales; la 
robustez para proveer beneficios perdu-
rables enfrentando los cambios tecnoló-
gicos, sociales y económicos, para que las 
relaciones entre los actores no se alteren 
y permanezcan; el control de piezas clave 
que por un lado, simplifiquen la interco-
nexión entre y con los participantes para 
propiciar el incremento de la producti-
vidad y, por otro, incorporen innovación 
tecnológica que facilite enfrentar el cam-
bio y acrecentar la robustez, a través de 
la interdependencia que se llegue a crear 
entre los actores y un mayor desempeño 
institucional (Iansiti y Levien, 2004: 8, 14).

Conclusiones

Como se ha visto el desarrollo de un eco-
sistema de gobierno abierto es difícil y no 
se llevará a cabo en unos cuantos años. 
Lograr la interacción e interdependencia 
de los diversos actores, especialmente la 
que se ha expandido con las redes socia-
les, resulta todavía problemático, especial-
mente si se piensa en el escaso desarrollo 
tecnológico y de telecomunicaciones que 
aún está presente en muchos países, así 
como la poca comunicación y, por ende, 

colaboración que a la fecha existe entre 
los diversos actores. No obstante, impul-
sar las interacciones puede favorecer la 
necesaria interrelación y promete ayudar 
a lograr cierto compromiso ciudadano y 
social esencial para mejorar la forma de 
gobernar y obtener mayores beneficios.

Es un hecho que la práctica rebasa mu-
chas veces a la teoría. No es lo mismo ex-
presar las ideas en papel que realizarlas 
o llevarlas a cabo. Los diversos contextos, 
las diferentes situaciones geográficas, so-
ciales, económicas y políticas afectan la 
manera como se puede impulsar al go-
bierno, pero no deja de ser viable crear las 
condiciones. Estas van desde desarrollar 
confianza en los actores, realizando accio-
nes dirigidas a fortalecer la transparencia, 
la apertura de información y la rendición 
de cuentas, pasando por un cambio de 
estructuras organizacionales para hacer 
estas más flexibles y eficientes; por una 
apertura de la información que promueva 
la creación de conocimiento y con este la 
participación y la innovación; por el inter-
cambio real de opiniones a través del uso 
y aprovechamiento de las tecnologías de 
la información, que favorezca la comuni-
cación y por tanto, la retroalimentación, 
hasta el desarrollo de redes fortalecidas 
que impulsen la colaboración.

Tener una idea clara de los elementos, 
acciones y medios que se tiene en un país 
y las diversas interacciones que entre ellos 
se presentan, tanto en el contexto interno 
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como en el externo, puede impulsar el 
desarrollo de un ecosistema de gobierno 
abierto robusto y fortalecido, donde los 
elementos de este se conjuguen para lo-
grar mayor transparencia, participación 
y colaboración, de esta forma, ayudar a la 
resolución de problemas sociales comple-
jos e impulsar una mejor calidad de vida.
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Resumen

El concepto de ciudadanía es clave para el gobierno 
abierto, y en el ciberespacio serán los saberes propios 
del entero de los estudiantes elementos de cambio que 
permitan a los universitarios exigir apertura de la so-
ciedad y del gobierno. En este estudio hemos utilizado 
la noción de ciudadanía digital en el contexto acadé-
mico para hacer evidentes los usos de las Tecnologías 
de la Información y de la Comunicación que tienen los 
estudiantes con un sentido específico, orientado por 
una cultura disciplinaria y delimitado por las prácti-
cas académicas propias de este nivel educativo. Para 
caracterizar la ciudadanía digital de los universita-
rios, realizamos una investigación con 171 estudiantes 
de cuatro programas educativos distintos, ofrecidos 
en una universidad pública estatal mexicana durante 
2014. La observación de las prácticas digitales en los 
estudiantes universitarios, como ciudadanía digital, 
se hizo a partir de la categorización de las valoracio-
nes y actitudes relativas al respeto del derecho de au-
tor, a la realización de prácticas digitales apegadas a la 

1 	 Investigadora de la Universidad Veracruzana. México. ORCID: 
0000-0002-4229-8306.

2	 Profesor e Investigador de la Universidad Veracruzana. México. 
Miembro del Sistema Nacional de Investigadores del Conacyt, nivel 
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ética y al seguimiento de normas escritas 
que tienen los sujetos de investigación.

Palabras Clave: Ciudadanía digital, Tec-
nologías de Información y Comunicación, 
saberes digitales

Abstract

The concept of citizenship is central to 
open government and in cyberspace, it 
will be the digital knowledge set students 
have, the vehicle of change that will allow 
the university stakeholders to demand 
openness to society and government. In 
this research we have used the notion of 
digital citizenship in the academic con-
text to show the uses of information and 
Communication Technologies students 
have with a specific sense, guided by a dis-
ciplinary culture and defined by the aca-
demic practices of this educational level. 
To characterize the digital citizenship of 
university students, we conducted an in-
vestigation with 171 students from four 
different educational programs, offered 
at a Mexican state public university in 
2014. The observation of digital practices 
in university students, as digital citizen-
ship, was made from the categorization of 
the valuations and attitudes relative to the 
respect of the author’s right, to the accom-
plishment of digital practices attached to 
the ethics and to the follow-up of written 
norms that have the subjects of investiga-
tion.

Keywords: Digital citizenship, Informa-
tion and Communication Technologies, 
digital knowledge.
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Introducción

L
a incorporación de las Tecnologías de la 
Información y de la Comunicación (TIC) a 
la educación superior puede ser estudiada 
desde distintas perspectivas, como la tecno-
lógica, la histórica, la sociológica y la peda-

gógica; siendo la intención, en todos los casos, la arti-
culación de nociones y teorías que permitan explicar 
y analizar las causas externas o internas del fenóme-
no, así como los efectos que tienen las TIC en las fun-
ciones sustantivas de los actores universitarios.

Para dimensionar la complejidad asociada a la incor-
poración de las TIC a las funciones sustantivas de las 
Instituciones de Educación Superior (IES) no solamen-
te es necesario reconocer la importancia de estas para 
el desarrollo social, cultural y económico de las socie-
dades actuales, sino también el papel que juegan para 
la promoción de una participación activa de los univer-
sitarios en la vida política nacional; de forma tal que 
resulte inminente anticipar que existen nuevos retos 
relacionados con el surgimiento de la profesión acadé-
mica, su masificación, globalización y politización.

Debe señalarse que la vida académica de los actores 
universitarios se determina no solo por los valores bá-
sicos de la universidad latinoamericana —igualdad, 
autonomía, libertad y excelencia (Brunner, 2007)—, 
sino también por factores externos capaces de incidir 
en la vida política de las naciones. En la medida en que 
los universitarios desarrollen una serie de prácticas a 
ejercer en el entorno digital que los habiliten para con-
vivir de manera respetuosa, su participación digital en 
la vida política del país podrá ser factible.

En el proyecto Brecha Digital en Educación Superior 
(Ramírez, Casillas y Ojeda, 2013), a este conjunto de C
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prácticas se les refiere como ciudadanía 
digital de los estudiantes universitarios, y 
en el presente texto se conserva el mismo 
sentido de la noción, por lo que al hablar 
de ciudadanía digital se hace referencia 
principalmente al respeto de los derechos 
de autor, a las buenas prácticas del uso de 
TIC y a la netiquette esperada de los estu-
diantes universitarios. Lo anterior parte 
principalmente de la idea de que 

si la condición jurídica del ciudadano es 
el resultado de un largo proceso de lu-
chas por el reconocimiento de los dere-
chos, la dimensión social y cultural de la 
ciudadanía es una elaboración refinada 
de un modo de vida bueno con los de-
más, que obliga a los sujetos a interiori-
zar una serie de valores y pautas de com-
portamiento […], así como la renuncia de 
parte de sus libertades para que otros las 
puedan tener (Sacristán, 2003:19).

En las últimas décadas, un nuevo tipo de 
universidad ha surgido. Una universidad 
que se aleja del espacio y del tiempo, del 
aquí y del ahora. Una universidad para la 
modernidad. Modernidad que puede ser 
líquida (Bauman, 2007) y en la que las IES 
trasciendan su carácter local para insta-
larse en lo global y atemporal; que se arti-
culen mediante la habilitación institucio-
nal de las TIC; y que se diversifiquen. 

La universidad moderna es más com-
pleja que antes y se modifica por factores 

externos y por políticas sin precedentes 
que involucran a diversos actores de esfe-
ras que exceden a lo regional y a lo esta-
tal, que se logran instalar en el orden de lo 
global (Sanahuja, 2011: 201). Ante este con-
texto globalizado surgen movimientos de 
TIC para el desarrollo o ICT4D —por sus 
siglas en inglés Information and Communi-
cation Technologies for Development—, que 
buscan facilitar la comprensión crítica del 
modelo de globalización, reafirmar el vín-
culo de desarrollo, justicia y equidad; re-
conocer los derechos humanos de cuarta 
generación; promover una conciencia de 
ciudadanía global (Celorio y López, 2007: 
132); y constituir una educación para el de-
sarrollo y la ciudadanía global, lo que im-
plicaría un replanteamiento del sistema 
educativo en distintos niveles. 

Repensar la educación para una moder-
nidad líquida conlleva necesariamente ir 
más allá del mero análisis economicista. 
Es obligatorio “otorgar poder a la necesidad 
de que la educación apunte y aporte sus 
saberes y quehaceres a la construcción de 
una nueva ciudadanía” (Bauman, 2007:15). 
En este sentido, Robles (2009) sostiene que 
el surgimiento de una nueva forma de ciu-
dadanía en un contexto tecnológico y de 
cambio social exime a los individuos del 
entorno digital a ejercer los derechos, así 
como a cumplir con las obligaciones pro-
pias de un contexto académico que opera 
en plataformas digitales. En el mismo tren 
del pensamiento, Robles indica que “las 
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comunidades son redes de lazos interper-
sonales que proporcionan sociabilidad, 
apoyo, información, sentido de pertenen-
cia y una identidad social” (2009: 38), sien-
do Internet el espacio virtual donde las 
personas pueden configurar comunidades 
y ejercer una especie de ciudadanía en el 
entorno digital. 

Es así como se discurre que solo a través 
del ejercicio de los derechos y obligaciones 
propios del entorno digital es posible, en 
términos prácticos, lograr una Gobernan-
za Digital que promueva la apertura del 
gobierno, en el que las personas sean ca-
paces de participar en los espacios de co-
laboración ciudadana a través de los me-
dios digitales promovidos por la sociedad 
civil, la academia y el propio gobierno. En 
el contexto académico, las IES promueven 
una forma de ciudadanía propia del con-
texto tecnológico y de cambio social que 
debe ser explorada y diferenciada según 
las disciplinas académicas de las distintas 
comunidades que coexisten en los estable-
cimientos educativos. 

Más allá del activismo y de la participa-
ción social, o del “vínculo jurídico de per-
tenencia al Estado de derecho, y […] al con-
junto de derechos políticos que definen la 
participación inmediata de sus titulares a 
la vida estatal” (Pérez, 2004:47), en un pri-
mer momento, la ciudadanía digital de los 
estudiantes universitarios debe ser carac-
terizada de acuerdo con lo mencionado 
por Sacristán (2003) respecto de las dimen-

siones social y cultural de la ciudadanía, 
por las cuales se incluyen en la presente 
investigación una serie de usos sociales, 
comportamientos éticos, respeto a la pro-
piedad intelectual, integridad de datos y 
difusión de información sensible, así como 
por la regulación de los usos comunes y 
aceptados en las plataformas de intercam-
bio de información y comunicación. 

Las IES resultan ser espacios clave para 
el desarrollo de las sociedades tanto por 
los productos derivados de las funciones 
sustantivas de la universidad —enseñan-
za, investigación y difusión— como por el 
papel que juegan sus actores, quienes sue-
len ser agentes de cambio social, voces in-
formadas y ejemplos a seguir, y por ende 
su conducta puede ser tomada como un 
modelo. Normar lo que es correcto e inco-
rrecto en entornos digitales es un camino 
para poder determinar la ciudadanía digi-
tal esperada de los estudiantes universita-
rios, por lo que la exploración de sus va-
loraciones y percepciones resulta crucial.

Marco analítico

En este apartado se presentan las postu-
ras conceptuales relevantes para esta in-
vestigación. Se parte de la idea de que las 
comunidades académicas son diversas en 
su cultura disciplinaria, conformación, 
percepciones y requerimientos tecnológi-
cos y que esto condiciona su relación di-
recta con las TIC, por lo que el ethos social 
de los estudiantes —conjunto de valores, 
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tradiciones culturales y visiones del mun-
do— es similar al interior de una cultura 
disciplinaria y distinto hacia su exterior. 

Recientemente ha surgido un interés cre-
ciente por analizar el conjunto de normas 
éticas y morales de las profesiones, es de-
cir, su código deontológico específico, en-
tendido como los deberes profesionales de 
los individuos que pueden ser reconocidos 
como la serie de desafíos que enfrenta la 
formación profesional universitaria en el 
siglo XXI (Álvarez et al., 2012). Para esta 
investigación resulta relevante indagar so-
bre este primer momento de conformación 
de la ciudadanía digital de los estudiantes 
universitarios, para, por un lado, trascen-
der la idea del dominio del software como 
referente de saber computación; y por el 
otro, reconocer que el manejo de informa-
ción, lo informacional, también tiene una 
representación en la cultura disciplinaria. 

El horizonte actual de la ciudadanía en 
entornos digitales orienta y delimita las 
pautas de su ejercicio circunscrito en un 
sentido aumentado por las Tecnologías de 
la Información y de la Comunicación. Una 
de las acepciones de la noción de ciudada-
nía es la de Hopenhayn (2001) quien anali-
za lo que denomina las viejas y nuevas for-
mas del término aludiendo a la existencia 
de una nueva forma de ciudadanía, la cual 
solamente puede ser entendida desde el 
ejercicio efectivo de derechos, acceso al in-
tercambio mediático y la participación de 
una “comunidad inteligente” (Valenzuela, 

2013) en una sociedad basada en la infor-
mación. 

Otra visión del término es la propuesta 
por Grijalva-Verdugo (2017), quien iden-
tifica una ciudadanía mediática que aun 
cuando posee rasgos políticos se enfoca 
en los usos digitales de las personas en un 
contexto global que permea lo local. Una 
tercera noción del término ciudadanía en 
el entorno digital es la de Ramírez y Casi-
llas (2015), quienes la estudian en el con-
texto académico como una serie de valo-
raciones y percepciones en torno al buen 
uso de las TIC, el respeto a la autoría de 
contenidos y al comportamiento en el en-
torno digital, y que será la base para el de-
sarrollo de una participación ciudadana 
en un sentido más cercano al propuesto 
por Valenzuela (2013).

Ahora bien, el concepto de ciudadanía 
digital en el que se basaron las reflexio-
nes e intervenciones de esta investigación 
considera una serie de: 

conocimientos, valores, actitudes y ha-
bilidades referentes a las acciones (usos 
sociales, comportamientos éticos, res-
peto a la propiedad intelectual, integri-
dad de datos, difusión de información 
sensible); y a las normas relativas a los 
derechos y deberes de los usuarios de 
sistemas digitales en el espacio público 
y específicamente en el contexto escolar. 
La ciudadanía digital (ciberciudadanía o 
e-ciudadanía) también considera la re-
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gulación a través de normas y leyes; con-
venciones y prácticas socialmente acep-
tadas, actitudes y criterios personales. 
Asimismo, se relaciona con el manejo de 
algunas reglas escritas o normas sobre el 
comportamiento y el buen uso de estas 
tecnologías (Netiquette) (Ramírez y Casi-
llas, 2015).

En el contexto digital, las sociedades es-
tán conformadas por comunidades virtua-
les que comparten canales y plataformas 
para la interacción, y para el caso de las 
instituciones educativas, estas comunida-
des no solamente comparten medios digi-
tales sino también una serie de intereses 
académicos e inclusive el establecimiento.

Ante un panorama como el actual, en el 
que las TIC se incorporan de forma exten-
siva e intensiva a las diferentes tareas y 
contextos de las instituciones de educación 
superior, resulta deseable y necesario que 
los actores universitarios posean o desarro-
llen una visión inicial de ciudadanía digital 
que puedan poner en juego en un primer 
momento en el contexto académico. Ciu-
dadanía que deberá contemplar cuestiones 
de respeto a la propiedad intelectual y de 
comportamiento ético en la red. 

Es justo mencionar que existe una serie 
de riesgos morales que han suscitado in-
quietudes asociadas a la ciudadanía digi-
tal de los actores universitarios; por lo que 
su definición debe darse en términos no 
solo de las repercusiones sociopolíticas de 

la integración de las TIC al contexto uni-
versitario, sino también en función de los 
comportamientos cotidianos de estudian-
tes y docentes en torno al respeto de los 
derechos de autor y la netiquette esperada 
de un universitario. 

Como se indicó, para el análisis de la 
ciudadanía digital entre los estudiantes 
universitarios, en este trabajo se utiliza 
como referente el definido en el proyecto 
de Brecha Digital en Educación Superior 
(véase el blog www.uv.mx/blogs/brecha-
digital), del cual se han desprendido di-
versas publicaciones en las que se explica 
desde la construcción del esquema de los 
saberes digitales (Ramírez et al., 2015), a 
partir de la revisión de las directrices de 
organismos nacionales como ILCE, ORAC-
VER y CONOCER e internacionales como 
OCDE, UNESCO e ISTE; hasta la perspec-
tiva teórica del proyecto (Ramírez y Casi-
llas, 2015). Para el caso de los organismos 
nacionales, se encontró que la ciudadanía 
digital no formaba parte de las compe-
tencias digitales esperadas, mientras que 
para los estándares internacionales la vi-
sión informática sí se extiende y conside-
ra lo informacional. La presencia de la ciu-
dadanía digital como tema central de las 
competencias, directrices y normas digi-
tales en los enfoques de la OCDE, UNESCO 
e ISTE sí ha sido definida. Si bien los enfo-
ques de estos tres organismos difieren, en 
todos los casos se propone una dimensión 
sobre derechos y deberes encaminados a 
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enmarcar un uso adecuado de las TIC en 
un contexto académico integrado por una 
gama de comportamientos que va desde 
los modales y las previsiones que deben 
tomarse en línea hasta las prácticas juicio-
sas de consumo, producción y difusión de 
información (Ramírez et al., 2015). 

Estas consideraciones son relevantes, ya 
que en el enfoque de investigación que se 
ha empleado, se pretende contribuir con 
la ruptura de la relación exclusiva de las 
TIC con un sentido técnico e instrumen-
tal —referido como literacidad informáti-
ca— y enfatizar en la importancia del vín-
culo de las TIC con cuestiones propias del 
espacio público y privado de los actores 
universitarios, quienes consideran a las 
tecnologías como recursos culturales que 
facilitan la construcción de nuevos modos 
de comunicación, el acceso a la informa-
ción y la socialización del conocimiento 
de manera colaborativa y en red de litera-
cidad informacional.

Para la caracterización de la ciudadanía 
digital de los estudiantes universitarios se 
consideraron tres subvariables principales 
del proyecto de Brecha Digital en Educa-
ción Superior (Ramírez et al., 2013): 1) la ne-
tiquette, entendida  como el uso adecuado 
del lenguaje formal e informal escrito y en 
su forma gráfica (uso excesivo de emotico-
nes); 2) el uso responsable de las TIC, enten-
dido como el manejo de la información, su 
integridad, respaldo, seguridad, así como 
las consideraciones del manejo de infor-

mación sensible; y 3) la ética en el manejo 
de la información referido como el com-
portamiento ético, respetuoso y uso legal 
de la información (Ramírez et al., 2013).

Con base en esta operacionalización de 
variables, en la presente exploración se 
relacionó el nivel de ciudadanía digital de 
los estudiantes universitarios con su dis-
ciplina académica. Para hacerlo se plan-
tearon las siguientes preguntas: ¿la disci-
plina académica enmarca diferencias en 
la ciudadanía digital de las comunidades 
de estudiantes?, ¿qué grado de responsabi-
lidad tienen los estudiantes en el cuidado 
de su presencia digital en la red?, ¿cómo 
es su netiquette?, ¿realizan publicaciones 
responsables de contenidos en la red?, y 
¿cuáles son sus consideraciones legales al 
realizar prácticas digitales?

Cabe señalar que con base en el análi-
sis de la ciudadanía digital propuesto, se 
realizó un ejercicio previo con profesores 
universitarios (Martínez et al., 2015), en el 
que se identificaron ciertos rasgos defini-
torios de la disciplina académica de los 
profesores, de los cuales se asociaron los 
comportamientos cívicos —en el contexto 
académico-universitario—; dejando como 
cuenta pendiente el análisis de los mismos 
elementos en los estudiantes universita-
rios para poder realizar una comparación 
y determinar así en qué medida la cultura 
académica de los actores universitarios, 
definida en gran parte por la disciplina 
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académica a la que pertenecen, marca la 
afinidad tecnológica de las personas.

Para fines del presente trabajo se con-
sideraron cuatro licenciaturas que repre-
sentan cada uno de los cuadrantes de la 
clasificación de disciplinas propuesta por 
Tony Becher (1993): Blanda-Pura; Blan-
da-Aplicada; Dura-Pura y Dura-Aplicada.

La brecha digital de acceso a conectivi-
dad, servicio informático e infraestructu-
ra tecnológica entre las cuatro disciplinas 
no es significativa, ya que todas ellas se im-
parten en la región Xalapa de la Universi-
dad Veracruzana, por lo que las percepcio-
nes y valoraciones de los informantes no 
deberían variar por cuestiones de acceso.

Planteamiento del problema

La ciudadanía generalmente comprende 
al menos tres aspectos que conforman su 
núcleo conceptual. En primer lugar está la 
relación política entre los individuos; en 
segundo, su pertenencia al Estado y ter-
cero, la ubicación de un estatuto de par-
ticipación ciudadana (Marshall, 2012) que 
orienta a los individuos a concurrir en la 
vida política del país, organizarse para ob-
servar las acciones de los funcionarios y 
políticos; fortalecer la rendición de cuen-
tas (Valenzuela, 2013: 129); transparencia, 
acceso a la información, y fomentar opor-
tunidades de colaboración con otras per-
sonas para la construcción de propuestas 
orientadas a la búsqueda de condiciones 

de igualdad y libertad de los ciudadanos 
(López y Anaya, 2016). 

En todo caso podemos asumir que una 
nueva forma de ciudadanía en el entorno 
digital existe y que el análisis de sus ven-
tajas y riesgos es inminente en el contexto 
que se decida observar. En este sentido, 
Pérez (2004) expone un análisis detallado 
donde da cuenta del significado y evolu-
ción de la noción de ciudadanía en la era 
de Internet. Dicho autor estudia no solo lo 
que denomina ciberciudadanía —la cual 
se asocia con elementos deseables—, sino 
también examina el empleo abusivo y per-
verso de dicha forma cuando se degrada a 
lo que el autor designa como ciudadanía.
com, que engloba aquellos efectos aviesos 
de determinados usos de las tecnologías 
de información en una actitud que, en sus 
propias palabras, “peca de unilateralidad, 
porque entraña una postura obstinada-
mente ciega ante los avances y virtualida-
des del progreso” (Pérez, 2004: 103).

La participación ciudadana de los jóve-
nes va más allá del entorno. Habrá quien 
sin tecnología acuda a la plaza a manifes-
tarse y habrá quien lo haga con un “like” 
desde la comodidad de su hogar. La obser-
vación del infoactivismo, el ejercicio de 
la ciudadanía digital de los estudiantes es 
sin duda interesante, pero rebasa la pre-
sente investigación. El enfoque de esta 
investigación se circunscribe únicamente 
en presentar los hallazgos de un primer 
momento del ejercicio de un tipo de ciuda-
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danía que refleja los valores, el respeto y 
las buenas prácticas de los estudiantes en 
el contexto académico, que para su estu-
dio lo hemos diferenciado por disciplinas 
académicas. 

Se considera que este primer nivel de 
ciudadanía podrá dar pie a un ejercicio 
más orientado hacia la política y la parti-
cipación cívica que hagan observables la 
protesta y manifestación infoactivista de 
los estudiantes. Pero por el momento se 
busca únicamente categorizar las valora-
ciones de los estudiantes en torno a su ma-
nejo de información. 

Descripción de la investigación

Esta intervención consistió en explorar 
las diferencias en el nivel de ciudadanía 
digital de los estudiantes universitarios, 
dependiendo de la disciplina a la que per-
tenecen. Se partió de la idea de que existen 
diferencias en términos de actividades, 
usos, conocimientos, entre otros, delinea-
das por la disciplina de formación acadé-
mica.

La clasificación disciplinar utilizada es 
la elaborada por Becher (1993), que con 
base en la propuesta de Kolb y Bligan so-
bre el conocimiento científico, cataloga la 
naturaleza de las disciplinas académicas 
de acuerdo con “las propiedades episte-
mológicas de los campos de conocimiento 
[… y sus] características sociales” (Becher, 
2001: 30), las cuales diferencia en cuatro 
cuadrantes según la naturaleza del cono-

cimiento en la que se enfoca y su grado de 
transferencia. La descripción de los cua-
drantes de la propuesta es la que a conti-
nuación se presenta:

•	 Disciplinas duras-puras. Se trata de 
una “disciplina acumulativa, atomis-
ta, cristalina, en forma de árbol. Pre-
ocupada por asuntos universales, las 
cantidades, la simplificación. Sus re-
sultados son descubrimientos o expli-
caciones” (Becher, 1993: 62). Ejemplos 
de estas disciplinas son física, matemá-
ticas, química o biología, entre otras.

•	 Disciplinas duras-aplicadas. Resulta ser 
“finalista, con propósitos claros. Prag-
mática. Usa la tecnología por medio 
del conocimiento. Se preocupan por el 
dominio del entorno físico. Sus resul-
tados son productos/técnicas” (Becher, 
1993: 62). Ejemplos de estas disciplinas 
son ingeniería civil, informática o inge-
niería mecánica, entre otras.

•	 Disciplinas blandas-puras. Son “reite-
rativas; holísticas, orgánicas semejan-
tes a un río. Se preocupan por asuntos 
específicos y cualidades. Sus productos 
son el entendimiento y la interpreta-
ción” (Becher, 1993: 62). Ejemplos de 
estas disciplinas son antropología, filo-
sofía o historia, entre otras.

•	 Disciplinas blandas-aplicadas. Son 
“funcionales y utilitarias. Usan la tec-
nología por medio del conocimiento 
blando. Se preocupan por realizar la 
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práctica semi profesional. Sus resulta-
dos son protocolos o procedimientos” 
(Becher, 1993: 62). Ejemplos de estas 
disciplinas son derecho, lengua inglesa 
o educación, entre otras.

Se reconoce, y vale la pena aclarar que 
si bien con el tiempo el concepto de disci-
plina académica ha evolucionado, la pro-
puesta de Becher sigue siendo adecuada 
para su caracterización. El mismo Becher 
publicó junto con Trowler ciertos elemen-
tos que abonaron al concepto y posterior-
mente Trowler y Bamber (2014) realizaron 
un nuevo análisis sobre la metáfora de 
tribus y territorios de las disciplinas aca-
démicas. No obstante, ninguna de las pro-
puestas recientes superó a la original. 

Cuando se maneja el término disciplina 
se sobreentiende un reduccionismo que 
tuvo logros, pero que ciertamente tiene 
limitaciones. En específico se piensa aho-
ra más allá de las disciplinas, pudiéndose 
clasificar al conocimiento como discipli-
nar, poli y multidisciplinar, interdiscipli-
nar y transdisciplinar. Sin embargo, para 
la investigación en educación comparada 
es la visión de los cuatro cuadrantes la que 
permite una conducción adecuada de ob-
servaciones. Además, como Becher advier-
te, es necesario tener en cuenta que “en el 
intrincado y bizantino mundo académico, 
nada es tan simple como parece. […] las 
comunidades de conocimiento se definen 
y refuerzan [… de diversas maneras, de la 

misma forma que] sus límites territoria-
les son simultáneamente desdibujados y 
debilitados por un conjunto de presiones 
opuestas” (Becher, 2001: 55) lo cual, según 
el mismo autor, de ninguna forma invali-
da el ejercicio de identificar las caracterís-
ticas culturales distintivas de cada una de 
las disciplinas. 

El método empleado es de tipo cuantita-
tivo y se ha basado en comparaciones esta-
dísticas de los indicadores de ciudadanía 
digital de los estudiantes de cuatro licen-
ciaturas de la Universidad Veracruzana, 
México. 

Se trata de un estudio observacional, 
pues no se pretende manipular las varia-
bles sino observarlas en su contexto. El 
estudio atiende una consideración trans-
versal, pues los datos fueron recabados 
en un mismo periodo, en una misma ciu-
dad y con estudiantes de un mismo nivel 
educativo y de la misma institución de 
educación superior. Para la recolección de 
datos, en el proyecto de “Brecha digital en 
educación superior”, se aplicó un cuestio-
nario a 2045 estudiantes inscritos en los 
periodos semestrales de febrero a julio de 
2014 y de agosto de 2014 a enero de 2015 
de distintas regiones, áreas académicas de 
la universidad y licenciaturas, tales como 
Biología, Ciencias Atmosféricas, Danza 
Contemporánea, Derecho, Administra-
ción, Medicina Veterinaria y Zootecnia, 
Geografía, Física, entre otras. 
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Para fines del presente análisis se mantu-
vieron las cuatro licenciaturas utilizadas 
en un análisis previo de la ciudadanía digi-
tal de profesores universitarios (Martínez, 
et al., 2015), las cuales se clasificaron a partir 
de la dureza y pureza de las disciplinas. Las 
cuatro carreras se imparten en la región de 
Xalapa por lo que, como ya se dijo, las dife-
rencias en los servicios tecnológicos que la 
universidad pone a su disposición no son 
estadísticamente significativas, con lo cual 
se pretendía que existiera una brecha mí-
nima de acceso a la tecnología entre ellas, 
evitándose así una interpretación de los 
resultados obtenidos a partir de la existen-
cia de dicha posible brecha. 

El instrumento utilizado cuenta con 43 
ítems categorizados en once apartados 
dentro de los cuales uno está dedicado a la 
Ciudadanía Digital de los actores univer-
sitarios en el contexto académico, tema 
central de este texto.3 Los ítems del apar-
tado de Ciudadanía Digital son cinco y se 
expresan como preguntas dicotómicas (sí 
o no) para indicar consideraciones de se-
guridad; también contiene preguntas de 
opción múltiple para indicar el acceso a 
ciertos materiales o el uso de software li-
bre. Asimismo, la variable de Ciudadanía 
Digital también tiene preguntas en escala 
Likert para medir la frecuencia —Nunca, 
Casi nunca, Algunas veces, Frecuentemen-
te o Siempre— con la que se realizan cier-

3 	 El instrumento completo se encuentra disponible 
en: http://www.uv.mx/blogs/brechadigital

tas actividades; y tres preguntas abiertas 
para indicar el nombre del software libre 
que utilizan.

Como se puede ver por el tipo de pregun-
tas, la caracterización de la ciudadanía 
digital de los estudiantes está orientada 
principalmente hacia la integridad de la in-
formación, la netiquette y el respeto a la au-
toría y licenciamiento del contenido digital.

La aplicación del instrumento se hizo de 
dos formas: mediante una versión digital 
—en línea— y a través de una versión im-
presa que fue llenada por los estudiantes 
en su salón de clases, posteriormente fue 
capturada en la base de datos del proyecto 
en la que se concentró la información re-
copilada por ambos medios. 

La muestra empleada para esta inter-
vención es de 171 estudiantes; 40.9% son 
mujeres y 59.1% hombres, con una media 
de edad de 21 años. Del total de la mues-
tra 49 estudiantes son de la disciplina du-
ra-pura, 34 de la disciplina blanda-pura, 
61 de la disciplina dura-aplicada y 27 de la 
blanda-aplicada.

Las consideraciones éticas acordadas 
para la realización de esta investigación 
incluyen la protección de los datos perso-
nales de los informantes a un nivel indi-
vidual y a nivel institucional, la omisión 
de la mención explícita de los programas 
educativos, por lo que para referirnos 
a ellos se hace de forma estadística me-
diante el cuadrante de Becher que mejor 
representa la carrera —blanda-pura, blan-
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da-aplicada, dura-pura y dura-aplicada—. 
Esto se hizo para evitar que los resultados 
pudieran ser mal interpretados bajo una 
mirada evaluativa, la cual alejaría la inter-
vención de la pretensión original que es el 
análisis de las posibles brechas digitales 
existentes entre los profesores y estudian-
tes universitarios.

Resultados

En este apartado se describen los princi-
pales resultados por cada una de las sub-
variables que componen la ciudadanía di-
gital de los estudiantes universitarios.

Netiquette 
La variable netiquette se caracteriza por el 
uso correcto de mayúsculas, la omisión 
de palabras abreviadas y acrónimos, el 
respeto de las reglas ortográficas y el no 
uso de símbolos y emoticones al realizar 
textos académicos. Haciendo una primera 
observación al cuadro 1 se puede ver que 
las valoraciones de los estudiantes son en 
general medias —la menor es de 59.3%—. 
Los valores de la disciplina blanda-pura 
(91.9%) son los más altos de la variable, su-
giriendo no solo la existencia de una no-
toria diferencia entre los grupos compa-
rados sino una motivación disciplinaria 
hacia el respeto de lo escrito por los estu-
diantes de la disciplina blanda-pura. Una 
segunda mirada a los datos del cuadro 1, 
deja ver que ambas disciplinas puras son 
las más altas (la blanda-pura con 91.9% y 

la dura-pura con 79.1%), seguidas por las 
aplicadas (blanda-aplicada con 70.4% y 
dura-aplicada con 69.7%). A diferencia de 
lo encontrado en un análisis previo (Mar-
tínez  et al., 2015) en el que vimos que los 
profesores universitarios de la disciplina 
blanda-pura fueron los más bajos en esta 
subvariable, los estudiantes de la misma 
disciplina en este estudio obtuvieron los 
porcentajes más altos en todos los indica-
dores, con lo que podríamos inferir, que 
además de una cuestión de disciplina, es 
la exposición a los medios una variable 
que también define el nivel de netiquette 
de los actores universitarios.

De lo explicado por Becher (2001), pode-
mos atribuir los resultados obtenidos a que 
por tratarse de una disciplina blanda-pura 
con productos típicamente ligados al en-
tendimiento y la interpretación, los estu-
diantes de esta disciplina procuran una 
netiquette alta asociada tanto al contexto 
como al grado de exposición que han teni-
do con los medios, ya que en nuestros ha-
llazgos anteriores (Martínez  et al., 2015), 
vimos que los profesores de esta disciplina 
fueron los que tuvieron valores más bajos 
en la variable netiquette, lo cual sugiere un 
cambio generacional que requiere de una 
indagación posterior.
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Cuadro 1. Resumen de subvariable netiquette

Indicadores de netiquette
Porcentaje (%)

Dura-pura Dura-aplicada Blanda-aplicada Blanda-pura

Evitan el uso exclusivo de mayúsculas. 75.5 73.8 81.5 97.1

Evitan el uso de palabras abreviadas y acróni-
mos (NTP, TQM).

79.6 72.1 70.4 94.1

Evitan omitir reglas ortográficas. 73.5 68.9 59.3 85.3

Evitan el uso de emoticones y símbolos como :) :P 87.8 63.9 70.4 91.2

Promedio general subvariable 79.1 69.7 70.4 91.9

Fuente: Elaboración propia.

Responsabilidad en el uso de las TIC 
La subvariable Responsabilidad en el uso de las TIC está compuesta por dos elementos, 
uno relativo a la responsabilidad en el manejo de la información y otro a la seguridad de 
la información. Ambos componentes se muestran en el cuadro 2.

Cuadro 2. Resumen de subvariable responsabilidad en el uso de las TIC

Indicadores de la responsabilidad en el uso de 
las TIC

Porcentaje (%)

Dura-pura Dura-aplicada Blanda-aplicada Blanda-pura

Componente 1: seguridad en la información que posee

Nunca identifico correos de suplantación ni 
evito responder correos masivos. 8.2 6.6 11.1 17.6

Nunca tengo instalado un antivirus en mi com-
putadora. 12.2 16.4 18.5 23.5

Nunca realizo respaldos de mi información 
periódicamente. 34.7 23.0 55.6 35.3

Mis contraseñas nunca poseen tanto números 
como letras. 12.2 11.5 7.4 35.3

Nunca protejo mi contraseña. 10.2 14.8 22.2 32.4

Nunca evito descargar archivos adjuntos sin 
verificar el remitente. 46.9 34.4 44.4 35.3

Promedio general componente 1 20.7 17.8 26.5 29.9

Componente 2: responsabilidad de la información publicada en Internet

Nunca evito publicar información sensible en 
Internet (número telefónico, fotos o localiza-

ción geográfica).

40.8 26.2 40.7 23.5

Nunca restrinjo el acceso a mis perfiles ni 
organizo mis contactos en círculos o grupos.

14.3 14.8 22.2 41.2

Nunca uso pseudónimos (nicknames). 44.9 21.3 40.7 50.0

Promedio general componente 2 33.3 20.8 35.5 38.2

Promedio general subvariable 27.0 19.3 30.5 34.1

Fuente: Elaboración propia.



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 107

El primer componente se caracterizó a tra-
vés de seis indicadores de frecuencia (iden-
tificar correos de suplantación y evitar res-
ponder correos masivos; tener un antivirus; 
realizar respaldos de información periódi-
camente; dureza de la contraseña; proteger 
contraseña; y evitar descargar archivos ad-
juntos sin verificar el remitente), que resul-
taron ajenos para los estudiantes, quienes 
indicaron que solamente algunas veces o 
inclusive nunca los contemplaban.

La baja o nula consideración de cuestiones 
de seguridad de información, si bien no es 
alarmante por el tipo de información que 
usualmente maneja un estudiante de licen-
ciatura, no es para nada deseable, ya que la 
integridad de la información tendría que ser 
un aspecto relevante para los universitarios. 
Es preocupante que 55.6% de los estudiantes 
de la disciplina blanda-aplicada nunca ha-
gan respaldos de su información de forma 
periódica; y que el 46.9% de la disciplina du-
ra-pura descarguen archivos adjuntos sin ve-
rificar el remitente. 

Las disciplinas blandas resultaron ser las 
que mayor mención hicieron del nunca en 
este componente (la blanda-pura con 29.9% 
y la blanda-aplicada con 26.5%), mientras 
que las duras tuvieron un porcentaje menor 
pero considerable (dura-pura 20.7% y la du-
ra-aplicada 17.8%).

Resulta conveniente resaltar dos aspec-
tos. Primero, que en las cuatro disciplinas, 
los indicadores de mayor porcentaje fueron 
tres en los que se indicó que nunca realizan 

respaldos periódicamente de su informa-
ción; evitan descargar archivos adjuntos 
sin verificar el remitente pero sí protegen 
su contraseña, lo que denota una práctica 
común para los universitarios. El segundo 
aspecto a resaltar es que los estudiantes de 
todas las disciplinas menosprecian de ma-
nera general el cuidado de sus contraseñas 
y la integridad de su sistema de cómputo, al 
omitir la instalación de un antivirus. 

El segundo componente de esta subva-
riable “responsabilidad de la información 
publicada en Internet”, se operacionalizó 
con tres indicadores (evito publicar infor-
mación sensible en Internet — número te-
lefónico, fotos o localización geográfica—; 
restrinjo el acceso a mis perfiles y organizo 
mis contactos en círculos o grupos; y uso 
pseudónimos) que de igual forma resulta-
ron alejados de las prácticas de ciudadanía 
digital de los universitarios, ya que ninguno 
de los estudiantes indicó realizar siempre, 
frecuentemente o algunas veces dichas ac-
tividades, razón por la cual se analizó tam-
bién cuando los estudiantes contestaron 
que nunca hacen dicha actividad. Los valo-
res más altos los obtuvieron los estudiantes 
de la disciplina blanda-pura con 50% y los 
de la dura-pura con 44.9%, quienes mencio-
naron que nunca utilizan pseudónimos.

Los valores más bajos los tienen los es-
tudiantes de las disciplinas duras con 14% 
quienes indicaron que nunca restringen el 
acceso a sus perfiles ni organizan sus con-
tactos en círculos o grupos. En los prome-
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dios generales del componente, nueva-
mente fueron las disciplinas blandas más 
altas que las otras. La blanda-pura tuvo 
38.2% y la blanda-aplicada 34.5% mien-
tras que la dura-pura llegó a 33.3% y la du-
ra-aplicada a 20.8%.

Sobre el particular, es importante resal-
tar dos aspectos. Por un lado, en todas las 
disciplinas ocurre con mayor porcentaje 
que los estudiantes nunca evitan publicar 
información sensible en Internet (número 
telefónico, fotos o localización geográfica); 
y por el otro que el uso de pseudónimos no 
es una práctica común entre los estudian-
tes, quienes explicitan sus nombres y los 
ligan a sus redes sociales con la intención 
de crear una amplia presencia en línea. 

Finalmente, retomando el análisis disci-
plinar realizado por Becher (1993), llama la 
atención que los estudiantes de la disciplina 
dura-aplicada sean los más bajos en cuan-
to al no aseguramiento de la información 
que poseen (componente 1) y no responsa-
bilizarse de la información que publican en 
Internet (componente 2) con lo cual al ser 
esta disciplina “empresarial, cosmopolita; 
dominada por valores profesionales y pa-
tentes adecuadas para la publicación” (Be-
cher, 1993: 71), procuran en cierta medida 
no descuidar dichos aspectos. 

Manejo de información 
La variable sobre ética para el manejo de 
la información, presentada en el cuadro 3, 
está compuesta por seis indicadores (uti-

lizar software libre con licencia GNU/GPL 
y descarga de Internet en forma gratuita: 
películas; libros; software y aplicaciones; 
videos relacionados con su disciplina; y 
cápsulas de audio), que nos permitieron 
observar que 67.3% de los estudiantes de la 
disciplina dura-pura y el 66.7% de la blanda 
aplicada son los que más descargan música 
comercial, sin pagar. Las segundas descar-
gas gratuitas que más se realizan son las 
relacionadas con libros y otros documen-
tos de texto, siendo para este caso las dis-
ciplinas dura-pura (67.3%) y dura-aplicada 
(62.3%) las que refieren hacerlo más. Uno de 
los resultados que vale la pena mencionar 
en el análisis, tiene que ver con el softwa-
re libre que los estudiantes de la disciplina 
indican utilizar, siendo el 82% de los de la 
disciplina dura-aplicada los que usan más 
programas con este tipo de licenciamiento, 
seguidos, muy por debajo, por el 30.6% de 
los de la disciplina dura-pura.



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 109

Cuadro 3. Resumen de subvariable ética en el manejo de información

Indicadores de ética en el manejo de in-
formación

Porcentaje (%)

Dura-pura Dura-aplicada Blanda-aplicada Blanda-pura

Software y aplicaciones (descarga de Inter-
net gratuitamente)

36.7 18.0 29.6 41.2

Libros y otros documentos de texto (des-
carga de Internet gratuitamente)

67.3 62.3 7.4 47.1

Videos relacionados con su disciplina 
(descarga de Internet gratuitamente)

20.4 13.1 22.2 26.5

Cápsulas de audio como podcast y audioli-
bros (descarga de Internet gratuitamente)

26.5 23.7 37.0 29.4

Música comercial (descarga de Internet 
gratuitamente)

67.3 55.7 66.7 41.2

Películas (descarga de Internet gratuita-
mente)

44.9 49.2 40.7 35.3

Uso de software Libre 30.6 82.0 18.5 29.4

Promedio general 42.0 43.4 31.7 35.7

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 4. Resumen de variable ciudadanía digital

Sub-variables de ciudadanía digital
Porcentaje (%)

Dura-pura Dura-aplicada Blanda-aplicada Blanda-pura

Netiquette 79.1 69.7 70.4 91.9

Responsabilidad con las TIC 0 0 0 0

Ética respecto a la información 
descargada de Internet

42.0 43.4 31.7 35.7

Promedio general 40.4 37.7 34.0 42.5

Fuente: Elaboración propia.

En la disciplina dura-pura se encontró 
que utilizan software de licencia libre y có-
digo abierto como Mesquite, sistema para 
análisis evolutivos; R como paquete de sof-
tware estadístico; y procesadores de imá-
genes como Fiji. En la disciplina dura-apli-
cada se mencionaron principalmente 
ambientes de desarrollo como Eclipse IDE, 

NetBeans IDE y Dev_C++; programas de 
edición de imágenes como GIMP. La disci-
plina blanda-aplicada indicó utilizar pro-
gramas de reproducción de video como 
VLC media player; programas P2P para 
compartir archivos como Ares Galaxy y 
creador de archivos PDF como PDFCrea-
tor; mientras que los estudiantes de la 
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disciplina blanda-pura utilizan principal-
mente un sistema de composición de tex-
tos LaTeX y gestores de referencias biblio-
gráficas como Zotero. 

En el análisis realizado se identificó que 
los estudiantes no tienen del todo claro 
las cuestiones de licenciamiento del tipo 
de software que utilizan. Para contestar la 
pregunta sobre el software libre que utili-
zan, algunos hicieron referencia a softwa-
re propietario, shereware y freeware. Final-
mente, en lo que respecta a la descarga de 
elementos de Internet, de manera general 
los estudiantes de las disciplinas duras ob-
tienen mayores porcentajes (dura-aplica-
da 43.4% y dura-pura 42.0%).

Aun cuando los profesores mostraron 
interés por la cultura libre y de acceso 
abierto (Martínez et al., 2015), no hay una 
política institucional que apoye el uso de 
software libre y código abierto y eso se re-
fleja en las disposiciones y valoraciones de 
los estudiantes. 

Del análisis de esta variable deben des-
tacarse algunos aspectos. Primero, en la 
mayoría de las disciplinas, la variable des-
cargar videos de contenido relacionado 
con su disciplina tiene los porcentajes me-
nores, a excepción de la disciplina blan-
da-aplicada. Segundo, los estudiantes de 
las disciplinas puras tienen los porcenta-
jes más altos en la variable de descargar li-
bros y otros documentos de texto. Tercero, 
que son los estudiantes de la disciplina du-
ra-aplicada los que tiene el porcentaje más 

alto en uso de software libre. Por último, 
recurriendo al análisis de Becher (1993), 
podemos decir que si se considera que la 
disciplina dura-aplicada es pragmática al 
desarrollar tecnología por medio del co-
nocimiento duro, preocupa que los estu-
diantes tengan un nivel alto en la descar-
ga de elementos que se suponen gratuitos, 
aun cuando pudiéramos considerar que 
existe una confusión entre los estudiantes 
sobre el licenciamiento como se identifi-
có en la subvariable responsabilidad en el 
uso de las TIC. Obtener cero puntos es de 
extrañar especialmente si lo comparamos 
con los profesores, quienes en un estudio 
previo (Martínez, et al., 2015) respondieron 
que siempre, frecuentemente o algunas 
veces tenían consideraciones de cuidado 
al utilizar las TIC. 

En el cuadro 4 se muestra un resumen 
de las subvariables de la ciudadanía digi-
tal de los estudiantes universitarios. Del 
cuadro podemos concluir tres aspectos. 
Primero, que un alto grado de netiquette 
de los estudiantes en este estudio se expli-
ca con la pureza de la disciplina. Segundo, 
que la responsabilidad con las TIC no es 
una cuestión disciplinaria, sino profesio-
nalizante, ya que aun cuando los estu-
diantes mostraron un nulo interés con el 
cuidado de su información independien-
temente de su disciplina de adscripción, 
los docentes contestaron de forma distin-
ta (Martínez, et al., 2015). Y tercero, la ética 
respecto a la información descargada de 
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Internet aun cuando es baja en todos los 
casos, se explica mejor con la dureza de la 
disciplina.

Conclusiones

Más allá de la destreza en el manejo de 
software de los estudiantes universita-
rios, se considera de capital importancia 
la exploración de las valoraciones y per-
cepciones que tienen sobre la gestión de la 
información. Por lo que se considera ina-
plazable la indagación de temas como la 
literacidad digital, saber relacionado con 
el manejo del código digital, las normas y 
convenciones para la comprensión de lo 
digital, y la ciudadanía digital entendida 
como el conjunto de consideraciones para 
utilizar las TIC de forma tal que se fomen-
te el respeto y la buena convivencia en el 
entorno digital. Se cree que el desarrollo 
de una ciudadanía digital inicial, como 
la definida por Ramírez y Casillas (2015) 
permitirá a los estudiantes universitarios 
en un segundo momento, participar en la 
vida política de la institución y del Estado.

Con la información analizada se pueden 
atribuir ciertos rasgos definitorios de la 
disciplina académica a los comportamien-
tos cívicos de los estudiantes en lo que res-
pecta a la noción de ciudadanía digital en 
el entorno escolar. De igual forma pode-
mos ver su proclividad para la transferen-
cia de estos saberes a un contexto ulterior, 
que los empodere como ciudadanos de 
una esfera digital en la que puedan ejercer 

y exigir transparencia, participación y co-
laboración en las acciones encaminadas 
al fomento del gobierno abierto. 

El elemento que sobresale en la investi-
gación es el relacionado con la subvaria-
ble responsabilidad con las TIC, en donde 
los estudiantes de las cuatro disciplinas 
obtuvieron cero puntos, evidenciando la 
poca preocupación por la seguridad de 
la información que poseen, así como una 
nula responsabilidad respecto a la infor-
mación que publican en Internet. Es im-
portante recapacitar en torno al impacto 
de estas omisiones, ya que las publicacio-
nes en Internet pueden perder el control 
de sus autores y ser replicadas en distin-
tos momentos y entornos. Los estudiantes 
universitarios deberían saber ese riesgo y 
evitarlo, así como cuidar su reputación en 
el entorno físico y su presencia en la esfe-
ra digital. Aunado a esto, la netiquette de 
los estudiantes también debe asociarse al 
comportamiento deseable del universita-
rio. La buena ortografía, sintaxis y gramá-
tica son en los entornos basados en texto, 
elementos fundamentales para la presen-
tación de los estudiantes en su afán de lo-
grar una comunicación clara y precisa. 

Es necesario reconocer que como estu-
diantes universitarios aún en formación, 
requieren del respaldo institucional para 
que su participación ciudadana en el en-
torno digital se dé de manera reflexiva y 
efectiva, por lo que se piensa necesario 
promover el conocimiento de las impli-
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caciones éticas y morales en el contexto 
académico de sus acciones en el entorno 
digital. Imperante también es que la uni-
versidad como institución y como comu-
nidad académica promueva una reflexión 
en torno al código deontológico específico 
de las distintas disciplinas académicas que 
oferta. Si bien la discusión hasta ahora ha 
sugerido que la disciplina enmarca carac-
terísticas reconocibles relacionadas con 
cuestiones epistemológicas, sociológicas, 
pedagógicas y culturales, las relacionadas 
con aspectos informáticos e informacio-
nales también deben ser incluidas bajo el 
carácter de prioritarias. 

Existe una serie de inquietudes conca-
tenadas con las consecuencias morales 
que el uso inadecuado de las TIC pudiera 
acarrear en el ejercicio profesional de los 
egresados universitarios, sin mencionar 
los efectos jurídicos y políticos que ello 
implicaría. Riesgos como los visualizados 
por Pérez (2004), relativos al recelo ha-
cia el uso de las TIC para promover una 
estructuración vertical de las relaciones 
sociopolíticas por el manejo inadecuado 
que se realiza con esta tecnología u otra 
donde, ante el mal uso de las mismas, un 
sistema basado en las TIC sea vulnerado 
por determinadas formas de criminalidad 
informática. 

Se requiere no perder de vista esta re-
flexión y ser vigilantes permanentes en 
la conformación de la ciudadanía digital 
que se pretenda fomentar en los universi-

tarios, al menos en los términos más ele-
mentales insertos en el desarrollo de esta 
investigación, a saber: los conocimientos, 
valores, actitudes y habilidades referentes 
a las acciones y a las normas relativas a 
los derechos y deberes de los usuarios de 
sistemas digitales en el contexto acadé-
mico; la regulación de actividades en el 
entorno digital a través de convenciones 
y prácticas socialmente aceptadas; y el 
cumplimiento de normas sobre el com-
portamiento y el buen uso de las tecnolo-
gías digitales. Corresponde entonces a los 
ciudadanos digitales, que por ahora son 
universitarios, decidir sobre los impactos 
presentes y futuros de su huella digital, 
y a las universidades, el procurar que su 
infraestructura tecnológica y estrategias 
de incorporación de las TIC a sus planes 
y programas, garanticen a la comunidad 
académica un uso pleno, legítimo y re-
flexivo en torno al uso eficiente y eficaz de 
las Tecnologías Digitales.

Referencias

Álvarez, J. R., C., Herrera, L. y Lorenzo, 
O. (2012). “Valoración de alumnos uni-

versitarios sobre la deontología profe-

sional: Un estudio realizado en la Licen-

ciatura de Pedagogía de la Universidad 

de Granada (España)”, Interdisciplinaria, 

Argentina, núm. 1, vol. 29, pp. 23-42. 

Disponible en: http://www.redalyc.org/

pdf/180/18026124002.pdf



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 113

Bauman, Z. (2007). Los retos de la educación en la 

modernidad líquida. Barcelona: Gedisa.

Becher, T. (1993). “Las disciplinas y la identidad 

de los académicos”. Pensamiento univer-

sitario, Buenos Aires, núm. 1, vol. 1.

Becher, T. (2001). Tribus y territorios académicos: 

La indagación intelectual y las culturas de 

las disciplinas. Barcelona: Gedisa.

Brunner, J. (2007). Universidad y Sociedad en 

América Latina. Xalapa: Universidad Ve-

racruzana. 

Carbonell, M. (2013). Derechos fundamentales y 

democracia. México, D.F.: Instituto Fede-

ral Electoral.

Celorio, G. y López de Munain, A. (2007). 

Diccionario de Educación para el Desarro-

llo. Bilbao: Hegoa.

Grijalva-Verdugo, A.A. (2017). “Ciudadanía me-

diática en tiempos de crisis. Análisis de 

la participación sociopolítica de nativos 

e inmigrantes digitales en la era Post-

Web”. Revista Mediaciones Sociales. Ma-

drid, España: Ediciones Complutenses. 

Vol. 16. Pp. 245-262. Disponible en: ht-

tps://revistas.ucm.es/index.php/MESO/

article/view/58119 

Hopenhayn, M. (2001). “Viejas y nuevas formas 

de la ciudadanía”. Revista de la CEPAL, 

Chile. núm. 73, pp. 117-128. Disponible 

en: http://repositorio.cepal.org/bitstream/

handle/11362/10722/1/073117128_es.pdf

López, R. y Anaya, R. (2016). “Estudiantes uni-

versitarios interactuando en Red: ¿nue-

vos escenarios de interacción, expre-

sión y participación ciudadana?” Revista 

Interamericana de Educación de Adultos, 

México, núm. 1, enero- junio, pp. 48-67. 

Disponible en: http://www.crefal.edu.mx/

rieda/images/rieda-2016-1/exploracio-

nes2.pdf.

Marshall, P. (2012). “Notas sobre los modelos 

para extensión de la ciudadanía”, Re-

vista de Derecho Universidad Católica del 

Norte, Chile, núm. 2, vol. 19, pp. 119-143, 

octubre. Disponible en: http://www.scie-

lo.cl/pdf/rducn/v19n2/art05.pdf.

Martínez, K.P., Ramírez, A., y Morales, A.T. 

(2015). “Cultura libre y de acceso abierto 

de los profesores universitarios: una mi-

rada desde las disciplinas académicas”, 

Virtualis, núm. 12, vol. 6, pp. 110-128, ju-

lio-diciembre. Disponible en: http://apli-

caciones.ccm.itesm.mx/virtualis/index.

php/virtualis/article/view/129/164.

Obregón, C. (2009). “El discurso disciplinario 

de la Enseñanza Superior”, Memorias 

del X Congreso Nacional de Investigación 

Educativa, Veracruz, COMIE, pp. 1-13, 

septiembre. Disponible en: http://www.

comie.org.mx/congreso/memoriaelectro-

nica/v10/pdf/area_tematica_16/ponen-

cias/0086-F.pdf

Pérez, A. (2004). ¿Ciberciudadaní@ o ciudada-

ní@.com? Barcelona: Gedisa.
Ramírez, A., Morales, A.T, y Olguin, P.A. 

(2013) “Brecha Digital en el contexto 

universitario: Una estrategia para su 

medición”, Memorias del XII Congre-

so Nacional de Investigación Educativa, 

Guanajuato, pp. 11, noviembre. Disponi-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A114

ble en: http://www.comie.org.mx/congre-

so/memoriaelectronica/v12/doc/0195.pdf.

Ramírez, A., Morales, A.T, y Olguin, P.A.  
(2015). “Marcos de referencia de Saberes 

Digitales”. Revista de Educación Mediática 

y TIC, España, núm. 2, vol. 4, pp. 112-136, 

abril. Disponible en: http://helvia.uco.es/

xmlui/bitstream/handle/10396/13514/Ed-

metic_vol_4_n_2_8.pdf?sequence=1&isA-

llowed=y.

Ramírez, A. y Casillas, M.A (2015). “Los saberes 

digitales de los universitarios”, en Mi-

cheli Jordy (coord.), Educación virtual y 

universidad, un modelo de evolución, Mé-

xico, UAM, pp. 76-106.

Ramírez, A., casillas, M.A. y Ojeda, M.M. (2013). 

“Brecha Digital en Educación Superior: 

Grado de apropiación tecnológica, ca-

pital cultural, trayectorias escolares 

y desempeño académico” Proyecto de 

Investigación. México: Universidad Ve-

racruzana. Disponible en: https://www.

uv.mx/blogs/brechadigital/ 

Robles, J. (2009). “Ciudadanía digital: una intro-

ducción a un nuevo concepto de ciudada-

no”. Barcelona: UOC.

Sacristán, J. (2003). “Volver a leer la educación 

desde la ciudadanía”, en Martínez, Jau-

me (coord.). 1a. ed., Barcelona, GRAÓ, 

pp.11-34. 

Sanahuja, J. (2011). “Entre los Objetivos de De-

sarrollo del Milenio y la cooperación 

sur-sur: actores y políticas de la ayuda 

al desarrollo en América Latina y el Ca-

ribe”. Pensamiento Iberoamericano, Espa-

ña, núm. 8, pp. 195-222. Disponible en: 

http://www20.iadb.org/intal/catalogo/

PE/2011/08112.pdf. 

Valenzuela, R. (2013). “Delimitar Gobierno 

Abierto para ampliar la Colaboración 

con una Sociedad más Abierta”. Esta-

do, Gobierno, Gestión Pública, Méxi-

co, núm. 21, pp. 127-158. Disponible en: 

http://www.revistaderechopublico.

uchile.cl/index.php/REGP/article/view-

File/29403/31182 

Trowler, P., Saunders, M. y Bamber, V. (2012). Tri-

bes and Territories in the 21st-Century: Re-

thinking the significance of disciplines in 

higher education. International Studies in 

Higher Education. Abingdon: Routledge.



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 115

R
ES

EÑ
A

S
ALEJANDRO GONZÁLEZ. 2017. GOBIERNO ABIERTO. INS-

TITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

CUADERNO DE TRANSPARENCIA NÚM. 24.

J o e l  S a l a s  S u á r e z 4

D
urante 2017, varios discursos políticos 
y oficiales en México incluyeron al go-
bierno abierto como una promesa o 
una necesidad que permitirá recuperar 
la confianza de la población en la demo-

cracia actual. Frente al recrudecimiento de problemas 
como la corrupción, la impunidad, la desigualdad, la 
inseguridad y otros, se reconoce la importancia de re-
cuperar esta confianza para que el país salga adelante. 
Las autoridades no han podido hacer frente a estos re-
tos, así que podría ayudar la colaboración de la pobla-
ción. Si compartieran recursos y capacidades, aumen-
tarían las posibilidades de éxito. El gobierno abierto 
impulsa esta colaboración, por lo que no sorprende 
que sea mencionado recurrentemente por actores 
de ambas partes. Discursos similares se escuchan en 
Latinoamérica y democracias avanzadas, dado que el 
desencanto con la democracia es global. Frente al en-
tusiasmo que ha despertado, siempre son bienvenidos 
los aportes de quienes buscan desentrañar teórica y 
prácticamente su naturaleza.

Precisamente, el texto escrito por Alejandro Gonzá-
lez Arreola en el Cuadernillo de divulgación número 
24, que editó el INAI, cumple con esta función. Pun-

4	 Comisionado del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales (INAI). Coor-
dinador de la Comisión de Gobierno Abierto y Transparencia Proac-
tiva del INAI.
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tualiza las dimensiones formales y prác-
ticas que se deben considerar en torno al 
concepto de “gobierno abierto”. Esta tarea 
se vuelve imperiosa porque su adopción 
es un proceso en construcción, pero no 
reciente. Desde 2011, México es miembro 
fundador de la Alianza para el Gobierno 
Abierto (AGA) —convocada por el enton-
ces presidente de Estados Unidos, Barack 
Obama—, comprometiendo acciones a ni-
vel federal en la materia; desde 2015, aún 
antes de la aprobación de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública que mandata la puesta en 
marcha del gobierno abierto, el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la In-
formación y Protección de Datos Persona-
les (INAI) y el Sistema Nacional de Trans-
parencia impulsan ejercicios locales de 
gobierno abierto, una iniciativa pionera 
en el mundo y a la que ya se han adherido 
26 estados. 

A lo largo de estos años, en el mundo se 
ha generado un alud analítico sobre el go-
bierno abierto. González Arreola hace un 
recuento de estas reflexiones, sobre todo 
de lo que se ha vertido en Latinoamérica, 
EUA y Reino Unido; identifica las intersec-
ciones, las enriquece con su experiencia 
de académico, miembro de la sociedad 
civil organizada y representante de esta 
ante el Comité Directivo Global de la AGA, 
y las complementa con un análisis de los 
planes de acción de los países miembros. 
González Arreola se esfuerza en aclarar 

qué es y en qué consiste el gobierno abierto, 
así como su relación con las políticas pú-
blicas según sea: un medio, para producir 
“soluciones eficaces, incluyentes y soste-
nibles a los problemas más apremiantes 
de la vida asociada en áreas diversas”; o 
previo a lo anterior, un fin en sí mismo, 
para mejorar la administración pública de 
modo que haya “condiciones propicias de 
apertura gubernamental”.

El texto se divide en dos secciones que 
buscan responder, respectivamente, a es-
tos objetivos. Por eso, lo primero que hace 
el autor es puntualizar los qué, para qué y 
cómo del gobierno abierto. Los qué son los 
tres principios pilares de este concepto: 
la transparencia, la participación y la co-
laboración. Combinados virtuosamente, 
estos llevarán a los para qué: al fortaleci-
miento de la rendición de cuentas, la re-
ceptividad y efectividad de los gobiernos y 
la motivación de los ciudadanos a utilizar 
la información para contribuir con ideas y 
experiencias e involucrarse en los asuntos 
públicos. Los cómo son las estrategias por 
las que los gobiernos “se relacionan con 
sus gobernados e interactúan con ellos 
viéndolos ya no como parte del problema 
de la gobernación de una sociedad, sino 
como parte de la solución en el abordaje 
de los problemas de la vida asociada”. 

Como puede verse, el gobierno abier-
to implica un ajuste en las interacciones 
entre gobiernos y población y, consecuen-
temente, un ajuste en la distribución de 
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poderes de modo que se permita la anhe-
lada colaboración. Por lo tanto, el autor lo 
distingue de otros conceptos. El gobierno 
abierto no es lo mismo que los datos abier-
tos porque va más allá de la mera genera-
ción de información que, aunque es más 
accesible gracias al uso de las tecnologías 
de la información y está en formatos que 
permiten su reutilización por los particu-
lares, no es producida en respuesta a un 
objetivo que busca transformar algún as-
pecto de la vida pública. Tampoco es lo 
mismo que el gobierno electrónico, por-
que no basta mejorar las transacciones 
entre los gobiernos y la población para la 
realización de trámites o el acceso a apo-
yos, si hace falta abrir el espacio público a 
la población y, consecuentemente, “la re-
conceptualización del poder en democra-
cia en favor de patrones más horizontales 
de interacción gobierno-sociedad”. 

El autor también advierte no confundir 
el gobierno abierto con la transparencia. 
La noción de apertura implica “«abrir las 
ventanas» del sector público al escrutinio 
ciudadano con el objetivo de combatir el 
secreto gubernamental y reducir la opa-
cidad burocrática”, pero con el gobierno 
abierto dicha noción adquiere un sentido 
ulterior. Los gobiernos se abren no solo al 
escrutinio, sino a la interacción con cual-
quiera que en su calidad de ciudadano 
pueda abonar a la solución de los proble-
mas públicos. Una cita de Giandomenico 
Majone sirve para ilustrar este matiz: “las 

burocracias no nacieron transparentes”; 
agrega González Arreola, “menos aún na-
cieron abiertas”. La información es nece-
saria para detonar los ajustes para redis-
tribuir el poder en democracia. Es por eso 
que la transparencia y el acceso a la infor-
mación “se constituyen en piedra angular 
y condición necesaria del gobierno abier-
to”, pero no en sinónimo. 

De lo anterior se desprenden dos dimen-
siones del gobierno abierto: i) un nuevo 
paradigma de gobernanza (dimensión 
político-gubernativa); ii) un medio o es-
trategia gubernamental para alcanzar sus 
fines públicos (dimensión administrativa). 
Para llegar a esto, como ya se dijo, el autor 
revisó la literatura académica y la expe-
riencia empírica reflejada en los compro-
misos incluidos en los planes de acción 
de los países miembros de la AGA. El go-
bierno abierto puede ser analizado desde 
la primera dimensión en tanto implica un 
replanteamiento de las relaciones autori-
dades-sociedad, “hacia modelos más hori-
zontales de interacción que tienden a em-
poderar al ciudadano frente al complejo 
aparato estatal”; desde la segunda, porque 
también se refiere a un modo de actuación 
ideal mediante la mejora de marcos legis-
lativos y organizativos que permitan supe-
rar “las imitaciones y tareas propias de la 
jerárquica e insular administración públi-
ca para aprovechar la energía y recursos 
sociales y privados”. 
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El concepto está en construcción, por lo 
que el autor identifica tres áreas de opor-
tunidad donde hay que fortalecerlo. Llama 
al análisis interdisciplinario del gobierno 
abierto, pues hacen falta aportes más críti-
cos de disciplinas como la ciencia política 
y el estudio de los movimientos sociales 
y la sociedad civil organizada. La apertu-
ra no se logra solo por incluirla en el dis-
curso, se requiere preservar los espacios 
de la sociedad civil para que esta actúe 
libremente. Por eso, el Comité Directivo 
de la AGA considera mecanismos inme-
diatos y urgentes ante cualquier posible 
vulneración, que ya fueron aplicados en 
Azerbaiyán y Hungría. Vale la pena tomar 
en cuenta esto porque podría recurrirse a 
ellos en México para motivar a la sociedad 
civil organizada a regresar al Secretariado 
Local Tripartita, órgano máximo que coor-
dina las acciones nacionales ante la AGA, 
del cual se retiró en 2017 por presunto es-
pionaje digital del gobierno federal. Otra 
área de oportunidad es no perder de vista 
que la colaboración autoridades-sociedad 
no estará exenta de tensiones, ante lo que 
recomienda una aproximación contin-
gente a cada caso. Finalmente, el autor 
advierte sobre la necesidad de estudiar la 
relación del gobierno abierto con las polí-
ticas públicas, por ser desde ellas que los 
gobiernos resuelven los problemas públi-
cos que afectan la vida cotidiana de las 
personas y vulneran sus derechos funda-
mentales.

Llegado este punto, el autor aborda el 
segundo objetivo planteado para su expo-
sición. Las políticas públicas deben estu-
diarse desde dos perspectivas que no ne-
cesariamente se excluyen entre sí: pueden 
tener como objetivo implementar el go-
bierno abierto, ser políticas para el gobier-
no abierto, pero también puede buscarse 
reorientar las políticas públicas en arreglo 
a los valores y principios de este, es decir, 
hacer políticas públicas abiertas. En el pri-
mer caso, se concibe al gobierno abierto 
como un fin, porque para hacer realidad 
sus principios antes es necesario garanti-
zar derechos como el acceso a la informa-
ción, la libertad de expresión y de prensa, 
la libre asociación y participación en los 
asuntos públicos. En el segundo caso, se 
entiende al gobierno abierto como un me-
dio, porque adoptarlo ayudaría a mejorar 
las políticas públicas que dan solución a 
los problemas públicos más apremiantes, 
por ejemplo, la capacidad de producir in-
formación relevante y ofrecerla proactiva 
y oportunamente, la existencia de cana-
les y prácticas de comunicación de doble 
vía gobierno-sociedad, la especialización 
funcional y técnica en la administración 
pública, entre otras. Las dos perspectivas 
fortalecen la calidad institucional y la ca-
lidad administrativa, respectivamente.

Para ejemplificar lo anterior, González 
Arreola menciona algunas experiencias 
mexicanas. Como políticas públicas para 
el gobierno abierto, el autor ubica la crea-
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ción de los Sistemas Nacionales de Trans-
parencia y Anticorrupción. Cada uno bus-
ca robustecer la calidad institucional de la 
administración pública mexicana, lo cual 
contribuye a hacer realidad el gobierno 
abierto. Como su nombre lo indica, el pri-
mero busca que la transparencia y el acce-
so a la información pública sean efectivos 
en todo el país, sin distinciones geográfi-
cas ni excepción de poderes y órdenes de 
gobierno. Por su parte, el segundo busca 
dotar de una visión sistemática a la ren-
dición de cuentas que previene, controla y 
sanciona las faltas administrativas y la co-
rrupción. Estos ejemplos destacan porque 
fueron abiertos desde su inicio, fueron 
impulsados por la sociedad civil organiza-
da en estrecha colaboración con partidos 
políticos y el legislativo federal. 

Los ejercicios locales que impulsan el 
Instituto Nacional de Transparencia, Acce-
so a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI) y el Sistema Nacional 
de Transparencia son un ejemplo para el 
segundo caso porque buscan la institucio-
nalización del gobierno abierto en cada 
estado del país. Están respaldados por un 
modelo que sirve como referencia teórico 
conceptual para los actores involucrados, 
lo define claramente como medio, y retoma 
la experiencia a nivel federal replicando la 
instalación de Secretariados Técnicos Lo-
cales conformados por órganos garantes, 
gobiernos estatales y miembros de la socie-
dad civil, los cuales deliberan y coordinan 

la cocreación y publicación de planes de 
acción locales. En el largo plazo, se podría 
aspirar a la configuración de una política 
nacional de gobierno abierto para cumplir 
el mandato de la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública, 
que responsabilice a los órganos garantes 
de la materia de impulsarlo en el país. Con-
viene enfatizar una vez más que los ejerci-
cios locales de gobierno abierto iniciaron 
aún antes de la entrada en vigor de la ley.

No podía faltar un análisis de los com-
promisos incluidos en los planes de acción 
de la AGA hasta 2015, poco antes de que el 
autor concluyera su encomienda en el Co-
mité Directivo Global de la misma. El autor 
halló que, de 1093 compromisos analiza-
dos, el 31.9% correspondió a políticas pú-
blicas para el gobierno abierto, mientras 
que el 68.1% clasificó como política pública 
abierta. Los resultados se entienden, ex-
plica el autor, dadas las diferentes capa-
cidades de los países. En su inicio, la AGA 
promovió compromisos en cinco grandes 
áreas cuya consecución podría lograrse 
mediante el gobierno abierto: mejora de 
los servicios públicos, aumento de la in-
tegridad pública, gestión eficaz de los ser-
vicios públicos, creación de comunidades 
seguras y aumento de la responsabilidad 
empresarial. Sin embargo, en algunos paí-
ses todavía es necesario sentar los cimien-
tos para los principios del gobierno abier-
to, de modo que se convierte en un fin. El 
autor aclara que su análisis fue descripti-
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vo, porque aún no se evalúa la pertinencia, 
diseño o resultados de los compromisos, 
pero obtuvo evidencia que confirma lo an-
terior. Agrupando por región, se tiene que 
en África, Europa y Oceanía se establecie-
ron compromisos de política pública para 
el gobierno abierto, mientras que en Amé-
rica y Asia se relacionaron sobre todo con 
políticas públicas abiertas. 

Académicos, políticos, funcionarios 
públicos y miembros de la sociedad civil 
organizada tienen en este texto no solo 
una síntesis actualizada de las tenden-
cias teóricas del gobierno abierto, sino un 
listado de aspectos a considerar previo a 
la adopción del mismo y su implemen-
tación, como fin o como medio. Se trata 
de un concepto en construcción, pero ha 

despertado altas expectativas en México 
y el mundo por su posible contribución a 
recuperar la confianza en la democracia. 
Para evitar su uso legitimador y el ries-
go de que se convierta en una tendencia 
efímera, es preciso tener en cuenta los se-
ñalamientos del autor. Como éste lo reco-
noce, se trata de una obra de divulgación 
que, precisamente por su simplicidad y 
concreción, provee un lenguaje común a 
la comunidad de práctica para continuar 
el análisis. Incluso, de sus pocas páginas 
se pueden desprender futuras líneas de in-
vestigación relevantes y derivar siguientes 
pasos en las agendas de implementación 
en el corto, mediano y largo plazos.



A Ñ O  2 ,  N Ú M E R O  3  •  J U L I O  -  D I C I E M B R E  2 0 1 8 121

ALEJANDRA NASER, ÁLVARO RAMÍREZ-ALUJAS, DANIE-

LA ROSALES (EDITORES), DESDE EL GOBIERNO ABIERTO 

AL ESTADO ABIERTO EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE, 

LIBROS DE LA CEPAL, NÚM. 144 (LC.PUB.2017/9-P), SAN-

TIAGO, COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA 

Y EL CARIBE (CEPAL), 2017.

S o f í a  C o n r e r o 5

D
esde el gobierno abierto al Estado abierto 
en América Latina y el Caribe, refleja el 
trabajo que se viene realizando y el es-
tado del arte en torno al gobierno abier-
to y al Estado abierto. Desde la pers-

pectiva de autores diversos, tanto desde la academia 
como desde organizaciones, entidades y áreas, que ya 
han desarrollado algunas iniciativas en esta materia 
en América Latina y el Caribe, el libro presenta un 
conjunto de capítulos que refieren a investigaciones 
y reflexiones teóricas sobre la conceptualización de 
gobierno abierto, Estado abierto y sus componentes, 
tanto a nivel de los Estados nacionales, como a nivel 
subnacional, especialmente a nivel local. 

Estos capítulos se complementan con otros en los 
cuales se presentan diferentes experiencias nacio-
nales y locales sobre la efectiva implementación de 
estrategias globales de gobierno abierto, o bien expe-
riencias sobre el diseño, desarrollo e implementación 
de alguno/s de los componentes del gobierno abierto: 
transparencia, rendición de cuentas, colaboración y 
participación.

5	 Profesora e investigadora de la Universidad Católica de Córdoba, 
Argentina.
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Entender que el gobierno abierto no es 
una decisión técnica, sino que se trata de 
una decisión política —como plantea Ali-
cia Bárcena en el Prólogo—, es una de las 
ideas clave que permea el texto en su con-
junto. Asimismo, comprender que se tra-
ta de una manera diferente de gobernar, 
incluso de entender el Estado, se presenta 
como una necesidad para que las estrate-
gias, proyectos e iniciativas en torno a la 
temática puedan implementarse efecti-
vamente, y alcanzar sus propósitos, que 
finalmente apunta a una mejora en la cali-
dad de vida de los ciudadanos y al fortale-
cimiento de sociedades colaborativas. 

Sin duda alguna, y como lo plantean 
Naser, Ramírez-Alujas y Rosales en la In-
troducción, la revolución digital es uno de 
los mayores cambios de paradigma a nivel 
global, que impacta fuerte y transversal-
mente en las actividades de nuestras so-
ciedades, y que ha planteado nuevos de-
safíos para los gobiernos en el mundo, y 
también en América Latina. 

Los antecedentes del gobierno abierto, 
con especial referencia al más destacado, 
la Alianza para el Gobierno Abierto lanza-
da en 2011, se encuentran desarrollados 
en la Introducción, así como también una 
presentación de sus principios y avances 
en la región. A lo largo de los diferentes ca-
pítulos también se pueden encontrar refe-
rencias a los antecedentes y componentes 
del gobierno abierto.  

El libro se estructura en siete partes, que 
refieren al tránsito del gobierno abierto al 
Estado abierto en América Latina y el Ca-
ribe; casos de referencia nacionales: Bra-
sil, Costa Rica y México; el papel de los ór-
ganos garantes de acceso a la información 
pública —incluyendo casos y experien-
cias—; el gobierno abierto y el papel de 
las organizaciones de la sociedad civil; del 
gobierno abierto al Estado abierto: marco 
conceptual, enfoques y herramientas; ex-
periencias a nivel subnacional y local; y 
la revolución de los datos para el Estado 
abierto y el desarrollo sostenible.

El Capítulo I, “Gestión pública, gobierno 
abierto y fortalecimiento de la democra-
cia en América”, de María Fernanda Trigo 
y Verónica Álvarez, presenta un análisis 
muy completo sobre el nuevo paradigma 
del gobierno abierto y la complejidad del 
entorno en el que se plantea, y sobre el 
cual, además, pretende innovar y mejorar.  

Como nuevo paradigma de gestión pú-
blica, el gobierno abierto incluye cuatro 
principios fundamentales: transparen-
cia, rendición de cuentas, colaboración 
y participación. La promoción de estos 
principios contribuye a fortalecer los 
sistemas democráticos, a incrementar 
los niveles de confianza de la ciudadanía 
en las instituciones políticas, a potenciar 
el compromiso cívico y a mejorar la cali-
dad y efectividad de los gobiernos y sus 
administraciones públicas bajo princi-
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pios de equidad e integridad. El gobierno 
abierto constituye una nueva forma de 
gobernar, en la que debe haber un per-
manente intercambio entre gobierno y 
ciudadanía, y en la cual Internet, y las 
TIC en general, cumplen un papel fun-
damental. En este contexto, se necesitan 
marcos institucionales y bases legales 
adecuadas, sistemas de gestión más so-
fisticados y, sobre todo, un profundo 
cambio en la cultura de las organizacio-
nes públicas (Trigo y Álvarez, 2017: 41).

En este mismo sentido de presentar an-
tecedentes, teorías y pilares del gobierno 
abierto, se desarrolla el Capítulo II, “Del 
gobierno abierto al Estado abierto: la mi-
rada del Centro Latinoamericano de Ad-
ministración para el Desarrollo (CLAD)”, 
de Gregorio Montero. El autor señala las 
dificultades que existen en América Lati-
na para materializar los derechos, sobre 
los cuales sí se ha avanzado en la adopción 
de normas que los garanticen. 

Esas dificultades están relacionadas con 
el autoritarismo y la opacidad con que 
operan en las instituciones de la región, 
la ausencia de un organismo rector con 
fuerza jurídica y política, la inadecua-
ción de las estructuras y procesos admi-
nistrativos, la debilidad del derecho ad-
ministrativo, la falta de sistematización 
de la información, la inexistencia de 
mecanismos y formatos de entrega y el 

desinterés de la ciudadanía, entre otras 
cosas (Montero, 2017: 62).

Montero hace especial referencia al papel 
que ha tenido y tiene el CLAD en el fortale-
cimiento del gobierno y del Estado abierto 
en la región. Se destaca especialmente la 
elaboración de la Carta Iberoamericana 
de Gobierno Abierto, aprobada por la XVII 
Conferencia Iberoamericana de Ministras 
y Ministros de Administración Pública y 
Reforma del Estado en julio de 2016.

A los fines de ejemplificar y aprender de 
las experiencias nacionales de gobierno 
abierto, se presentan los casos de Brasil, 
Costa Rica y México. Cada uno de estos 
tres capítulos, presentan introducciones y 
referencias teóricas muy valiosas sobre el 
gobierno abierto.

En el caso de Brasil, en el Capítulo III, 
“¿En qué consiste el gobierno abierto?”, de 
Roberta Solís Ribeiro, se analiza la parti-
cipación del Brasil en la Alianza para el 
Gobierno Abierto, como país impulsor, 
junto con Estados Unidos, de esta inicia-
tiva. Uno de los mecanismos centrales del 
gobierno abierto en este país lo constituye 
el Portal de Transparencia, lanzado por el 
gobierno de Brasil en el año 2004. Se trata 
de un sitio web donde se publica informa-
ción de acceso libre sobre la ejecución del 
presupuesto.

Para el caso de México (Capítulo V, “Go-
bierno abierto: el caso de México”, de Ale-
jandra Lagunes Soto Ruiz), la Alianza para 
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el Gobierno Abierto ha sido la impulsora 
del gobierno abierto. Se destaca la crea-
ción de un Secretariado Técnico Tripartita 
(STT), como máximo órgano de toma de 
decisiones en materia de gobierno abier-
to, y un espacio de cocreación y colabora-
ción entre el gobierno y la sociedad civil. 
El STT es una estructura única dentro de 
los 69 países miembros de la Alianza para 
el Gobierno Abierto, por lo que constituye 
una experiencia destacada en la región, 
por tres razones fundamentales: promueve 
la cocreación como principio esencial, ga-
rantiza la rendición de cuentas mediante la 
participación ciudadana y representa una 
nueva manera de hacer política pública.

Por su parte, es interesante el caso de 
Costa Rica, presentado en el Capítulo IV, 
“El Estado abierto en Costa Rica: dina-
mizando la democracia”, de Ana Gabriel 
Zúñiga Aponte, ya que la incorporación 
del gobierno abierto tiene algunas carac-
terísticas destacadas en la región. En pri-
mer lugar, la existencia de una sociedad 
civil fortalecida y participación activa. En 
segundo lugar, la adopción del gobierno 
abierto desde la noción de Estado abier-
to, ya que los presidentes de los tres po-
deres del Estado firmaron un acuerdo en 
el cual se comprometen a colaborar para 
construir políticas de Estado abierto. Y, en 
tercer lugar, el compromiso de los servido-
res públicos con esta manera de gobernar, 
quienes han formado una red de reforma-
dores de gobierno abierto. Estas caracterís-

ticas están propiciando la sostenibilidad a 
largo plazo del Estado abierto. 

El libro que se reseña también aborda 
el análisis del Estado abierto desde una 
perspectiva teórico-conceptual, enten-
diendo que la aplicación de los pilares del 
gobierno abierto no debe reducirse sólo a 
las entidades del órgano ejecutivo, pues 
esto no solo limita su resultado e impac-
to, sino que pone en tela de juicio su éxito, 
toda vez que desecha la teoría de la unidad 
del Estado y su funcionamiento sistémico. 
Este debate lo plantean Montero, en el ca-
pítulo II, y también refiere a este tema Os-
car Oszlak, en el Capítulo XI, “La noción 
de Estado Abierto en el contexto de Améri-
ca Latina”. El autor ha acuñado el término 
Estado abierto para referir a 

“…la voluntad formalmente expresada 
por parte de gobiernos, Parlamentos, 
cortes de justicia, organismos de control 
público u otras instituciones estatales o 
paraestatales de promover la apertura 
de sus repositorios de datos, el acceso 
ciudadano a la información, la partici-
pación social en las distintas fases del ci-
clo de las políticas públicas, la rendición 
de cuentas y, en general, el control de la 
gestión pública por parte de la ciudada-
nía” (Oszlak, 2017: 213). 

En el marco del Estado abierto, en el li-
bro se encuentran cinco capítulos que 
refieren a la coproducción de políticas pú-
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blicas, a la justicia abierta, a la confianza 
para el gobierno abierto, y a los desafíos 
del gobierno abierto para la burocracia y 
para el sistema político.

Joan Subirats, en el Capítulo X, “Innova-
ción social, cambio tecnológico y gobier-
no abierto: la coproducción de políticas 
públicas”, reflexiona sobre hasta qué pun-
to el cambio tecnológico asociado con In-
ternet —un cambio estructural— no exi-
ge un replanteamiento general del modo 
de pensar en las formas de gobierno y de 
cómo entender y analizar las políticas pú-
blicas en los sistemas democráticos con-
temporáneos. El desafío está en 

“…encontrar mejores capacidades des-
criptivas y analíticas respecto de un 
escenario en que las políticas públicas 
perderán buena parte de su carácter je-
rárquico y lógica técnica, para incorpo-
rarse en las lógicas de gobierno abierto, 
producción distribuida y conocimiento 
compartido, propias del nuevo escenario 
digital” (Subirats, 2017: 205).

Como parte del Estado abierto, la apertu-
ra en el ámbito del poder judicial, a través 
de los principios de participación, colabo-
ración y transparencia, es deseable en la 
región. En el Capítulo XII, “Hacia el Estado 
abierto: justicia abierta en América Latina 
y el Caribe”, de Carlos E. Jiménez-Gómez, 
la justicia abierta no solo es posible, sino 
que las iniciativas de este tipo son viables. 

Aún los casos son aislados, pero los que 
han avanzado en este sentido muestran 
un auténtico planteamiento estratégico 
orientado a transformar la justicia con un 
sentido de verdadero servicio a la ciuda-
danía. 

Por su parte, la confianza institucional, 
sobre todo en la administración pública, 
es de vital importancia para la apertura de 
los gobiernos, como plantean Cecilia Güe-
mes y Quim Brugué en el Capítulo XIII, 
“Confianza y gobierno abierto en América 
Latina”. 

La relación entre confianza y gobierno 
abierto es bidireccional y ambos fenó-
menos están indisolublemente unidos. 
Por un lado, el gobierno abierto se cons-
tituye en una promesa para quienes bus-
can estimular y crear la confianza. Por 
otro, exige confianza y la necesita como 
lubricante social para que funcione una 
de sus bases (la cooperación) (Güemes y 
Brugué, 2017: 255).  

Los autores concluyen que, en un con-
texto de baja confianza, es fundamental 
conocer los perfiles de quienes confían y 
quienes no confían en la administración 
pública, para poder diseñar políticas pú-
blicas orientadas hacia los sectores de la 
población más reticentes a dar su confian-
za. Esto requiere realizar acciones para 
mejorar el clima de desencanto, sospecha, 
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apatía ciudadana hacia la administración 
pública en la región.

El tema de los desafíos que se le presen-
tan a la burocracia es abordado por Mila 
Gascó Hernández en el Capítulo XIV, “Las 
claves para abrir gobiernos: una mirada 
desde la burocracia”. Con estructuras ad-
ministrativas cerradas, verticalistas, frag-
mentadas y con una cultura de la norma 
arraigada es muy complejo que el gobier-
no abierto pueda desarrollarse, porque es 
justamente el aparato administrativo so-
bre el que se sustentan dichos procesos. 

Es necesario generar acciones específi-
cas para que la burocracia pueda acompa-
ñar y potenciar las iniciativas de gobierno 
abierto. Los mismos principios del gobier-
no abierto deben estar incorporados en el 
funcionamiento de la administración pú-
blica. Por lo tanto, las acciones de forma-
ción, comunicación, facilitación y apoyo 
son claves para producir estos cambios. 
El caso de Costa Rica presentado en el ca-
pítulo IV de conformación de una red de 
servidores públicos reformadores de go-
bierno abierto, es un ejemplo positivo en 
este sentido.

Dos componentes clave para el gobierno 
abierto son el sistema político y los lide-
razgos políticos. En el Capítulo XV, “Go-
bierno abierto: moda u oportunidad”, Luis 
Guillermo Babino se pregunta sobre el 
riesgo de los gobiernos de ser sustituidos 
por nuevos intermediarios sociales si des-
atienden esta nueva realidad. Y respon-

diendo a esta inquietud, entiende que la 
política, los políticos y las burocracias es-
tatales tienen una gran oportunidad para 
redefinir su papel adaptándose a esta nue-
va realidad. Y se pregunta nuevamente 
por qué algunos políticos se apropiarían 
de ideas que no son propias de la prácti-
ca actual del sistema político. Y responde 
que sería posible este cambio en el caso 
de aquellos políticos que, estando fuera 
de la política tradicional, encuentran un 
camino para conectarse con la sociedad 
y para que “…la política recupere su papel 
de liderazgo social en la definición y cons-
trucción del proceso de producción de las 
políticas públicas” (Babino, 2017: 309).

Babino construye un triángulo de capa-
cidades para poder sostener el gobierno 
abierto, que permitiría lidiar con sus prin-
cipales obstáculos, formado por las tecno-
logías, las capacidades institucionales y 
las capacidades personales y cognitivas de 
los dirigentes. Y avanza expresando que, 
de los tres componentes, la condición ne-
cesaria, aunque no suficiente, tiene que 
ver con las capacidades de los dirigentes, 
ya que son ellos los que deben llevar ade-
lante una nueva manera de hacer política, 
con un nuevo estilo de liderazgo.

Esta nueva manera de hacer política y de 
liderazgos sólidos para sostener procesos 
de cambio se pone de manifiesto en los ca-
sos subnacionales de gobierno abierto que 
presenta el libro. Si bien, como plantea José 
Hernández Bonivento en el Capítulo XVII, 
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“Gobernanza abierta a nivel local: teoría y 
práctica en América Latina”, hay avances 
en el gobierno abierto a nivel local, que 
han permitido el desarrollo de construc-
ciones teóricas, aún el gobierno abierto a 
nivel local sigue enfrentando grandes de-
safíos, muchos de los cuales no dependen 
directamente de ellos. Por lo tanto, el de-
safío es crear las motivaciones necesarias 
para que las autoridades subnacionales 
pongan en práctica la gobernanza abierta 
en todos los niveles.

Los tres casos que ilustran esta parte del 
libro son los municipios de Bahía Blanca, 
Madrid y Quito.

El “Caso de estudio: municipio de Bahía 
Blanca” que presentan Esteban Mirofsky 
y Gustavo Bevilacqua en el Capítulo XVIII 
es un caso muy interesante por los avan-
ces alcanzados, que permiten aprender de 
las experiencias realizadas y de qué mane-
ra se fueron resolviendo. Especialmente el 
tema del liderazgo político frente a insti-
tuciones y poderes del Estado que se mos-
traron renuentes a avanzar en el gobierno 
abierto. Los autores también plantean el 
desafío del cambio cultural, no solo den-
tro del gobierno y de la administración 
pública, sino también en la sociedad en 
general, como un aspecto central para po-
der consolidar el gobierno abierto.

En el caso de Madrid, analizado en el Ca-
pítulo XIX, “Abriendo Madrid: pasos hacia 
un gobierno abierto municipal” por Vic-
toria Anderica Caffarena, se mencionan 

algunos factores que influyen para que 
se haya podido avanzar el gobierno abier-
to de la ciudad. Estos factores —además 
de determinar los objetivos que pretende 
alcanzar un gobierno a nivel local— son 
la estrategia inicial, las alianzas externas 
e internas, las políticas de evaluación y 
la creación de un clima de opinión local, 
estatal e internacional favorable. La au-
tora también elabora una tipología de 
oposiciones que se pueden presentar en 
el recorrido para la implementación del 
gobierno abierto: oposición política, opo-
sición legislativa y oposición tecnológica. 
Profundizar sobre cada una de ellas es 
una fuente de aprendizaje para otras ex-
periencias locales.

Y el tercer caso, el del municipio de Qui-
to, se presenta en el Capítulo XX, “Gobier-
no abierto y laboratorios de innovación 
pública: el caso del municipio de Quito”, 
por Carolina Pozo Donoso. Se destaca en 
el análisis del caso de Quito la sistematiza-
ción de lecciones aprendidas y recomen-
daciones para su implementación eficaz. 
Algunas de ellas refieren a la necesidad de 
una clara voluntad política de apoyo al go-
bierno abierto; la necesidad de contar con 
proyectos de alto impacto al inicio para 
sostener el proceso; la necesidad de inver-
sión en tiempo y dinero para generar espa-
cios físicos y virtuales donde todos los ac-
tores involucrados puedan llevar adelante 
los procesos de cocreación; la necesidad de 
plantear metas a corto, mediano y largo 
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plazos, de tal manera que los procesos ex-
cedan un mandato gubernamental, entre 
otras.

Un apartado especial del libro refiere a los 
datos abiertos para el desarrollo sostenible. 

Al hablar de “datos abiertos” en América 
Latina se hace referencia a una comuni-
dad heterogénea desde el punto de vista 
de las capacidades, habilidades e inte-
reses de quienes hacen uso de los datos 
públicos, que comparte la idea de que no 
se debería limitar el acceso a los datos 
públicos para su posterior reutilización. 
Esta comunidad va más allá de la teo-
ría, al establecer prácticas que permiten 
añadir valor a esos datos mediante su 
análisis, utilización y reutilización, a tra-
vés de la cooperación formal o informal 
entre sus miembros (Scrollini, 2017: 426).

Así lo plantea Fabrizio Scrollini en el Ca-
pítulo XXI “El surgimiento de América La-
tina abierta: la agenda de datos abiertos en 
la región”. Como ya se ha venido plantean-
do en otros aspectos del gobierno abierto, 
en el tema de datos abiertos hay avances 
en la región (las iniciativas ABRELATAM 
y ConDatos son un ejemplo de ello), pero 
aún hay grandes desafíos. Es necesario 
invertir en la creación de infraestructura 
técnica abierta, como así también en las 
capacidades de los gobiernos para gestio-
nar estos procesos. Asimismo, se debe in-
vertir en procesos de inclusión de actores 

de la sociedad civil, y en el aumento del 
número de usuarios, a los fines de mejorar 
la calidad y el uso de los datos. 

Un caso único en la región, por sus ca-
racterísticas, lo presenta el Capítulo XXII 
“Lecciones, experiencias y aprendizajes 
en el ámbito de gobierno abierto: el caso 
de DATA Uruguay”, elaborado por Daniel 
Carranza.

DATA Uruguay es una organización de la 
sociedad civil, basada en el trabajo volun-
tario de sus miembros y en la generación 
de entornos de trabajo altamente flexibles 
para los miembros principales, la comuni-
dad y los proveedores. Esta organización 
dota de mucha flexibilidad a la organiza-
ción, con un alto nivel de eficacia. Con este 
esquema han logrado llevar adelante múl-
tiples proyectos de datos abiertos, tenien-
do aún el desafío de consolidar los mode-
los existentes y procurar financiamiento 
institucional, a los fines de dotar de una 
mayor estabilidad a la organización, con 
una dedicación mayor de sus miembros.

Otra parte del libro la ocupa el análisis 
y presentación de casos referidos a los 
órganos garantes de acceso a la informa-
ción pública. En el Capítulo VI, “Gobierno 
abierto: contexto fundamental de la trans-
parencia”, Vivianne Blanlot Soza presenta 
los principios de los datos abiertos y una 
metodología para evaluar el acceso a da-
tos abiertos muy amplia y de gran valor 
para evaluar otras experiencias y poder 
generar información comparada. Hace 
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una referencia especial al caso de la plata-
forma denominada Portal de Datos Abier-
tos del gobierno de Chile.

Por su parte, en el Capítulo VII “El papel 
de los órganos garantes del acceso a la in-
formación pública en el contexto del Es-
tado abierto”, Joel Salas Suárez formula el 
interrogante ¿cómo pueden enviar los go-
biernos una señal de que su compromiso 
con el gobierno abierto es real pese a los 
obstáculos? Y responde que los órganos 
garantes juegan un papel fundamental en 
ese sentido. Analiza el caso del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la In-
formación Pública y Protección de Datos 
Personales (INAI) de México, órgano ga-
rante nacional. Este organismo, expresa 
Salas Suarez, 

“…ha sido fundamental para garantizar 
el acceso a la información pública e im-
pulsar políticas de transparencia e insu-
mos para el gobierno abierto, y también 
ha hecho las veces de umbral entre la 
población y las autoridades, dado que 
su autonomía ha permitido sentar a la 
mesa de trabajo a integrantes de la socie-
dad civil y autoridades de diversos pode-
res y niveles de poder para impulsar este 
modelo (Salas Suárez, 2017: 158).

El libro incorpora también algunos capí-
tulos que refieren al papel de las organiza-
ciones de la sociedad civil en el gobierno 
abierto. Así, el Capítulo VIII “El derecho a 

la información pública y los datos abier-
tos como herramienta para mejorar la ca-
lidad de vida de las personas”, de Haydée 
Pérez, Ezequiel Santagada, Guillermo Me-
drano, Diego De Francesco, Moisés Sán-
chez y Diego Mejías, refiere a la necesidad 
de una visión integrada de las agendas en 
materia de acceso a la información pú-
blica y datos abiertos. Y esta visión debe 
poner foco en el uso de esta información 
para las políticas públicas en materia de 
acceso a la salud, seguridad, educación, 
ambiente, etcétera. El gran desafío para la 
sociedad civil es la posibilidad real de pro-
cesar y utilizar esa información.

Paulina Ibarra, en el capítulo IX “El pa-
pel de la sociedad civil en la auditoría lo-
cal y el fortalecimiento de las institucio-
nes democráticas”, refuerza la idea de que 

“…las organizaciones de la sociedad civil 
deben ser capaces de abrirse para aglu-
tinar variados intereses y aprovechar 
los recursos y conocimientos colectivos 
existentes para incluir temas en la agen-
da pública, proponer soluciones y ejer-
cer presión y control social con respecto 
a asuntos de carácter público” (Ibarra, 
2017: 180).

La autora pone especial énfasis en re-
ferir que el eje de acción de las organiza-
ciones de la sociedad civil es la auditoría 
social o control social, como contrapar-
te del gobierno y las autoridades locales 
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y nacionales. Y con la condición de que 
esta participación sea colaborativa y con 
la incorporación de múltiples actores, in-
cluidas las organizaciones de base, los or-
ganismos internacionales y el sector pri-
vado. Asimismo, las organizaciones de la 
sociedad civil deben fortalecer sus capaci-
dades en el marco de la Alianza para el Go-
bierno Abierto, no solo en la propuesta de 
compromisos en los planes de acción, sino 
también en el seguimiento y fiscalización 
de dichos compromisos.

El rol de las universidades en el gobier-
no abierto, como actores de la sociedad ci-
vil, se pone en debate en el Capítulo XVI, 
“Gobierno abierto: perspectiva académi-
ca” de Ester Kaufman, teniendo especial-
mente en cuenta las notorias dificultades 
que los actores habituales del gobierno 
abierto tienen para generar iniciativas 
de reflexión fundamentadas en pruebas 
empíricas, así como para difundir críti-
camente sus conocimientos y prácticas. 
Hasta el momento, las universidades han 
formado parte de iniciativas de gobierno 
abierto como un actor más de la sociedad 
civil. Sin embargo, el potencial de interac-
ción e involucramiento es mucho mayor, 
planteando iniciativas de investigaciones 
conceptuales y de experiencias en diver-
sos campos. 

Desde las universidades se pueden ge-
nerar campos multi y transdisciplinares, 
condición necesaria para garantizar un 

enfoque integrado del Estado abierto. Ade-
más, el sector académico podría generar 

“…metodologías, contenidos y formación 
relacionados con la gestación de valores 
y el fomento de culturas de apertura, 
sobre la base de buenas prácticas que 
convendría investigar, conceptualizar y 
difundir” (Kaufman, 2017: 325). 

Un antecedente a desarrollar en esta 
materia es la Red Académica de Gobierno 
Abierto, anunciada en la Cumbre Global 
de la Alianza para el Gobierno Abierto, 
realizada en Ciudad de México en 2015.

Finalmente, es importante destacar que 
a lo largo de los capítulos se debaten y ana-
lizan los principales desafíos que deberán 
abordar los gobiernos/Estados para conti-
nuar afianzando la apertura. Algunos de 
ellos, que nos abren preguntas para seguir 
reflexionando y actuando sobre la temáti-
ca, son:

•	 Reformar la estructura de la adminis-
tración pública, capacitar a los funcio-
narios y promover el cambio cultural 
necesario para poder adecuar la admi-
nistración al paradigma del gobierno 
abierto (Trigo y Álvarez, 2017; Gascó 
Hernández, 2017; Mirofsky y Bevilac-
qua, 2017).

•	 Garantizar canales efectivos de par-
ticipación para que los ciudadanos 
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puedan hacer uso de los mismos. La 
pobreza, la marginación aumentan la 
exclusión en los procesos de participa-
ción (Trigo y Álvarez, 2017).

•	 Reforzar el papel de los gobiernos 
subnacionales en la construcción de 
la agenda de gobierno abierto y en su 
efectiva implementación, generando 
la necesaria articulación interguber-
namental (Trigo y Álvarez, 2017; Boni-
vento, 2017).

•	 Generar iniciativas que promuevan la 
participación del sector privado para 
la implementación del gobierno abier-
to, a través de innovaciones y modelos 

de negocios más inclusivos y nuevas 
alianzas público-privadas (Naser, Ra-
mírez-Alujas y Rosales, 2017).

•	 En materia de datos abiertos, docu-
mentar las buenas prácticas y promo-
ver una mayor articulación regional 
para discutir aspectos de la agenda 
de datos abiertos, como la privacidad 
(Scrollini, 2017).

•	 Fortalecer el compromiso del lideraz-
go político, como intermediario de las 
demandas ciudadanas, desarrollando 
capacidades en torno a la denomina-
da inteligencia gubernativa (Babino, 
2017).


